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En el año 1988, Brasil  creó (¿inventó? ¿descubrió?) y lo hizo constar en su nueva y democrática Constitución Política, el principio de la “prioridad absoluta” de la niñez y la adolescencia en las políticas públicas hacia la garantía de los “derechos humanos”, proclamados por las Naciones Unidas en el año 1948

En el año siguiente., las Naciones Unidas han proclamado la exigencia de medidas sociales, educativas, administrativas y legislativas hacia esa “prioridad” a la niñez y la adolescencia, en cada país signatario de la Convención Internacional Sobre los Derechos del Niño, firmada en 1989

A partir de ahí, cada país de Iberoamérica empezó a discutir y a intentar hacer los ayustes de su legislación y de sus prácticas a tales principios. Sin embargo, ni todos los países han comprendido que  esa Convención era una explicitud de las garantías constantes de la Declaración de Derechos Humanos de 1948.

El  presente ensayo procura, a su vez, explicitar - en un recorrido sintético - el cómo cada país de Iberoamérica está adoptando o no tales medidas legislativas, administrativas, educativas y sociales, en el inicio del Siglo Veintiuno. Este ensayo busca hacerlo sintéticamente, como alerta para el perfeccionamiento de tales medidas, providencias, planes nacionales y monitoreo de la garantía de derechos humanos.
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presentación

Cuando un brasilero, que habla portugués, se pone a se comunicar en español, resulta …portuñol. El autor escribe como habla y espera ser entendido y comprendido por sus amigos. Abrazos a todos
Esta obra es una ampliación del estudio denominado “Niñez en el Cono Sur”, en que el autor había estudiado la aplicación o no aplicación de los principios de derechos humanos en Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay. Así como en el Cono Sur, todos los países de Iberoamérica son signatarios, a partir del año de 1948, de los Tratados Internacionales que crean instrumentos para la garantía de derechos humanos. Tratados son medios que los pueblos y las naciones utilizan para alcanzar aquello que interesa al bien común: los fines humanitarios. 

Los fines humanitarios son los que se refieren a las conquistas de la ciudadanía en el mundo moderno. Esos fines refiérense, por lo tanto, a las condiciones de la dignidad del ciudadano común delante de los poderosos, de los eventualmente arrogantes, de los que efectivamente gobiernan la sociedad donde vivimos. 

La primera conquista 
La dimensión civil de la ciudadanía fue la primera conquista alcanzada arduamente en el siglo XVIII, y es tríplice: Fue la conquista de la percepción de que no vale la pena ser gente en el mundo donde uno vive, sin que las personas comunes, ante los tradicionales poderes del Estado, es decir, de los Gobernantes, gocen de 1. Libertad; 2. Igualdad y, 3. Fraternidad. 
La segunda conquista 
Ha sido en el Siglo XX que se ha dejado históricamente claro que, no basta, a nosotros, vivir con libertad, igualdad, fraternidad, delante del Estado, delante del gobernante autoritario, sin que el ciudadano común tenga acceso a la dimensión política de la ciudadanía, a través de la capacidad de la persona de votar y ser votada para la selección de los gobernantes de la sociedad en que vive. 

La tercera conquista 
Trabajada intensamente en el siglo XX, la dimensión social de la ciudadanía ha sido la conquista, en que se ha creado, históricamente, la percepción de que, tampoco basta votar y ser votado para la selección de los gobernantes, si las personas, todas las personas, no tienen oportunidad de acceso a la dimensión social de la ciudadanía, a través de la atención de sus necesidades básicas: Tener oportunidad de acceso a la salud (salud traducida, como la define la Organización Mundial de la Salud, en completo bienestar físico, mental y social, y no apenas en ausencia de enfermedades), tener acceso a la morada, a la educación, al trabajo y a la justicia. 

La cuarta conquista 
Finalmente, en este principio del Siglo XXI, estamos trabajando para alcanzar aquella que es la dimensión ética de la ciudadanía. Con ella comenzamos a percibir que toda persona, cualquiera, cualquier sea su edad (más allá de las dimensiones civil, política y social de la ciudadanía), es un sujeto de derechos y de deberes, sujeto de dignidad y de respeto a su peculiar condición de desarrollo. Y esa persona, si hay respeto a la dignidad ciudadana, jamás  puede ser reducida, como en el pasado, por los gobernantes, poderosos, arrogantes, a la condición de objeto, sea como objeto del Estado – como el Poder Gubernamental – sea de cualquier persona física o de organización no-gubernamental. 

La evolución histórica viene nos enseñando que, sin los medios civiles, políticos, sociales y éticos, a que se refieren esas dimensiones de la ciudadanía, de forma alguna es posible alcanzar… los fines humanitarios. Por lo tanto, tratar de tales medios (en la legislación, en las políticas públicas, en la igualdad de oportunidades a personas, grupos y comunidades) es esencial para lograr los fines a que destinamos nuestras leyes, nuestras políticas públicas y nuestros programas sociales, con los cuales tenemos la intención de garantizar derechos y deberes humanos. 

Entre esos medios, abultan los planes nacionales, y monitoreo público, garantizando acciones locales, para que el bien común sea ubicuamente alcanzado. En estos tiempos violentos, que continúan a discriminar a los débiles y desprotegidos, tenemos necesariamente que enfrentar miríadas de formas de sufrimiento, de abandono, de malos tratos, de agresividad, de terror.  Tenemos que aprender a utilizar las herramientas estructuradas por tales tratados internacionales, para combatir todas las formas de alienación que afectan los niños y niñas, en el mundo de los derechos y de los deberes… humanos. 

De no hacerlo, firmar tratados pasaría a ser apenas otra forma de escribir en el papel cosas bonitas y agradables, sin que realmente pusiéramos la mano en la masa de las cosas desagradables, que son los gravísimos problemas humanos que generan negligencia, imprudencia, impericia, en el trato de las políticas públicas con los ciudadanos comunes, resultando en agresividad, violencia, criminalidad y, en el límite, …terror.
La aplicación de tales instrumentos pactados en nivel internacional no es cosa fácil. Implica en indispensable cambio de paradigma en el modo como el ciudadano común, y las autoridades públicas, se relacionan con niños, niñas y adolescentes. Y implica, también, en el cambio acerca del cómo inducimos, estimulamos, propiciamos a las niñas, niños y a los adolescentes, el aprendizaje de la ciudadanía, a través de la vivencia de los límites de sus derechos y de sus deberes para con los demás. 

Esta dificultad, que existió en el final del Siglo XX, persiste en este inicio del tercer milenio. Y, cambiar de paradigma en ciencia, en cultura, y en la estructura institucional de las sociedades, no es cosa fácil. Paradigma es un concepto clave para la comprensión del necesario cambio de hábitos, usos y costumbres en el trato de y con niños, niñas y adolescentes. Sea en el ámbito restricto a los países de Iberoamérica, sea alrededor de todo el planeta.  
Thomas Kuhn, en La Estructura de las Revoluciones Científicas, de 1962, muestra claramente que la correcta interpretación científica, depende de la capacidad de innovar la manera de comprensión de los hechos, de los actos, y de las conductas humanas, en el mundo en que vivimos
. En nuestro caso, la garantía de derechos humanos (los cuales, como vamos a ver aquí, son deberes humanos) depende de nuestra capacidad de percibir cual el tipo de necesario cambio, transformación, alteración, acerca del modo de percibir y conducir los temas pegados a la existencia y a la dinámica del niño y del adolescente a lo largo de la evolución social. Este ensayo, con las palabras más simples posibles, y obviamente, en sus limitaciones, buscará abordar el tema.

El minorismo

En Iberoamérica, todos los países hacen parte de la corriente latino-americana que, siguiendo la tradición europea
, ha institucionalizado, en la primera mitad del Siglo XX, en sus respectivos Ordenamientos Jurídicos, leyes sobre menores. La ley argentina era de 1919 (la ley Agote
), la brasilera (Código de Menores
) era de 1927 (recauchutado en 1979 por la dictadura). La uruguaya, de 1934.

El viejo paradigma era aquél, a través del cual, mirábase para niñas, niños y adolescentes y se veían… menores. Era aquél en el cual, hasta los diecisiete años, once meses, veintinueve días, veinte y tres horas, cincuenta y nueve minutos, cincuenta y nueve segundos, el ser humano era, por definición, considerado absolutamente incapaz (incapaz de formular juicios propios, de comprender el valor de los propios actos, de consentir o no consentir acerca de situaciones que le afectaban.

Era, entonces, aquél que, por consiguiente, era incapaz de se responsabilizar por esos actos y, por lo tanto, de manifestar un punto de vista válido acerca del mundo alrededor, resultando ser incapaz para ser… punido si practicase conductas delictuosas).

Lo más raro en ese hoy sobrepasado, obsoleto, inaceptable modo de percibir las cosas, es que, para los defensores de esa concepción de la infancia, en aquél segundo que antecede a los dieciocho años, ese ser humano, hasta entonces tenido como incapaz, pasaba (pasa para mucha gente), de sopetón, instantáneamente, a ser capaz de formular juicios propios, de manifestar punto de vista válido sobre las cosas, de consentir o disentir, de ser responsable por  las propias actitudes, y de ser punible si actuase (si actuar) a través de eventual práctica delictiva. 

El minorismo se caracterizaba (se caracteriza) también por negar ciudadanía a las niñas, niños y adolescentes etiquetados como menores. Se decía (muchos todavía dicen), en aquél (en ese) extravagante sistema, que el menor era (es) el… ciudadano del futuro. Por tanto, hasta los diecisiete años, once meses, veinte y nueve días, veinte y tres horas, cincuenta y nueve minutos, cincuenta y nueve segundos, el ser humano era tenido como no ciudadano. 

Y la ciudadanía le era acreditada solamente a partir de aquél segundo misterioso (que precedía a los dieciocho años). Era un segundo mágico, que generaba capacidad instantánea, sin que uno explicase la naturaleza de esa adquisición artificial de capacidad. El lector va a verificar aquí cuales son los países de Iberoamérica (aguarde, lector, para ver cuales son esos países que – increíblemente - no son pocos, son muchos) que aún siguen esa ideología.
Este estudio, lector, que ahora lees, tiene que ver exactamente con el pasaje – en Iberoamérica – de ese mundo mágico, irreal e insensato, de muchos países, para la concepción real, concreta, palpable, que promueve la inclusión del niño, de la niña, del adolescente en el universo de respeto a los derechos y deberes humanos. Consecuentemente, inclusión en el mundo de la… ciudadanía.
La ciudadanía

Para que haya garantía de derechos humanos
, en este principio del milenio, hay la necesidad individual y colectiva de un pasaje conceptual, imprescindible, del minorismo (también conocido como doctrina de la situación irregular
) para el régimen de la ciudadanía (regido por principios de la doctrina de la protección integral
 también llamada doctrina  de la ciudadanía).

Este nuevo paradigma consiste en cumplir y hacer cumplir, rigurosamente
, el contenido de los pactos firmados por los países a partir de 1948 en las Naciones Unidas, acerca de los cuales trataremos enseguida. Resumiendo, mismo antes de que se discutan sus detalles, se puede decir que tal transformación esencial consta de dos partes: 

Primera parte: 

El niño, la niña y el adolescente - en el Cono Sur, en la Suramérica, en el restante de las Américas, y del mundo - pasan a ser definidos por lo que son, real y concretamente, en el ámbito de las relaciones sociales (y, no, como antes, por lo que el niño y el adolescente no son, cuando uno definía: “el menor es aquél que no es mayor, o aquél que no es capaz”, aquél que no tiene capacidad para consentir” o aquél “que no es ciudadano”, y así por adelante). 

Ahora, niños y niñas pasan a ser percibidos en las capacidades innatas de que son dotados, capacidades que se perfeccionan continuamente, desde que nacen (sin “segundo” mágico artificialmente inventado por los juristas
): 
“El niño es el ser humano en su fase más creativa, la criatura que históricamente se auto-configura, segundo a segundo, minuto a minuto, hora a hora, a través de toda la infancia. 

Y, después de la infancia, el ser humano continúa  a se auto-configurar hasta el final de los tiempos
. Dejamos hacia atrás la percepción anterior, que pregonaba la existencia de aquellos presuntos seres absolutamente incapaces en las relaciones sociales
. 

Segunda parte:
El nuevo Milenio pasa a se caracterizar por el hecho de que, en él, el niño, la niña, pasan a integrar, a partir del momento en que nacen, el mundo de la ciudadanía
. Pasan a ser “definidos” (en el sentido aristotélico) por lo que “son” (y no por lo que “no son”, como antes): Son, efectivamente, potenciales adultos del futuro, y reales ciudadanos… del presente). 

Entonces, el cambio de percepción, para la garantía de derechos humanos, nos lleva a un cambio nítido y claro: Antes se decía: “el niño, la niña y el adolescentes son el ciudadano del futuro”. Ahora, apropiadamente, se concibe, se piensa y se actúa bajo el nuevo paradigma: “La niña, el niño y el adolescente son el adulto del futuro, pero son… el ciudadano del presente”.
La histórica invisibilidad de la niñez
En el siglo XIX, nuestros países habían sido sensibilizados por los planteamientos de la ciudadanía política, para la cual, más allá de los aspectos civiles captados históricamente en el siglo XVIII (igualdad, libertad, fraternidad) se pasó a pregonar la garantía de poder el ciudadano común venir a ser escogido y de tener el poder de escoger sus gobernantes.  Niños, niñas y adolescentes continuaran invisibles, también para esa dimensión política de la ciudadanía (niños, niñas y adolescentes, que ya habían sido invisibles para la dimensión civil de la ciudadanía, en el siglo anterior.)

En el siglo XX, después de dos horrorosas guerras mundiales, en que niños y niñas fueran las más trágicas víctimas, se comenzó a buscar la dimensión social de la ciudadanía, para mucho más allá de las anteriores dimensiones civil y política.
Ahí ha comenzado el cambio de paradigma: Niños y niñas comenzaron – por algunos - a ser percibidos en la necesidad de concebir la ciudadanía a partir de la infancia. Y no, a partir, digamos, de los …dieciocho años cómo aún lo hacen 13 países de la Iberoamérica. Con la visibilidad del niño y de la niña en su condición de sujeto en si mismos (y, no, como mero objeto, o como mera extensión física, mental y social de los adultos). Nacen, por lo tanto, así, socialmente, el niño, la niña, los cuales pasan a ser percibidos como sujeto básicamente capaz de desarrollarse. 

Y tal desarrollo nos ha sido demostrado, en la evolución histórica, lector, a través de la progresiva construcción endógena de percepciones personales, individuales, de lo que sean derechos y de lo que sean deberes sociales (con niños/niñas pasando a evolucionarse hacia un nuevo status, el de seres progresivamente sui juris, dirían los romanos antiguos
). Tenemos ahí, por lo tanto, el niño/niña que pasa a ser protagonista personal, individual, irreemplazable, de los actos y de las conductas humanas en la sociedad. 

No como adultos, no como ancianos, o adolescentes. Como… niños, niñas, en sus peculiares condiciones de persona en desarrollo. Recordando siempre, lector, que ancianos y adultos también existen, individual y socialmente, como peculiares personas… en desarrollo. Pues, como diría Heráclito, nadie se baña dos veces en el mismo río. Nosotros somos, milenariamente, ese río.

La visibilidad infantil-juvenil
En el siglo XXI, delante de las resistencias en efectuar la visibilidad infantil-juvenil, aunque después de los pactos internacionales con respecto a los derechos (que son deberes) humanos, nos surge la necesidad
 de, insistentemente, buscar la dimensión ética de la ciudadanía para todos (para ancianos, adultos, adolescente, niñas y niños), cerrando el ciclo del paradigma que implica cuatro dimensiones: 

      Las dimensiones de la ciudadanía: 

1. Civil (nacida en el siglo XVIII); 
2. Política (surgida en el siglo XIX); 
3. Social (captada a través de los horrores del siglo XX); y 
4. La ética (potencialmente construida a partir del siglo XXI).
  los pactos internacionales

La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 es la madre de todos los modernos tratados al respecto. Se puede tener clara y adecuada idea acerca de la necesidad de cambio de paradigma (en cualquier región iberoamericana o del resto del mundo). O sea, es posible y conveniente tenerse clara idea de la necesidad de cambio en el modo de percibir, concebir, comprender al niño, niña, en el mundo moderno. 

Para eso, lector, es fundamental – y puede ser útil a quien se propone a actuar en el mundo de los derechos humanos – que se lea una de las cláusulas de esa Declaración, y se note la manera destorcida como ella ha sido encarada por mucha gente – notadamente la mayoría de los operadores de políticas públicas – en la época de su proclamación por la Asamblea General de las Naciones Unidas.
Artículo II 

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

Lo que ocurrió, lector, es que este artículo (que es un principio de derechos humanos) y también todos los demás artículos (principios) de la Declaración de 1948 fueran leídos excluyendo al niño, la niña
. El texto de la Asamblea General de la ONU no excluye. Los intérpretes, mal-acostumbrados, son los que producen la exclusión anti-ciudadana. Los juristas de la época, con su prodigiosa capacidad de redactar leyes mal-acostumbradas, reforzaran tal exclusión. 
Dos países del Cono Sur, y once otros del resto del continente, como el lector va a ver, a lo largo de este ensayo, todavía continúan practicando esa… exclusión conceptual, exclusión esa llevada al propio texto de la Constitución (ley mayor) de esos países. Aguarde un poco, lector. La continuidad de esta lectura va a demostrar cuáles son estos países. La gente de los demás países, interesada en el tema, podría analizar lo que se pasa, en lo que tiene que ver con ese aspecto de la ciudadanía, en su propio país.
El niño y la niña eran, evidentemente, invisibles para la ciudadanía (eran invisibles hasta los diecisiete años, once meses, veintinueve días, veinte y tres horas, cincuenta y nueve minutos, cincuenta y nueve segundos). Absurdamente, niñas, niños (y los adolescentes), no eran incluidos en la categoría de las… personas. En oposición al concepto de persona, se ha creado y se ha puesto, en la dinámica del día a día, el concepto de… menores. 
Esos menores eran los… ciudadanos del futuro. Eran definidos, percibidos, tratados en función de lo que se hallaba que ellos no eran. Y desde Aristóteles sabemos que el rigor de la definición de algo consiste en decir qué una cosa “es” y, jamás lo que ella… “no es”.
Tal exclusión y tal invisibilidad eran “justificadas” con la tradición jurídica de que, hasta los dieciocho años el ser humano era… absolutamente incapaz. Tenemos ahí una también evidente ficción inventada por los juristas de los viejos tiempos, profesionales autosuficientes del Derecho, en sus primitivas formulaciones. En el campo de las reglas de conducta, lo nuevos juristas de este inicio de milenio operan no mas centrados en mirarse el propio ombligo (inventando conceptos arbitrarios, desconectados de la realidad circundante). Pero, sí, buscan ejercer su ministerio fundados en la genética, la psicología, la antropología, la sociología, al fin, en la interdisciplinaridad de las… ciencias humanas y sociales. 
Tal transdisciplinaridad permite a los diversos especialistas exponer el misterio de la constante y peculiar condición de desarrollo del ser humano desde que nace, o mismo antes de eso, si buscamos los ahondamientos de aquello que hoy se denomina genética, o sicología, o sociología, o Derecho, y así en adelante. Entonces, por aquella su incapacidad presumida, la niña, el niño eran, en aquel enfoque, percibidos y tratados como eufemístico objeto de protección de los adultos y del Estado. 

Fuese víctima, fuese victimario, el niño, la niña, era tenido (tenida) como mero objeto de protección. Objeto de… tuición como decían (dicen) los menoristas. Cuando punida (punido) no se admitía que se estaba puniendo. Se decía que se estaba… protegiendo. Cuando se privaba de libertad no se admita que se estaba arrestando. Se decía que se estaba… protegiendo. 

Y bajo el argumento y el manto de la “protección”, había subjetivismo y arbitrariedad. Evidentes “malos tratos” eran practicados en el nombre de la… protección. Niño y niña, en ese sistema arbitrario y autocrático, no eran tenidos como sujetos
. Es recomendable leer, con rigor, el núcleo del arriba citado artículo II de la Declaración: 

“Toda persona tiene todos los derechos y libertades... sin discriminación de cualquier especie”. 
Llamado de atención 
Por las necesidades históricas de este momento, somos llamados a la atención - los argentinos, colombianos, salvadoreños, guatemaltecos (y los interesados en el tema, de otros países modernos) - para el siguiente: ¿Cuales son las personas, lector, que tienen capacidad para gozar de todos los derechos y que no pueden sufrir discriminación de ninguna especie? Evidentemente son los ancianos, los adultos, los adolescentes y los niños/niñas. Sin excepción. Todas son reconocidas, bajo el mirar de la madre de todos los pactos internacionales (la Declaración de 1948), en sus capacidades reales, vivenciadas, efectivas, comprobables
.

Ahí, por lo tanto, hacia el medio del siglo XX, nació el pacto del reconocimiento de la capacidad humana (capacidad de desarrollar-se, actuar y transformar el mundo), al mismo tiempo en que emerge la lucha entre los “minoristas” del viejo paradigma y los cultores “de la ciudadanía”, en el nuevo paradigma acerca de la no inclusión o de la efectiva inclusión de niños niñas y adolescentes en el mundo de la garantía de derechos (garantía a ser dada… a los sujetos) humanos. 

La Declaración de 1948 parte del concepto de que las personas deben ser percibidas, comprendidas, tratadas, no en una pretendida incapacidad presunta (podríamos también decir… incapacidad preconcebida, prejuiciada), pero, sí, deben ser percibidas con base en la capacidad comprobable, actuante, visible como nos demuestran las ciencias – en la perspectiva inter o transdisciplinaria, de nuestro tiempo.
Perdón, lector, pero tengo que ser pleonástico, repetitivo, redundante, para compensar el repetitivo, redundante, pleonástico e insistente irrespeto a la ciudadanía infantil-juvenil en el ámbito de nuestros países
. O en el resto de nuestro continente y alrededor del planeta. Tales aspectos negativos de nuestra recién evolución histórica muestran que nuestros países tienen que aprender la ética del siglo XXI. Tienen que estudiar, al menos los rudimentos de la ciudadanía, insistentemente negada a sus niños, niñas y a su juventud. 

Tienen que estar al par de esa ética los constitucionalistas (trece países de Iberoamérica han declarado en su ley mayor que solamente son ciudadanos los que han conseguido vivir con más de dieciocho años), los legisladores comunes, los elaboradores de planes nacionales, los ejecutores de tales planes o acciones, y los que hacen, o debían hacer, el monitoreo de todo eso hacia el bien común. A partir de tales rudimentos de ciudadanía, las comunidades, las familias, las escuelas y los sectores gubernamentales y no-gubernamentales tendrán condiciones de ir comprendiendo el mundo de las prácticas de los derechos y de los deberes humanos. 

No se puede combatir lo que no se conoce (la anti-ciudadanía no viene siendo comprendida en su esencia y, por lo tanto, acaba quedando difícil su combate, exactamente porque las personas no vienen reflexionando correctamente a su respecto). Ni se logra construir lo que nos escapa a la comprensión (comprensión de la propia ciudadanía, cuya percepción existencial viene siendo precaria en nuestros días, que pide urgente reflexión, debate público e insistente búsqueda por… efectividad). 

La ciudadanía infantil en los pactos internacionales

De los principios y de las prácticas

Después de la proclamación de la Declaración de 1948, una resistente barrera se ha erguido en todo el mundo frente al que sería la real efectividad de esa Declaración de Principios. Tal tipo de resistencia generalizada a la garantía de derechos y deberes de la ciudadanía es un lugar común en todo el mundo dicho hoy civilizado. 

La Europa y los Estados Unidos vienen practicando resistencia a esa declaración de principios en relación a los migrantes que salen de sus países de origen y buscan algún rudimento de bienestar en los territorios estadounidense y europeo en este nuestro mundo inapelablemente globalizado. Globalizado hacia el bien y el mal. Aunque ahora se hable, para salvar el imperio del Capitalismo, de un tipo de desglobalización.
En el propio ámbito de Iberoamérica, conozca, lector, la declaración de un alto burócrata brasileño a la prensa, en 2.008: - “No se gobierna con principismo”. La voz principismo aquí es un neologismo inventado por el declarante. Ella reflecte la concepción de una burocracia gubernamental que, con tal declaración, niega que se gobierne respetando… principios
. 

La misma denegación en respetar principios existe en las “empresas”, en las “escuelas”, en las “familias”, en las “conciencias” de las personas. Veamos dos ejemplos de dos de los países del Cono Sur (ambos del ámbito judicial):

· Un juez brasileño, en el sur del Brasil, concedió autorización a un muchacho de quince años para trabajar, en la cosecha de manzanas, declarando, grotescamente, en su fallo, ser “inconstitucional” el artículo de… la Constitución brasileña, que manda la obligatoria aplicación del principio de la prohibición de cualquier trabajo a quién tiene menos de dieciséis años…   

· Una corte de Argentina mantuve la práctica de  privar de libertad a los adolescentes con menos de dieciséis años, bajo el argumento de que esa práctica sirve, al final, para la protección de los propios sentenciados… 
E, por ahí, va la cosa… Es esa lucha hercúlea por el primado de los principios, que debe ser trabada por los que osan adentrarse en el campo de la pelea por la garantía de los derechos y de los deberes humanos. Sin la rigurosa observancia “de los principios” de derechos humanos, “no hay” como se vivir, civilizadamente, la “condición humana” de ancianos, de adultos, de adolescentes y de niños o niñas. 
Vale la pena llamar la atención aquí, lector, para un dicho (que transmite una verdad histórica) que define la manera como los subjetivistas actúan en el mundo donde circulan. Ese dicho afirma:

“Quién no quiere o no consigue practicar principios, inventa principios para las propias prácticas”.

Podría también decir:

“Burócrata – servidor del Legislativo, del Ejecutivo, o del Judicial - que no quiere o no consigue practicar principios, inventa principios para sus prácticas”.

De ahí el esfuerzo que hacemos, hoy, sea en el Cono Sur, sea en el propio continente Iberoamericano, en su amplia extensión, con el objetivo de llevar las personas a reflexionar bastante sobre las prácticas que, a la larga, se encuentran en ese terreno de los derechos y deberes humanos. Sea, lector, en las familias, en las vecindades, o en las escuelas, y en las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, en cada uno de nuestros países: 

· De un lado, las prácticas malas, condenables, que irrespetan a las personas, inducen a la agresividad y a la violencia, además de generar la criminalidad y el terror. 

· De otro lado, las prácticas buenas, elogiables, que traducen respeto humano y estimulan la buena convivencia, el tratamiento respetuoso entre la gente, y construyen la prevención de los crímenes, la prevención de todas las formas de terror, con la búsqueda incesante por la paz social. 

De las teorías y de las prácticas

Este estudio sobre el niño en Iberoamérica no se ocupa de la relación entre teorías de un lado, y prácticas de otro. No. Trata solamente de prácticas. Las malas, que deben ser identificadas, condenadas, prevenidas y corregidas. E las buenas que deben ser reconocidas, enaltecidas y perfeccionadas. 

Los pactos no son teoría. Son mandos que miran a transformar prácticas malas en prácticas buenas. Los que operan en políticas públicas para niños y niñas, tradicionalmente desconocen tales pactos, se despreocupan de ellos, porque ellos serían – en la percepción equivocada - cosa de… adultos. Esa es la invisibilidad de la niñez, lector.

La resistencia en cumplir los “principios generales” constitutivos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, a partir del día siguiente a su proclamación, en diciembre de 1948 - después de este pacto básico, fundamental, universal - acabó por llevar la comunidad internacional que lucha por la ética de la ciudadanía, a trabajar por una serie de otros pactos derivados de ella - a ser validados en todo el planeta - teniendo como objetivo los derechos y los deberes específicos. 
Para los reacios, no basta decir que todos nacen libres e iguales en dignidad y respeto. No. Será siempre necesario explicar, cada vez más, los detalles, cual es el significado de “todos”, qué significa “libertad”, que es “dignidad”, y lo que se entiende por… “respeto”…

Cada uno de esos pactos pasó a ser una especie de “explicación” y de exposición “al detalle” acerca del cómo aquellos principios generales de 1948 deberían ser efectuados para cada categoría de problemas que cotidianamente son encontrados (el sufrimiento, la degradación, los malos tratos vividos sea por niños y niñas, sea por las mujeres, los obreros, los migrantes) en todos los países de nuestro tiempo. 

Repitiendo: Los sucesivos pactos pasaran a ser “explicación”  y exposición “en detalles” de los “mandos” de garantía de derechos humanos, para gobiernos que se niegan a aplicar principios (para los que adoptan… el principio de que no se gobierna con… principios). Y también para comunidades, familias, empresas, así como para la consciencia de los individuos que, en Iberoamérica, suman hoy quinientos y setenta millones de habitantes, y, en otros sitios del mundo, seis mil millones. 

Los pactos

Enumeremos todos estos pactos, empezando por la madre y maestra de todos ellos (las siglas son del inglés):

· En primerísimo lugar, la Declaración Universal de los Derecho Humanos (CDH) de 1948, delante de la cual todos los niños y niñas habían permanecido invisibles, porque, en la práctica, tal Declaración era percibida como válida solamente para los… adultos. 

· En según lugar, la Declaración de los Derechos del Niño (CDN), con que buscamos la visibilidad infantil-juvenil, en términos de derechos humanos declarados 11 años antes. 

· Más adelante, la Convención Internacional sobre los Derechos Civiles y Políticos (IPPR), de 1966, cuya proclamación se debe a antiguas resistencias en aplicar, a personas discriminadas, los principios de libertad, igualdad y fraternidad, proclamados en el siglo XVIII. 

· Después, la Convención sobre la Eliminación de Toda Discriminación contra la Mujer (CEDAW), de 1979, proclamada delante de la histórica invisibilidad de la mujer en términos de derechos humanos. 

· Cómo, a pesar de la CDH y del CDN, los niños (insistentemente) habían permanecido, una vez más, invisibles, se proclamó, en 1989, la Convención sobre los Derechos del Niño, con cláusulas de efectividad, CRC). Es decir, la cuestión entonces no era apenas declarar derechos, pero, fundamentalmente, llegar a la efectividad de los derechos ya declarados treinta años antes. 

· Y, finalmente, la Convención Internacional Sobre la Protección de los Derecho de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias (CMW), de 1990. 
la ciudadanía infantil en iberoamérica

Cada país de Iberoamérica, por lo tanto, comenzó a vivir sus peripecias para la inclusión constitucional, en sus respectivos territorios, de estos principios extensamente detallados en esta larga lista de compromisos internacionales. Algunos, como vamos a ver a través de este ensayo, siquiera han conseguido, todavía, establecer principios constitucionales compatibles con tal nuevo status de ciudadanía. Otros, lograran constitucionalizar correctamente la materia, pero no consiguen, todavía, llegar a la efectividad de tales principios de altísima relevancia ética en este inicio del siglo XXI y del nuevo Milenio. La lucha continúa.
Sin embargo, antes de analizar el status de la niñez, en la ciudadanía de cada uno de nuestros países, vamos a refrescar nuestra memoria (repitiendo y repitiendo para fijar bien) acerca de la evolución de la idea de ciudadanía en el mundo occidental moderno. Quien nos auxilia es T. H. Marshall, a partir  de su Citizenship and Social Class (1950). 

· El primer impacto, en la construcción ciudadana moderna, fue dado en el siglo XVIII cuando, en las Revoluciones Francesa y Americana, se luchó por la dimensión civil de la ciudadanía, en la búsqueda de la libertad, de la igualdad y de la fraternidad para todos. Para todos, menos para los … niños (niñas), porque eran invisibles en aquél mundo de conquistas por derechos humanos en su dimensión… civil.

· El según impacto ocurrió en el siglo siguiente, el XIX, cuando fue verificado que no era bastante proclamar libertad, igualdad, fraternidad, en términos de derecho civiles si inexistieran los derechos políticos de votar y ser votado hacia el gobierno del pueblo. Los niños y niñas habían continuado invisibles en aquél mundo de conquistas políticas.

· El tercer impacto vino con las dos terribles guerras mundiales, en el siglo XX. Ahí comenzó la visibilidad social de niños, niñas y adolescentes. Ellos habían sido las más trágicas víctimas de la insensatez de la guerra total. Se ha comenzado, entonces - incluso con el desarrollo interdisciplinario de las ciencias humanas y sociales - a percibir la importancia de la inclusión conceptual, jurídica, social, del niño, de la niña y del adolescente en el mundo de la ciudadanía.

· El cuarto impacto está se dando ahora, al principio del tercer milenio, en el cual ya podemos, históricamente, percibir nuestras omisiones y nuestros abusos, en esa cuestión de la inclusión civil, política y social del niño, de la niña y del adolescente. 

Éste es el impacto de la dimensión ética de la ciudadanía, que consiste en el percibir de la importancia de los derechos y de los deberes en juego, cuando se trata de la construcción ciudadana. Derechos de todos (protección integral), sea de ancianos, adultos, adolescentes o niños y niñas. De todos, pero con prioridad absoluta para niños, niñas y adolescentes.

La experiencia histórica nos viene mostrando que es en la infancia y en la juventud que nace y se consolida la convicción individual y social de que, sin la intervención de las políticas públicas, a través de programas que inducen, estimulan, orientan el respeto de derechos y de deberes, por estratos de la población infantil-juvenil, hay el primado de la agresividad, de la violencia, de la criminalidad y del terror.
Y, por lo tanto, sin la construcción endógena (la que viene desde dentro, del íntimo de cada ciudadano, a partir de los primordios de la infancia) no hay bien común y no puede haber… paz social.
Situación actual de la ciudadanía infantil-juvenil en Iberoamérica
En este inicio del Siglo y del Milenio, en Iberoamérica, la situación es la siguiente: La Argentina, el Brasil, Cuba, Ecuador, Uruguay y Venezuela satisfacen el principio, en nivel constitucional, de que los niños y los adolescentes son adultos del futuro pero, sin ninguna duda, son ciudadanos del presente. 
Bolivia, Chile, Costa Rica, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y República Dominicana, prefieren insistir en el concepto de que la ciudadanía solamente comienza… a los dieciocho años. 

En los diecinueve países, las reglas de la ciudadanía que afectan los niños y los adolescentes así se disponen:

En la Constitución Argentina: 
Artículo 8o.- Los ciudadanos de cada provincia gozan de todos los derechos, privilegios e inmunidades inherentes al título de ciudadano en las demás. La extradición de los criminales es de obligación recíproca entre todas las provincias.
En la Constitución Boliviana:
Artículo 144
I – Son ciudadanas y ciudadanos todas las bolivianas y todos los bolivianos, y ejercerán su ciudadanía a partir de los 18 años de edad, cualesquiera sean sus niveles de instrucción, ocupación o renta.

II – La ciudadanía consiste:

1. En concurrir como elector o elegible a la formación y al ejercicio de funciones en los órganos del poder público y

2. En el derecho a ejercer funciones públicas sin otro requisito que la idoneidad, salvo las excepciones establecidas en la Ley III. Los derechos de ciudadanía se suspenden por las causales y en la forma prevista en el artículo 28 de esta Constitución.

Artículo 65 –

En virtud del interés superior de las niñas, niños y adolescentes y de su derecho a la identidad, la presunción de filiación se hará valer por indicación de la madre o el padre. Esta presunción será válida salvo prueba en contrario a cargo de quien niegue la filiación.

Artículo 58 -

Se considera niña, niño o adolescente a toda persona menor de edad. Las niñas, niños y adolescentes son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución, con los límites establecidos en ésta, y de los derechos específicos inherentes a su proceso de desarrollo; a su identidad étnica, sociocultural, de género y generacional, y a la satisfacción de sus necesidades, intereses y aspiraciones.



Artículo 59 –

I. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a su desarrollo integral.

II. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer en el seno de su familia de origen o adoptiva. Cuando ello no sea posible, o sea contrario a su interés superior, tendrá derecho a una familia sustituta, de conformidad con la ley.

III. Todas las niñas, niños y adolescentes, sin distinción de su origen, tienen iguales derechos y deberes respecto a sus progenitores. La discriminación entre hijos por parte de los progenitores será sancionada por la ley.

IV. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a la identidad y la filiación respecto a sus progenitores. Cuando no se conozcan los progenitores, utilizarán el apellido convencional elegido por la persona responsable de su cuidado.

V. el Estado y la sociedad garantizarán la protección, promoción y activa participación de los jóvenes en el desarrollo productivo, político, social, económico y cultural, sin discriminación alguna, de acuerdo con la ley.

Artículo 60 –

Es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior de la niña, niño y adolescente, que comprende la preeminencia de sus derechos, la primacía en recibir protección y socorro en cualquier circunstancia, la prioridad en la atención de los servicios públicos y privados, y el acceso a una administración de justicia pronta, oportuna y con asistencia de personal especializado.



Artículo 61 –

I. Se prohíbe y sanciona toda forma de violencia contra las niñas, niños y adolescentes, tanto en la familia como en la sociedad.

II. Se prohíbe el trabajo forzado y la explotación infantil. Las actividades que realicen las niñas, niños y adolescentes en el marco familiar y social estarán orientadas a su formación integral como ciudadanas y ciudadanos, y tendrán una función formativa. Sus derechos, garantías y mecanismos institucionales de protección serán objeto de regulación especial. 
En la Constitución Brasileña:                               
Artigo 1º - A República Federativa do Brasil, formada pela união indissolúvel dos Estados e Municípios e do Distrito Federal, constitui-se em Estado Democrático de Direito e tem como fundamentos:

I - a soberania;

II - a cidadania; 

Artigo 5º - Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à igualdade, à segurança e à propriedade...
Artigo 205 - A educação, direito de todos e dever do Estado e da família, será promovida e incentivada com a colaboração da sociedade, visando ao pleno desenvolvimento da pessoa, seu preparo para o exercício da cidadania e sua qualificação para o trabalho.

En la Constitución Chilena:
Artículo 13 - Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.
En la Constitución Colombiana:

Artículo 98. 

PARAGRAFO. Mientras la ley no decida otra edad, la ciudadanía se ejercerá a partir de los dieciocho años. 
ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

ARTICULO 14. Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

En la Constitución Costarricense:

Artículo 90.- La ciudadanía es el conjunto de derechos y deberes políticos que corresponde a los costarricenses mayores de dieciocho años. 

(Así reformado por ley No. 4763 de 17 de mayo de 1971). 

Artículo 33.- Todo hombre es igual ante la ley y no podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana. 

(Así reformado por ley No. 4123 de 31 de mayo de 1968). 

En la Constitución Cubana:

CIUDADANÍA 
Artículo 28º - La ciudadanía cubana se adquiere por nacimiento o por naturalización.

Artículo 40º - La niñez y la juventud disfrutan de particular protección por parte del Estado y la sociedad. 

La familia, la escuela, los órganos estatales y las organizaciones de masas y sociales tienen el deber de prestar especial atención a la formación integral de la niñez y la juventud.

Artículo 41º - Todos los ciudadanos gozan de iguales derechos y están sujetos a iguales deberes. 

Artículo 42º - La discriminación por motivo de raza, color de la piel, sexo, origen nacional, creencias religiosas y cualquiera otra lesiva a la dignidad humana está proscrita y es sancionada por la ley. 
 Las instituciones del Estado educan a todos, desde la más temprana edad, en el principio de la igualdad de los seres humanos.
En la Constitución Ecuatoriana:

Artículo 6º - Todas las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y gozarán de los derechos establecidos en la Constitución.

Artículo 45 – Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la vida, incluido el cuidado y protección desde la concepción.
En la Constitución Salvadoreña:

LOS CIUDADANOS, SUS DERECHOS Y DEBERES POLITICOS Y EL CUERPO ELECTORAL 

Artículo 71.- Son ciudadanos todos los salvadoreños mayores de dieciocho años.

En la Constitución Guatemalteca:

Artículo 147.- Ciudadanía. Son ciudadanos los guatemaltecos mayores de dieciocho años de edad. Los ciudadanos no tendrán más limitaciones, que las que establecen esta Constitución y la ley.

Artículo  20.- Menores de edad. Los menores de edad que transgredan la ley son inimputables. Su tratamiento debe estar orientado hacia una educación integral propia para la niñez y la juventud. 

Los menores, cuya conducta viole la ley penal, serán atendidos por instituciones y personal especializado. Por ningún motivo pueden ser recluidos en centros penales o de detención destinados para adultos. Una ley específica regulará esta materia. 

Artículo 44.- Derechos inherentes a la persona humana. Los derechos y garantías que otorga la Constitución no excluyen otros que, aunque no figuren expresamente en ella, son inherentes a la persona humana. 

El interés social prevalece sobre el interés particular. 

Serán nulas ipso jure las leyes y las disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos que la Constitución garantiza.

Artículo 51.- Protección a menores y ancianos. El Estado protegerá la salud física, mental y moral de los menores de edad y de los ancianos. Les garantizará su derecho a la alimentación, salud, educación y seguridad y previsión social. 

En la Constitución Hondureña:

Artículo 36.- Son ciudadanos todos los hondureños mayores de dieciocho años. 

En la Constitución Mexicana:

Artículo 34

Son ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: 

 I.  Haber cumplido 18 años, y 

II. Tener un modo honesto de vivir. 

En la Constitución Nicaraguense:

DERECHOS POLÍTICOS

Artículo 47.- Son ciudadanos los nicaragüenses que hubieran cumplido dieciséis años de edad. Sólo los ciudadanos gozan de los derechos políticos consignados en la Constitución y las leyes, sin más limitaciones que las que se establezcan por razones de edad.


En la Constitución Panameña:

DERECHOS POLITICOS 

Capítulo 1o. – De la Ciudadanía 

Artículo 125.- Son ciudadanos de la República todos los panameños mayores de dieciocho años, sin distinción de sexo.

En la Constitución Paraguaya:

Artículo 152 – De la Ciudadanía - Son ciudadanos: 

1. toda persona de nacionalidad paraguaya natural, desde los dieciocho años de edad, y toda persona de nacionalidad paraguaya por naturalización, después de dos años de haberla obtenido.
En la Constitución Peruana:

Artículo 30°. Son ciudadanos los peruanos mayores de dieciocho años.  Para el ejercicio de la ciudadanía se requiere la inscripción electoral.

En la Constitución Dominicana:

ART. 12.- Son ciudadanos todos los dominicanos de uno y otro sexo que hayan cumplido 18 años de edad, y los que sean o hubieren sido casados, aunque no hayan cumplido esa edad.

En la Constitución Uruguaya:
Artículo 8°.

Todas las personas son iguales ante la ley no reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes.
Artículo 74. 
Ciudadanos naturales son todos los hombres y mujeres nacidos en cualquier punto del territorio de la República. Son también ciudadanos naturales los hijos de padre o madre orientales, cualquiera haya sido el lugar de su nacimiento, por el hecho de avecinarse en el país e inscribirse en el Registro Cívico. 
En la Constitución Venezolana:

Sección Segunda: de la Ciudadanía 

Artículo 39. Los venezolanos y venezolanas que no estén sujetos o sujetas a inhabilitación política ni a interdicción civil, y en las condiciones de edad previstas en esta Constitución, ejercen la ciudadanía y, en consecuencia, son titulares de derechos y deberes políticos de acuerdo con esta Constitución.

Artículo 64. Son electores o electoras todos los venezolanos y venezolanas que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no estén sujetos a interdicción civil o inhabilitación política.

el principio del “interés superior”

A lo largo del siglo XX se ha difundido la idea paternalista de que en cualquier conflicto familiar, escolar, comunitario o entre el Estado y sus ciudadanos, la solución de los problemas debería siempre pasar por la forma que garantiera que el interés de los “menores” sería siempre superior… a los intereses de los… mayores. 

Sin embargo, como veremos a lo largo de este ensayo, ese falso conflicto de intereses no pasaba de una actitud… hipócrita de los adultos y de las autoridades arbitrarias e intervencionistas sobre la vida del ciudadano.
Con la evidencia del conflicto entre los minoristas (cultores de la doctrina en la cual, aquél que mira niños, niñas y adolescentes, ve menores, seres intrínsecamente incapaces) y los cultores de la inclusión ciudadana de niños y de adolescentes (los que ven capacidades infantiles y juveniles, donde ellas estén presentes), ha surgido la percepción de uno de los aspectos de ese conflicto de intereses. 

Es decir, ha surgido  exactamente la percepción de aquél aspecto que tiene que ver con el cómo comprender, interpretar, correctamente, el principio “del interés superior”, también llamado principio “del mejor interés” de niños, niñas y adolescentes
. 

Interpretación del Principio por los Minoristas:
Los minoristas dicen que el interés de los menores es más importante (es… superior…) que el de los… mayores. Pero, como lo tienen interpretado de forma subjetiva y autocrática,  tienden a hacer prevalecer, siempre, los intereses de quién lo interpreta. Pura tendencia a la hipocresía. 

Cada adulto – principalmente el adulto de la burocracia institucionalizada, incluso y, infelizmente, agentes del Poder Judicial – aplica (dolosa o culposamente) su propio arbitrio para decir cual es el mejor interés del hijo, del alumno o del niño o niña que, aún hoy, infelizmente, de alguna forma, sean tenidos, sean obligados a ser… tutelados por el Estado
.
Interpretación del principio en el mundo de la ciudadanía:
Los cultores de la ciudadanía lo interpretan en el sentido de que, todo ciudadano (anciano, adulto, adolescente o niño y niña)
, tiene siempre el derecho de manifestar aquél interés suyo que se equilibra con los intereses del bien común. No puede ser legítimo el interés de alguien (sea ese alguien anciano, adulto, adolescente o niño y niña) que agrede los intereses… del bien común.
 

El mejor interés de una persona, el interés superior de esa persona, en esa perspectiva, es aquél que sea el más relevante, más importante, el interés que es superior cuando, en una relación social, hay que buscarse el equilibrio de distintos intereses convergentes o divergentes. 

Los cultores de la ciudadanía, por lo tanto, crean criterios objetivos en la ley de su país (principio de la legalidad), para que no más se acepten, ni la hipocresía de los adultos y de las autoridades, ni las arbitrariedades de los padres, de los maestros, de los agentes públicos del Estado interventor. 

El principio de la legalidad
, bien aplicado, impide que los intérpretes deturpen, a través de desviaciones, el uso de los demás principios de ciudadanía, sea bajo la forma del desvío de la omisión, sea bajo la forma del desvío del abuso en su interpretación y su práctica. 

Practicar principios significa substituir malas prácticas (malos hábitos, malos hábitos, malas costumbres) por buenas prácticas (a través de buenos usos, buenos hábitos, buenas costumbres), induciendo, gradualmente, cambio cultural. Significa también practicar el principio de la moralidad, que, al lado del principio de la legalidad pasa a caracterizar el mundo ético que perseguimos en este nuevo milenio.

La velocidad de los cambios sociales en la Era de la informática nos muestra que son posibles, sí, los cambios culturales, desde que exista competencia técnica en la introducción de hábitos adecuados, usos convenientes y costumbres fundadas en  los justos valores de la ciudadanía. La informática nos viene dando amplias lecciones de que cambios culturales rápidos son posibles y efectivos, cuando los medios utilizados son correctos, adecuados y eficaces en su intervención.
Notar, lector, que los nuevos hábitos, usos y costumbres de la, digamos,  tectrónica y de la informática actual, comienzan con… los niños y niñas. Ellos son más capaces que los adultos, en aquellos aspectos característicos de su peculiar condición personal de desarrollo. Hay la obligación política y administrativa de crear competencia técnica en la organización de los servicios gubernamentales y no-gubernamentales que miran al cambio de esos hábitos, usos y costumbres. 
La búsqueda debe ser incesante para el alcance de los medios que eviten toda forma de agresividad, violencia, criminalidad y, en el límite, el terror de nuestros tiempos. La forma de organizar planes para eso y de efectuar monitoreo hacia las acciones eficaces, el lector va a encontrar al fin de este ensayo. Niño y niña tienen el derecho humano de manifestar el interés que les parece superior como niño, como niña. El adolescente, el derecho humano de manifestar el interés que le parece superior como adolescente, el adulto como adulto, el anciano como anciano. 
Son válidos, como derechos humanos, aquellos intereses individuales que se equilibran con el interese del todo social, caracterizado como… el bien común. Y, como la segunda faz de la misma moneda, el interés del todo social que respeta los derechos humanos individuales. Sin embargo, ni todas las sociedades organizadas optan por el equilibrio. La Constitución guatemalteca, al revés del equilibrio, prefiere – por ejemplo – sobreponer, al interés de las personas, el interés del todo social, en su artículo 44:
 Artículo 44.- 

 Derechos inherentes a la persona humana: 

             El interés social prevalece sobre el interés particular.

los “frenos” y los “contrapesos” de la ciudadanía a los desvíos menoristas
Ciudadanía significa siempre – entre otros significados complementarios – ponderar todo eso y adoptar siempre aquella solución que, según los principios de la legalidad y de la moralidad, atienda al bien común. Cuando haya divergencias, los mecanismos legales de frenos y contrapesos deben siempre prever la posibilidad, los instrumentos, las herramientas, los medios de ciudadanía a ser accionados para que la solución sea equilibrada, razonable y… justa. Con sensatez, prudencia y discernimiento.
La observación diligente de la evolución histórica nos indica que los frenos y los contrapesos son las intervenciones que las leyes de los países democráticos estipulan para que los ciudadanos tengan instrumentos, herramientas y mecanismos para ajustar los abusos y las omisiones de las autoridades burocráticas a la sensatez, prudencia y discernimiento del uso (vedadas todas las formas de omisiones – quedarse más acá del uso – o de abusos – ir más allá del uso -, formas esas que causan daños a la ciudadanía).

Notar, finalmente, lector, que los mecanismos que frenan e imponen contrapesos a las manifestaciones de las voluntades individuales y colectivas, cuando divergentes, históricamente, siempre fueran puestos a la disposición, exclusivamente, de los adultos. Con la exclusión social y jurídica de niños, niñas y adolescentes. El desafío ahora, en el tercero milenio es, exactamente, el de su inclusión como sujetos efectivos de derechos y de deberes sociales. 

Voy a dar un ejemplo: En la definición del derecho a la libertad, el Estatuto brasileño (artículo 16) garantiza, explícitamente, a todo niño, niña y a todo adolescente, el derecho de “buscar refugio, auxilio y orientación”. El ejercicio de esa regla significa la garantía del derecho de disentir
, de no aceptar ciertas circunstancias que les sean impuestas por los adultos, derecho de… oponer frenos a abusos y contrapesos a las omisiones que les vengan a ser dirigidas. Esa es la buena práctica en el contexto del nuevo paradigma. Bajo el paradigma del minorismo, jamás hay posibilidad del ejercicio de tales derechos… humanos. 

La mala práctica correspondiente ocurre cuando la política de Asistencia Social local y el Consejo Tutelar, en el Brasil (detallaremos eso en el último capítulo de este ensayo), en vez de hacer la corrección de las desviaciones, pasan a agravar los abusos y las omisiones, practicando intervenciones despropositadas sobre la vida personal, familiar y comunitaria del niño, de la niña, del adolescente.

Ciertos jueces brasileños, doctrinariamente, aún practican el superior interés minorista. Los demás actores sociales, en el Brasil, no son acostumbrados, en sus prácticas, a usar la expresión superior interés, o mejor interés, en el sentido minorista del término. Sin embargo, practican, a la larga, desvíos de intervención arbitraria sobre la vida de niños, niñas y adolescentes, alcanzados por problemas, y o sobre sus familias. Tenemos ahí un grave problema brasileño de deficiencia en la capacitación de recursos humanos, sea en el ámbito del Legislativo, del Ejecutivo, y del Judicial, para construir ciudadanía, donde imperan las… prácticas del minorismo residual.  
las primeras iniciativas en iberoamérica
Para comprender correctamente lo que pasa en este inicio de milenio en el conjunto y en cada uno de los países de Iberoamérica en esa materia, hay que conocer como ha sido la construcción histórica de la percepción ciudadana de niños, niñas y adolescentes, a lo largo de las últimas décadas del siglo XX.  La primera discusión realmente profunda, en Iberoamérica, al respecto de ese cambio de paradigma
, se ha dado cuando de la elaboración del Estatuto del Niño y del Adolescente del Brasil. Otras altamente profundas discusiones se siguieran en todos los países del continente. 
De ser la primera después de dictaduras, en la región, esa discusión ha mapeado todos los horrores del arbitrio, de la autocracia, de la intervención impositiva del Estado (del Estado brasileño y también, de todos los Estados de los pueblos vecinos) sobre la vida privada de los ciudadanos. 

Y llevó en cuenta la… prioridad absoluta para niños, niñas y adolescentes, con la preocupación de que vinieran a ser educados bajo la égida de la ciudadanía. Del Estatuto brasileño no consta la expresión interés superior
 ni la expresión mejor interés. Así es, porque tal principio (correctamente captado, comprendido, a ser efectuado) pasa a ser garantizado legalmente a través de una regla de interpretación de todos los 267 artículos del Estatuto, para que se eviten los subjetivismos de la vieja, obsoleta, inaceptable interpretación… minorista. 

De leerse el texto del Estatuto, cada artículo debe ser leído junto con el artículo sexto  para tener sentido de ciudadanía, de conjugación entre el interés del individuo con el interés social. El Estatuto es la ley que reglamentó la ciudadanía de niños, niñas y adolescentes, después del fin de la dictadura brasileña
. Esa discusión se ha dado a lo largo del año de 1989. En el Brasil, la Constitución estableció los mandos que garantizan la ciudadanía. 

Entre esos mandos están los que se destinan a promover la amplia inclusión de niños, niñas y adolescentes en el mundo… de la ciudadanía. Y el Estatuto, de 1990, reglamentó la garantía de todos los derechos y deberes de ciudadanía en esa esfera de derechos constitucionales, allende de trazar las normas generales de la organización del país, para esa garantía. Los principios básicos de esa organización se destinan a la efectividad de los derechos del todo y de cada parte en el conjunto del todo:
· Descentralización político-administrativa, para que existan mecanismos locales, bien cerca de los ciudadanos, para solución de los problemas que tienen que ver con la garantía de la ciudadanía de niños, niñas y adolescentes
. Tal descentralización no hay que tener que ver con el tamaño del territorio del país. No. 
Países de pequeña extensión territorial también tienen el deber de garantizar a las comunidades cercanas a las familias, participación en deliberaciones, ejecuciones y control. El mando nacional no puede podar la deliberación local, ni la ejecución correcta de planes y monitoreo (control) de las acciones. Comunidades locales tienen el derecho humano de oponer frenos y construir contrapesos a deliberaciones y ejecuciones eventualmente equivocadas de los programas, de los planes nacionales impuestos, y o del monitoreo de un también eventualmente equivocado Estado nacional interventor sobre los derechos civiles y sociales.
· Participación de la población local, a través de organizaciones representativas (de la población) en la formulación, en la ejecución, y en el control de los programas que protegen las víctimas infantiles-juveniles)
.
La amplitud de los derechos de niños, niñas y adolescentes pasa a ser la misma de todos los ancianos y adultos. Vea, lector, la primera norma al respecto en Iberoamérica:
Art. 3º del Estatuto brasileño de 1990: El niño y el adolescente gozan de todos los derechos fundamentales inherentes a la persona humana, sin perjuicio de la protección integral de que trata esta ley, asegurándoseles, por ley o por otros medios, todas las oportunidades y facilidades, a fin de facultarles el desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social, en condiciones de libertad y de dignidad.

Pues bien, en 1989, después de un año de discusión entre los más amplios sectores no-gubernamentales brasileños, se llegó a una fórmula que define el superior o el mejor interés sin margen para subjetivismos. Esa ha sido una creación legislativa, que influenció históricamente la discusión de las demás legislaciones iberoamericanas – todas posteriores, por supuesto - al respecto. Tal fórmula es la siguiente; 
Art. 6º - En la interpretación de esta Ley se llevará en cuenta los fines sociales a que ella se dirige, las exigencias del bien común, los derechos y deberes individuales y colectivos, y la condición peculiar del niño y del adolescente como personas en desarrollo.
el “continuum” de la ciudadanía

En el portal del tercer milenio (estamos en la primera década del siglo XXI), ya en la primaria relación con la infancia y, después de la etapa infantil, también en el subsiguiente trato con la adolescencia, nuestro desafío ético es el de enfrentar el “continuum” vicioso en las relaciones sociales, de estos tiempos violentos. La experiencia del día a día nos tiene demostrado que ese es el continuum vicioso, lector:  


TRATO  INADECUADO  CON  NIÑOS/NIÑAS  –  EN LA FAMILIA



Y, PRINCIPALMENTE, EN LA COMUNIDAD –TIENDE A GENERAR



>>> AGRESIVIDAD, LA CUAL, A SU VEZ, CREA INDUCIÓN A LA



>>> VIOLENCIA, QUE PRODUCE >>> CRIMINALIDAD, Y ESTA,



EN  EL  LÍMITE,  PASA  A  SER  MADRE  DEL  >>>  TERROR
La solución, con la correcta interpretación de lo que sea el principio de la prioridad absoluta y, a través de la inducción, del estímulo, de la práctica de nuevos y buenos hábitos, usos y costumbres, viene consistiendo en construir, progresivamente, un nuevo “continuum”
, ahora virtuoso, el continuum de la ciudadanía:
TODO TRATO CORRECTO Y ADECUADO  CON NIÑOS/NIÑAS EN

LA FAMILIA Y, PRINCIPALMENTE, EN LA COMUNIDAD  – TIENDE

A LA >>> EMERGENCIA DE IMPULSOS CORTECES, LOS CUALES

LLEVAN A LAS >>> ACTITUDES PACIFICAS, QUE TIENDEN A LA

>>>  PREVENCIÓN  DE  CRÍMENES, COM PROPENSIÓN A LA  >>>

CONVIVÊNCIA ÉTICA Y PAZ SOCIAL.

Diciéndolo de forma bien simples, lector: 

· Cuando se espera hasta los diecisiete años, veinte y nueve días, veinte y tres horas, cincuenta y nueve minutos, cincuenta y nueve segundos, para aceptar que el ser humano sea ciudadano, siendo capaz de formarse juicios propios y actuar con el sentido de la ética en el medio social, lo que se coge es propensión a la agresividad, a la violencia, a la criminalidad y al terror.

· Cuando se comprende que, sin retirarlo de su comunidad o de un ambiente familiar, se debe desarrollar, en el niño y niña, segundo a segundo, minuto a minuto, año a año, su capacidad real, concreta, efectiva de formarse juicios propios y de actuar con ética en el medio en que se vive (hay que enseñar moralidad, cuyo otro nombre es ética a los que la desconocen), lo que se coge es tendencia al buen trato, es respeto al otro, es prevención de la criminalidad y paz social.

no es cuestión de “teoría”. Sino de “prácticas” malas o buenas


Notar, lector, que no se trata de una cuestión entre teoría de un lado y práctica de otro
. Se trata, sí, de una fundamental sustitución de prácticas: Sustituir las prácticas malas, dañinas, violadoras de derechos humanos, por prácticas buenas, virtuosas, constructoras de derechos humanos. La experiencia histórica está a nos indicar que, en nuestros países, desde México al norte hasta el Chile y Argentina al sur, como todos los países que se preocupan con ese problema, nosotros tenemos técnicas a desarrollar, para la sustitución de prácticas. 

Hay medios, modos, instrumentos, herramientas  interdisciplinarias a perseguir, para derrumbar las prácticas incorrectas y desarrollar, fundamentalmente, las prácticas éticas, recomendables e indispensables. Tenemos, lector, que discutir intensamente las técnicas aplicables a los casos concretos relativos a tales circunstancias.  
El Estatuto brasileño, por particular circunstancia histórica
 acabó siendo el primer a incorporar los principios y las reglas del nuevo paradigma que induce la reducción de las prácticas condenables y la adopción de prácticas elogiables. La salida de una dictadura y la constitucionalización del país han forzado los brasileños a legislar contra todas las formas de dictadura, de subjetivismos, de anti-ciudadanía.

Con esa obsesión por pluralismo y democracia – contando con la ayuda de sus co-hermanos regionales del Continente, profesionales de muchas disciplinas que han colaborado con los brasileños en la discusión del tema – el Brasil acabó creando un sistema completo y complejo – el sistema acompaña la compleiidad de la condición ciudadana – para enfrentar esos horrores de la no ciudadanía.

Para que la práctica mala sea denunciada, sustituida y corregida, y la que es buena sea exaltada, mantenida y perfeccionada, el diseño, la institucionalización del sistema que manda las formas de actuar, tiene que ser de buena calidad. Y en el Brasil lo és. Sin embargo, la resistencia que los brasileños oponen, en sus prácticas, a ese mando de buena calidad es enorme. Los que no aceptan principios que son básicos de la condición ciudadana, e inventan principios para sus prácticas no ciudadanas, inducen, condicionan, mantienen significativos aspectos del viejo sistema menorista brasileño en que niños y niñas no son respetados en su ciudadanía.

De ahí, la continuidad, la permanencia, la insistencia, en el Brasil, de las viejas y malas costumbres mantenidas por la inercia de los malos hábitos y malos usos. Y los órganos de control (de monitoreo) previstos en ese mando para hacer las alteraciones necesarias, ni siempre funcionan correctamente. El Brasil viene pecando por la constante falla en la capacitación adecuada y por la deficiente formación de recursos humanos.
Necesitamos, por lo tanto, discutir con nuestros co-hermanos sobre donde y como estamos errando y como, todos juntos – en todo el continente – vamos solidarizarnos en el proceso alterativo (que tiene virtud de alterar en sentido favorable, no confundido con alternativo, lo que sucede con alternación) para transformación de esos hábitos, de esos usos, de esas costumbres de mala índole, todavía persistentes entre nosotros. Pero, los detalles de eso todo, vamos a ver más adelante, en este documento. Aguarde, lector.
persistencia en el error de interpretación
Sin embargo, históricamente, algo muy raro pasó a ocurrir entre los países iberoamericanos en general, en esa materia: Inspirados por el Estatuto brasileño, varios países han introducido, en su legislación, la regla de interpretación del artículo sexto del Estatuto brasileño
. Sin embargo, inadvertidamente, acabaran por reintroducir el subjetivismo en la interpretación del principio del interés superior. El lector puede leer como cada país ha, eventualmente, hecho eso, en la enumeración de este ensayo, enseguida, de la legislación correspondiente Y, toda vez que eso ocurre, en nombre de ese interés superior, no solamente en lo que se refiere al niño, niña o adolescente en cuestión, sino de la ciudadanía, en general, la garantía de derechos fundamentales corre el riesgo de ser herida, descuidada, vulnerada.
el peligro del subjetivismo en la interpretación


Enseguida el lector va a encontrar los textos al respecto del tema del superior o mejor interés en los varios países iberoamericanos. Ni todos normalizan el equilibrio entre los derechos de la niñez y adolescencia con el conjunto de derechos del todo social. Hay países que, en su construcción legislativa, dicen, en último análisis, que prevalecen siempre los intereses de niños, niñas y adolescentes, frente a otros derechos igualmente legítimos. Hay los que hacen prevalecer los intereses sociales sobre los individuales. Cuestión, lector, del primado ideológico local.

En muchas legislaciones, se afirma inicialmente el equilibrio, pero, al final, una afirmación más enfática de la ley, anula el equilibrio que el texto venía manteniendo entre todos los intereses en juego. Por lo tanto, hay todavía una real posibilidad de subjetivismo en la interpretación del principio del superior interés. En la práctica, eso significa real y concreta vulneración de derechos de la población infantil y juvenil., 

Tomemos como ejemplo el caso argentino, como bien lo demuestra el artículo 39 de su ley nacional:
Artículo 39. — Medidas Excepcionales.

Son aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio. Tienen como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias. Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen.
¿Quién va, y como va, establecer el criterio por lo cual es del interés superior de un niño o niña, que el, ella, no debe más permanecer (aunque temporalmente) en su medio familiar? Los pactos internacionales garantizan la convivencia familiar. La regla argentina es buena, mas ella depende de la sensatez, de la prudencia y del discernimiento de quien aplica la regla. En el caso, nada impide que, quien aplica, lo haga… subjetivamente y, por tanto, de forma arbitraria. 
la necesidad de capacitación de capacitadores de los agentes públicos
Surge, entonces, lector, el ingente problema de los frenos y contrapesos al subjetivismo, a esa facultad de actuar – facultad subjetiva – que puede, en ciertas circunstancias, ocasionar violaciones al derecho que el niño, la niña, tienen, a la convivencia familiar. Aunque estemos aquí mencionando la situación argentina, podemos decir que esas violaciones vienen siendo sistemáticamente practicadas, en el caso brasileño, por consejeros tutelares (cuya función es garantizar derechos y, no, violarlos).

Eso ocurre cuando los agentes públicos son mal seleccionados, mal capacitados y mal controlados. Ese problema de la correcta capacitación de los agentes públicos es una dificultad no solamente brasileña, sino Iberoamericana, en toda su extensión. Donde la urgencia, en organizar planes públicos de capacitación de agentes, y en las reglas de monitoreo de las acciones. Nosotros, brasileños, queremos aprender con nuestros vecinos como enfrentar esas disparidades entre el mando legal y las prácticas del día a día. 

Queremos discutir como los distintos países vienen enfrentando el tema, y cuales las técnicas que utilizan para la garantía de los derechos y deberes en juego, en tales circunstancias. Y el cómo se hace para la capacitación de los capacitadores de recursos humanos en esa esfera de intervención oficial y de ejecución o control de las acciones.
la cuestión de los frenos y contrapesos a amenazas y violación de derechos
En el tiempo de la invisibilidad infantil-juvenil
, jamás alguien osaba decir que niños, niñas y adolescentes pudieran oponer frenos, pudieran imponer contrapesos, a desviaciones practicadas por servidores o autoridades públicas. La inclusión ciudadana infantil-juvenil implica, necesariamente, en el reconocimiento de que niños, niñas y adolescentes son sujetos para pensar, querer y actuar, según la capacidad de que son efectivamente dotados. Tal criterio (tal regla) consta del pacto firmado por todos los demás países, menos los Estados Unidos de América, que no lo ha ratificado, pacto ese llamado Convención Sobre los Derechos del Niño, de 1989, cuyo artículo 12 reza:

 Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. 


Hay que insistir en el reconocimiento de la experiencia histórica, la cual nos tiene demostrado que los intereses legítimos de cualquier ciudadano (sea él un anciano, un adulto, adolescente o niño, niña) consisten, obligatoriamente, en una búsqueda de equilibrio entre el interés de cada persona y los intereses del todo social. Cuando prevalece el interés de uno de los lados de esa ecuación, la ciudadanía es vulnerada. Reconocer eso es tener siempre en cuenta los límites de los intereses de los gobernantes de turno delante de los límites de los intereses individuales de la ciudadanía. Equilibrio, sensatez, prudencia, discernimiento, pues.


Como regla general, cuando prevalece el interés del todo (totalitarismo), anulando la persona, los intereses individuales (derechos humanos individuales) quedan en segundo plano, amenazados o vulnerados. Si prevalece el interés individual (liberalismo), ignorando el todo social, las exigencias del bien común acaban vulneradas. El diferencial ahí consiste en garantizar que, siempre a través del equilibrio entre el bien común y el bien individual, se traten, con justicia (con equidad), al anciano como anciano, al adulto como adulto, al adolescente como adolescente y al niño, niña, como niño, niña. Sin discriminaciones. 


Todos esos protagonistas sociales tienen el derecho de oponer frenos – paraderos legalmente previstos -  a las omisiones y a los abusos, en cualquier circunstancia -  y tienen el derecho de imponer contrapesos a los actos que restrinjan, de alguna forma, el derecho fundamental a la libertad. La legislación de cada país debe definir como niños, niñas y adolescentes serán tratados como sujetos y no como objetos en tales circunstancias. Y cuales mecanismos serán utilizados para que los frenos y los contrapesos sean puestos en movimiento para garantizar el derecho básico de que persona alguna sea… cosificada
.  
coherencia entre constitución y ley de derechos humanos

Por supuesto, la legislación que trata de derechos humanos de niños, niñas y adolescentes debe mantener coherencia con los principios constitucionales de cada país. Es decir, si la Constitución niega que el niño sea ciudadano hasta los dieciocho años (Constitución que se abstrae de las dimensiones civil y social, fijándose en la sola dimensión política de la ciudadanía), la legislación hay que acompañar esa negativa, caso de Chile, por ejemplo
. 

Mejor sería decir, quizá, que el principio constitucional de no ciudadanía del niño, niña y adolescente en el Chile es coherente con el paradigma básico aceptado por la sociedad chilena en esa materia. La ley nacional chilena, de los años sesentas del siglo XX, actualizada en julio de 2.005, “crea el Servicio Nacional de Menores ý fija el texto de su ley orgánica”. Minorismo, pues.

Tal tipo de legislación tiene características propias. Ella no explicita el contenido, la forma y los medios, a través de los cuales, el niño, la niña y el adolescente son sujetos y tienen derechos. Principalmente derechos delante de los eventuales abusos y omisiones de la burocracia estatal. No. Al contrario de eso, ella crea, estimula y manda la forma como se organiza la propia burocracia estatal que es encargada de tutelar los menores en cuanto seres incapaces que son ciudadanos… del futuro.
qué dicen los pactos internacionales al respecto

La Declaración de los Derechos Humanos de 1948 dice, sencillamente, que todos son iguales, sin distinciones de cualquier especie. La Declaración de los Derechos del Niño de 1959 dice, en su principio 10º que el niño gozará de protección contra actos que puedan fomentar discriminación racial, religiosa o de cualquier otra índole. Prohíbe, por tanto, toda discriminación violadora de derechos... en razón de la edad. La Convención Sobre los Derechos del Niño de 1989 dice, dieciséis veces
, a lo largo de sus 54 artículos, que los Estados Nacionales que a ella adhirieren, busquen efectividad de tales derechos por medio de la adopción de cuatro providencias fundamentales (esas cuatro providencias son:  las educativas, las sociales, las administrativas y las legislativas)
: 

 providencias pactadas en 1989, en la ONU, para garantizar derechos:
· Cada país adoptará medios
 educativos para cambiar el paradigma del minorismo para el de la ciudadanía (educativos de ancianos, adultos, adolescentes y niños, niñas, pues no solo niños, niñas y adolescentes deben ser preparados para los límites entre derechos y deberes, sino, principalmente, los ancianos y adultos, los cuales habían sido educados bajo el viejo paradigma, e influencian, necesariamente, sobre la educación de las nuevas generaciones). 
· Adoptará medios sociales (participación intensa de las comunidades donde viven ancianos, adultos, adolescentes y niños, niñas) para que haya participación de todos en la comprensión de lo que sean esos derechos y en la formulación, en la ejecución y en el control de programas que efectúen los mismos.
· Creará medios administrativos para que toda la sociedad, educándose y participando, bajo el nuevo paradigma, se capacite en reunir los recursos humanos, técnicos, materiales y financieros en la búsqueda de la efectividad de los derechos y deberes (efectividad de la ciudadanía, pues) de niños, niñas y adolescentes, en el medio en que viven. 
· Instituirá legislación que innove y respete:
1. Los derechos civiles (libertad, igualdad, fraternidad);

2. Los derechos políticos (preparar continuamente niños, niñas y adolescentes para los temas que tienen que ver con el bien común y la construcción de los poderes del Estado).
3. Los derechos sociales (atención a las necesidades básicas de cada persona), y

4. Los derechos éticos (preparar el ciudadano para el respeto a los principios de derechos y deberes humanos)
Volviendo a hablar del Chile como ejemplo, notamos que nuestros hermanos chilenos vienen prefiriendo mantenerse en el paradigma antiguo. El problema del paradigma antiguo es que, en la práctica, el Gobierno, con su burocracia, es decir, el sector gubernamental, formula las reglas, ejecuta las acciones y controla sus propios desvíos de forma autocrática. Y los sectores no-gubernamentales simplemente participan... obedeciendo los mandos que vienen de la esfera gubernamental, de la burocracia y de los dueños del poder de turno. 

Era y, donde es mantenido, continua a ser un sistema en que mandaba (manda) quien podía (quien puede) y… obedecían (obedecen) los que, a criterio de los mandones, tenían (tienen)… juicio. La ley chilena prevé que los sectores no-gubernamentales… colaboren con los que mandan. Ve el texto, lector:

LEY ORGANICA DEL SERVICIO NACIONAL DE MENORES

Artículo 1°.- 

Créase el Servicio Nacional de Menores como un organismo dependiente del Ministerio de Justicia, encargado de contribuir a proteger y promover los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sido vulnerados en el ejercicio de los mismos y a la reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal, de conformidad al artículo 2º de esta ley. Para dicho efecto, corresponderá especialmente al SENAME diseñar y mantener una oferta de programas especializados destinados a la atención de dichos niños,niñas y adolescentes, así como estimular, orientar, y supervisar técnica y financieramente la labor que desarrollen las instituciones públicas o privadas que tengan la calidad de colaboradores acreditados.

Artículo 6°- 

El Director Nacional contará con la asesoría de un Comité Consultivo Nacional, formado por cinco representantes de instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio, de los cuales tres corresponderán a entidades privadas.

Artículo 15.- 

Los colaboradores acreditados deberán cumplir las normas o instrucciones generales que, de acuerdo con esta ley, les imparta el Servicio; asimismo, deberán proporcionar la información que éste les requiera y permitir la supervisión técnica de las acciones relacionadas con los menores a quienes asisten y de sus establecimientos.

Si las referidas instituciones no dieren cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, el Servicio podrá solicitar al Juez de Menores que aplique a los infractores las sanciones contempladas en el inciso primero del artículo 66 de la ley N° 16.618, o las que sean procedentes.

Hay ahí un problema de frenos a los mandos y de contrapesos a las omisiones y a los abusos eventualmente practicados por servidores… públicos. Sí, porque, como todos nosotros, el servidor público… también practica abusos y practica omisiones en relación a las reglas de uso, sea de la autoridad, sea de la libertad, en sus funciones.

En el paradigma chileno, el sector gubernamental manda y el no-gubernamental colabora, es decir… obedece el mando. Tal colaboración chilena es hecha bajo la forma de asesoría consultiva. La esfera no-gubernamental, en el Chile (y los chilenos, obviamente, son soberanos para crear sus patrones legislativos, con plena libertad), no tiene (en esa materia) la facultad de deliberar, oponiendo frenos y contrapesos a eventuales omisiones o excesos de la esfera gubernamental. 

El sistema brasileño (también con obvia soberanía), gubernamentales y no-gubernamentales, paritariamente deliberan, en condiciones de igualdad, ejecutan de forma compartida, armonizando los programas de protección a quien necesita de protección, y controlan para que todo eso sea hecho de acuerdo con los principios de los pactos internacionales firmados.


Más adelante, vamos a ver cuales son los problemas que enfrentamos para que los sectores no-gubernamentales dejen de ser, como en las dictaduras, meros obedientes servidores de la burocracia estatal. Pero, sí, seamos protagonistas del control, de la ejecución de frenos y contrapesos a las eventuales omisiones y a los potenciales abusos del Estado y de los Gobiernos. 

Las providencias sociales mencionadas dieciséis veces en el texto de la Convención Sobre los Derechos del Niño de 1.989 versan exactamente sobre las cuestiones pegadas a la política pública participativa enderezada a niños, niñas y adolescentes. En todos los países signatarios de esa Convención. 

Para un intérprete desavisado, muchas legislaciones, como la paraguaya, por ejemplo, parecen adoptar el mismo modelo legislado en el Brasil (cada país, claro, es soberano para legislar como le parece más conveniente). Sin embargo, delante de un análisis lógico-sistemático riguroso, tales legislaciones muestran su coherencia con el principio de que no se aplica al niño, a la niña y al adolescente, en concepto de… ciudadanía. 

La redacción de esa cláusula en el Estatuto brasileño respeta la inclusión del sujeto infantil o juvenil al mundo de la ciudadanía. El paradigma brasileño no dice que para determinar el interés superior debe ser considerado solamente el equilibrio entre los derechos y los deberes del propio niño o niña, o del adolescente. Al contrario, el modelo brasileño dice, sí, que deben ser llevados en cuenta todos los derechos y deberes en juego en la cuestión. 

La doctrina es de la protección integral. Protección Integral quiere decir que es protección de la integridad del todo social, es decir, de cada uno y de todos. La doctrina es de la protección integral, es decir, es integral, es de todos. Y que, al llevarse en cuenta los intereses generales, de cada uno y de todos, se debe dar prioridad absoluta a la condición del niño, niña o adolescente 
Notar, lector, que la fórmula brasileña obedece, rigorosamente, el principio de la inclusión conceptual, de la inclusión social, de la inclusión jurídica del niño, niña o adolescente, como sujetos de derechos y deberes, en el contexto general del Ordenamiento Jurídico del país.

Nosotros, los redactores de la fórmula brasileña, procuramos crear un modo de exprimir el concepto de forma tal, que no se afirma (pues no se concibe) que el interés del niño, niña o adolescente, sea superior al de los ancianos y adultos. Mas, sí, que en el conjunto de los intereses de todos, al apreciar el interés de relevancia mayor, en cada situación, se busca el equilibrio
.

Y tal equilibrio debe ser aquel que atienda a todos los intereses en juego (de ancianos, adultos, adolescentes y niños, niñas, pues todos son ciudadanos, cada quién con sus peculiaridades), sin que uno se sobreponga a los demás. Sin embargo, garantiendo que, en la condición de igualdad, la prioridad (la palabra clave, en el caso, es prioridad) de la atención será siempre garantizada a los que inician en el mundo de la ciudadanía: los que viven la infancia o la adolescencia. 

Es posible que la divergencia de puntos de vista engendre problemas en las fronteras entre países. Por ejemplo: E hecho de, en el Brasil, el niño o la niña, ser considerados incluidos en el mundo de la ciudadanía y, en el Paraguay, no ser así incluidos, genera consecuencias inevitables en las relaciones sociales fronterizas (caso también típico de la frontera estadounidense-mexicana), sin hablar en el transito intenso de personas entre ancianos, adultos, adolescentes y niños, niñas, sean brasileños o paraguayos, estadounidenses o mejicanos, en esa región.

El levantamiento de los problemas específicos, concretamente enfrentados en esa permanente e intensa interacción fronteriza es del absoluto interés de la población infantil-juvenil en ella involucrada, y se constituye en tema altamente relevante para las discusiones de las relaciones entre nuestros países, en el ámbito de la garantía de los derechos humanos.

el problema de establecimientos públicos para niños y adolescentes

Vamos a ver otro aspecto, haciendo breve comentario – ojala, posiblemente útil a los operadores del sistema de garantía de derechos humanos de los demás países - acerca de la legislación uruguaya, en comparación con la brasileña, la cual contiene las disposiciones siguientes referentes el tema del “superior” o del “mejor interés” de niños y de adolescentes:

Artículo 6º. (Criterio específico de interpretación e integración: el interés superior del niño y adolescente).- Para la interpretación e integración de este Código se deberá tener en cuenta el interés superior del niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos.
Como se verificó a lo largo de este texto, la redacción argentina para ese principio siguió la fórmula brasileña mas, al final, “aceptó” que el subjetivismo del intérprete  (subjetivismo que conduce, en la práctica, a evidentes violaciones de derechos) invada su aplicación, en los siguientes términos:
“Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.”

El criterio uruguayo hace clara e incuestionable reserva, con la fórmula:

“… el interés superior del niño y adolescente… consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos.”


Perfecto. Desde que el intérprete uruguayo no caiga en el grave error brasileño de aplicar, en el día a día, la vieja fórmula de los obsoletos códigos de menores de 1927 y 1979.Tal fórmula brasileña, esencialmente menorista, ha sido abolida por el Estatuto del Niño y del Adolescente, pero tal “abolición” (revocación) viene siendo despreciada por los aplicadores, sean ellos personas del Legislativo, del Ejecutivo, del Judicial y de las ONGs, los cuales acaban volviendo al minorismo de los tiempos de antaño. 
Es decir, la falta de capacitación de recursos humanos, en el Brasil, viene impidiendo que la buena legislación sea correctamente aplicada. En la práctica, vigoran… las malas prácticas. En el Uruguay hay, como en la Argentina y en el Brasil, especial cuidado a tomar, cuando de la aplicación de la siguiente regla legal uruguaya:
Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de la protección integral.

…
En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales que determinen la separación del núcleo familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés superior.

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de crianza, la que será seleccionada atendiendo a su bienestar.

Sólo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un establecimiento público o privado. Se procurará que su estancia en el mismo sea transitoria.

Tal “inclusión” en “establecimiento”, cosa típica de la percepción y de la práctica minorista caracteriza evidente violación del respeto debido a niños, niñas y adolescentes, los cuales no pueden ser tratados como objetos que, eventualmente inservibles, acaban depositados en “establecimientos” (“depósitos”) públicos o particulares. 

Sería, por lo tanto, útil, estimular la discusión entre todos los países ibero-americanos (cuyas tradiciones en esa materia son comunes y todas ellas emergidas  del… minorismo), sobre como, en que condiciones, por qué y para qué, nuestras prácticas (con buena y correcta o con mala e imperfecta legislación) aún insisten en mantener la tutela o la guarda del Estado (de la burocracia del Estado, que algunos llaman de tutela administrativa) sobre niños, niñas y adolescentes.

Todos podemos nos beneficiar con la discusión, en ese tema, a cerca de la aplicación del principio de derechos humanos, de que, en la ética del Siglo XXI, el Estado debe garantizar que, en cualquier circunstancia, sin excepción, niños, niñas y adolescentes, cuando es el caso, solo y únicamente, pueden quedar bajo la guarda de persona individualizada. 

Adoptamos, lector, el principio del humanismo en la atención, en vez del principio de la burocracia en la atención. Y jamás permitir, lector, niños y niñas recogidos en depósitos, establecimientos – sean públicos o particulares, gubernamentales o no-gubernamentales – cuando las  condiciones son adversas a las formas más comunes de garantía del principio de la… convivencia familiar.

Como soy redundante, pleonástico, repetitivo, en la búsqueda de la mayor clareza, lector, vamos a decir eso de otra forma: En un sistema ético característico del Siglo XXI, en oposición a los horrores pragmáticos del Siglo XX, cuando niño y niña no pueden quedar en su familia, el Estado (cada país, cada sociedad política, jurídica y administrativamente organizada) no puede – administrativa o judicialmente – querer tutelar el niño o niña.

La función del Estado, en la garantía de derechos civiles, sociales y políticos, no es – no puede ser – tutelar personas a través de su burocracia insensible, dura, impersonal. La función del Estado es, fundamentalmente, tutelar el derecho de las personas (sean ellas ancianas, adultas, adolescentes o niños, niñas, protección …integral) de, si necesario, ser tuteladas por una persona individualizada, de forma humanista. Y, nunca, enviadas para establecimientos públicos, que no pasan de depósitos donde los derechos más elementales son… vulnerados.
Vamos a ver, enseguida, como disponen las leyes Iberoamericanas acerca del Superior Interés:
La legislación argentina:

En el caso de la Argentina, tal principio es así tratado en su legislación actual
:

Ley 26061- 28-09-2.005

Artículo 1° — Objeto.

Esta ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte. Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.
Artículo 3° — Interés Superior.

A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley.

Debiéndose respetar:

a) Su condición de sujeto de derecho;

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta;

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural;

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales;

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común;

f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia.

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.


Artículo 39. — Medidas Excepcionales.

Son aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio. Tienen como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias. Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen.
La legislación boliviana

El Código del Niño, Niña y Adolescente de Bolivia así se ocupa del tema:
Artículo 6º - (interpretación) – Las normas del presente Código deben interpretarse velando por el interés superior del niño, niña y adolescente, de acuerdo con la Constitución Política del Estado, las Convenciones, Tratados Internacionales vigentes, y las leyes de la República.

La legislación brasileña


El Estatuto del Niño y del Adolescente no contiene la expresión “superior interés” o “mejor interés”. Al revés, la ley brasileña ha creado un paradigma de interpretación, el cual, cuando aplicado a cada uno y a todos sus 267 artículos establece las condiciones en que el interés del niño, de la niña o del adolescente, se armonizan,  sistémicamente, con el conjunto de los intereses sociales y con el bien común:

Art. 6º - En la interpretación de esta Ley se llevará en cuenta los fines sociales a que ella se dirige, las exigencias del bien común, los derechos y deberes individuales y colectivos, y la condición peculiar del niño y del adolescente como personas en desarrollo.


La legislación chilena:


El DL-2465 de 1979, con modificaciones llevadas por la ley 20032 de 2005, crea el Servicio Nacional de Menores y fija el texto de su ley orgánica. No trata del tema del mejor o superior interés de niños, niñas y adolescentes.
La legislación colombiana


El Código de la Infancia y Adolescencia de Colombia así prescribe acerca de la materia:

Artículo 8. Interés Superior de los Niños, las Niñas y los Adolescentes.

Se entiende por interés superior de niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos los derechos humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes.

Artículo 9. Prevalencia de los Derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, en special si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier otra persona.

En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente.
La legislación de costarricense

Artículo 5.- Interés superior

Toda acción pública o privada concerniente a una persona menor de dieciocho años,

deberá considerar su interés superior, el cual le garantiza el respeto de sus derechos en un ambiente físico y mental sano, en procura del pleno desarrollo personal.

La determinación del interés superior deberá considerar:

a) Su condición de sujeto de derechos y responsabilidades.

b) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales.

c) Las condiciones socioeconómicas en que se desenvuelve.

d) La correspondencia entre el interés individual y el social.

La legislación cubana



El Código de la Niñez y Juventud de Cuba no trata de ese tema.

La legislación ecuatoriana


El Código de la Niñez y Adolescencia de Ecuador trata así de la matéria:

Art. 1.- Finalidad.- Este Código dispone sobre la protección integral que el Estado, la sociedad y la familia deben garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el Ecuador, con el fin de lograr su desarrollo integral y el disfrute pleno de sus derechos, en un marco de libertad, dignidad y equidad.

Para este efecto, regula el goce y ejercicio de los derechos, deberes y responsabilidades de los niños, niñas y adolescentes y los medios para hacerlos efectivos, garantizarlos y protegerlos, conforme al principio del interés superior de la niñez y adolescencia y a la doctrina de protección integral.

interés superior del niño.- El interés superior del niño es un principio que está orientado a satisfacer el ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; e impone a todas las autoridades administrativas y judiciales y a las instituciones públicas y privadas, el deber de ajustar sus decisiones y acciones para su cumplimiento.

Para apreciar el interés superior se considerará la necesidad de mantener un justo equilibrio entre los derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes, en la forma que mejor convenga a la realización de sus derechos y garantías.

Este principio prevalece sobre el principio de diversidad étnica y cultural.

El interés superior del niño es un principio de interpretación de la presente Ley. Nadie podrá invocarlo contra norma expresa y sin escuchar previamente la opinión del niño, niña o adolescente involucrado, que esté en condiciones de expresarla.

Art. 14.- Aplicación e interpretación más favorable al niño, niña y adolescente.- Ninguna autoridad judicial o administrativa podrá invocar falta o insuficiencia de norma o procedimiento expreso para justificar la violación o desconocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Las normas del ordenamiento jurídico, las cláusulas y estipulaciones de los actos y contratos en que intervengan niños, niñas o adolescentes, o que se refieran a ellos, deben interpretarse de acuerdo al principio del interés superior del niño.

Art. 22.- Derecho a tener una familia y a la convivencia familiar.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir y desarrollarse en su familia biológica. El Estado, la sociedad y la familia deben adoptar prioritariamente medidas apropiadas que permitan su permanencia en dicha familia.

Excepcionalmente, cuando aquello sea imposible o contrario a su interés superior, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a otra familia, de conformidad con la ley.

En todos los casos, la familia debe proporcionarles un clima de afecto y comprensión que permita el respeto de sus derechos y su desarrollo integral.

El acogimiento institucional, el internamiento preventivo, la privación de libertad o cualquier otra solución que los distraiga del medio familiar, debe aplicarse como última y excepcional medida.

La legislación guatemalteca

La Ley de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia dice:
Artículo 5. Interés de la niñez y la familia. El interés superior del niño, es una garantía que se aplicará en toda decisión que se adopte con relación a la niñez y la adolescencia, que deberá asegurar el ejercicio y disfrute de sus derechos, respetando sus vínculos familiares, origen étnico, religioso, cultural y lingüístico, teniendo siempre en cuenta su opinión en función de su edad y madurez. En ningún caso su aplicación podrá disminuir, tergiversar o restringir los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Política de la República, tratados y convenios en materia de derechos humanos aceptados y ratificados por Guatemala y en esta Ley.
Se entiende por interés de la familia, a todas aquellas acciones encaminadas a favorecer la unidad e integridad de la misma y el respeto de las relaciones entre padres e hijos, cumplidos dentro del ordenamiento legal. El Estado deberá promover y adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento efectivo del interés de los niños, niñas y adolescentes y de la familia.

La legislación hondureña


El Código de la Niñez y Adolescencia no contiene las siguientes normas al respecto. Contiene normas etiquetadoras:


DE LA PROTECCION DE LOS NIÑOS EN RIESGO

SOCIAL

CAPITULO I

DE LAS SITUACIONES DE RIESGO SOCIAL

ARTICULO 139. Un niño su hallará en situación de riesgo social cuando:

a) Se encuentre en estado de abandono o de peligro;

b) Carezca de la atención suficiente para la satisfacción de sus necesidades básicas;

c) Su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo administran;

ch) Carezca de representante legal;

d) Sea objeto de maltratos o de corrupción;

e) Se encuentre en una situación especial que atente contra sus derechos o su integridad; y

f) Sea adicto a sustancias que produzcan dependencia o se encuentre expuesto a caer en la adicción.

ARTICULO 140. Los niños que se encuentren en una situación de riesgo social quedarán sujetos a las medidas de protección consagradas en el presente Título.

SECCION PRIMERA

DEL MENOR EN SITUACION DE ABANDONO O DE PELIGRO

ARTICULO 141. Un menor se encontrará en situación de abandono o de peligro cuando:

a) Fuere expósito;

b) Falten en forma absoluta o temporal las personas que, conforme la ley, han de tener e cuidado personal de su crianza y educación o cuando existiendo incumplen las obligaciones o deberes correspondientes o carecen de las calidades morales o mentales necesarias para asegurar la correcta formación del niño. Se presume que concurre esta causal cuando el niño está dedicado a la mendicidad o a la vagancia o cuando no convive con las personas llamadas por la ley a atender su cuidado personal;

c) No sea reclamado por sus padres o representantes legales, dentro de un plazo razonable, del establecimiento hospitalario, de asistencia social o del hogar sustituto en que se encuentre;

ch) Sea objeto de acciones u omisiones que tiendan a pervertir su personalidad, tales como promover o facilitar la prostitución o cualquier otra forma de abuso sexual; las ofensas al pudor; las exhibiciones sexuales impropias; la exposición de desnudos que ofendan la decencia pública; el alcoholismo habitual y excesivo; el uso, consumo y tráfico de drogas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas; la práctica de juegos prohibidos o violentos; la entrada a garitos, casas de prostitución u otros sitios inapropiados; el acoso sexual; las incitaciones deshonestas o corruptoras, incluso aquellas que se manifestan por medio de preguntas y proposiciones irrespetuosas y,

en general, todas las incitaciones que afecten el desarrollo psicológico, la dignidad, la autoestima y el sano juicio de los niños;

d) Sea explotado en cualquier forma o utilizado en actividades contrarias a la ley, a la moral o a las buenas costumbres, o cuando tales actividades se ejecuten en su presencia;

e) Presente graves problemas de comportamiento o desadaptación social; y

f) Su salud física o mental se vea amenazada gravemente por las desaveniencias entre la pareja, la separación de hecho o de derecho, el divorcio, la nulidad del matrimonio o cualesquiera otros motivos análogos. Se consideran como agravantes de esta situación aquellos comportamientos de los padres que intensifiquen la angustia y la incertidumbre propias del caso o que cualquiera de los padres, antes o después de la separación, divorcio o nulidad del matrimonio trate de influir en el niño con el propósito de suscitar aversión o desapego hacia el otro progenitor.

ARTICULO 142. Toda persona que tenga conocimiento de la situación de abandono o peligro en que se encuentra un niño deberá informarlo a la Junta Nacional de Bienestar Social, al Ministerio Público, al Juzgado de la Niñez o a la autoridad de policía, para que tomen de inmediato las medidas necesarias para su protección.

ARTICULO 143. Los directores de los hospitales públicos y privados y de los demás centros asistenciales están obligados a informar sobre los niños abandonados en sus dependencias y a ponerlos a disposición de las instituciones mencionadas en el artículo anterior dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la ocurrencia del hecho.
La legislación mexicana



La Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de México dice:
Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de formarse física, mental, emocional, social y moralmente en condiciones de igualdad.

Son principios rectores de la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes:

A. El del interés superior de la infancia.

B. El de la no-discriminación por ninguna razón, ni circunstancia.

C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, religión, idioma o lengua, opinión política o de cualquier otra índole, origen étnico, nacional o social, posición económica, discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquiera otra condición suya o de sus ascendientes, tutores o representantes legales.

D. El de vivir en familia, como espacio primordial de desarrollo.

E. El de tener una vida libre de violencia.

F. El de corresponsabilidad de los miembros de la familia, Estado y sociedad.

G. El de la tutela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las garantías constitucionales.

Artículo 4. De conformidad con el principio del interés superior de la infancia, las normas aplicables a niñas, niños y adolescentes, se entenderán dirigidas a procurarles, primordialmente, los cuidados y la asistencia que requieren para lograr un crecimiento y un desarrollo plenos dentro de un ambiente de bienestar familiar y social.

Atendiendo a este principio, el ejercicio de los derechos de los adultos no podrá, en ningún momento, ni en ninguna circunstancia, condicionar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes. La aplicación de esta ley atenderá al respeto de este principio, así como al de las garantías y los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
La legislación nicaragüense

El Código de la Niñez y la Adolescencia no dispone sobre el tema. Norma de diferente índole:
Arto. 4. Toda niña, niño y adolescente nace y crece libre e igual en dignidad, por lo cual goza de todos los derechos y garantías universales inherentes a la persona humana, y en especial a los establecidos en la Constitución Política, el presente Código y la Convención sobre los Derechos del Niño, sin distinción alguna de raza, color, sexo,

edad, idioma, religión, opinión política, origen nacional o social, posición económica,
situación física o psíquica, o cualquier otra condición, en relación a sus madres, padres o tutores.
La legislación panameña

El Proyecto de Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia reza:

Artículo 5. Definición del Interés Superior de la Niñez y la Adolescencia. el interés superior de la niñez y la adolescencia consiste en el respeto a los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes contemplados en la Constitución Política, los instrumentos internacionales de protección y defensa de los derechos humanos vigentes en la República de Panamá y las leyes nacionales. 

El interés superior de la niñez y la adolescencia es también un principio de interpretación que limita la discrecionalidad de las autoridades y favorece la aplicación de las normas de la protección integral de la niñez y la adolescencia que consagran la presente Ley y otras leyes. 

La legislación paraguaya

Ley 1680-01 – Código de la Niñez y la Adolescencia de PARAGUAY

Artículo 3° - DEL PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR.

Toda medida que se adopte respecto al niño o adolescente, estará fundada en su interés superior. Este principio estará dirigido a asegurar el desarrollo integral del niño o adolescente, así como el ejercicio y disfrute pleno de sus derechos y garantías.

Para determinar el interés superior o prevaleciente se respetarán sus vínculos familiares, su educación y su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Se atenderá además la opinión del mismo, el equilibrio entre sus derechos y deberes, así como su condición de persona en desarrollo.

La legislación Dominicana

INTERÉS SUPERIOR DE NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE. El principio del interés superior del niño, niña o adolescente debe tomarse en cuenta siempre en la interpretación y aplicación de este Código y es de obligatorio cumplimiento en todas las decisiones que les sean concernientes. Busca contribuir con su desarrollo integral y asegurar el disfrute pleno y efectivo de sus derechos fundamentales. Para determinar el interés superior del niño, niña y adolescente, en una situación concreta, se debe apreciar:

a) La opinión del niño, niña y adolescente;

b) La necesidad de equilibrio entre los derechos y garantías del niño, niña y adolescente y las exigencias del bien común;

c) La condición específica de los niños, niñas y adolescentes como personas en desarrollo;

d) La indivisibilidad de los derechos humanos y, por tanto, la necesidad de que exista equilibrio entre los distintos grupos de derechos de los niños, niñas y adolescentes y los principios en los que están basados, de acuerdo a lo establecido por la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño;

e) La necesidad de priorizar los derechos del niño, niña y adolescente frente a los derechos de las personas adultas.
PRINCIPIO VI

PRINCIPIO DE PRIORIDAD ABSOLUTA. El Estado y la sociedad deben asegurar, con prioridad absoluta, todos los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes.

La prioridad absoluta es imperativa para todos y comprende
:

a) Primacía en la formulación de las políticas públicas;

b) Primacía en recibir protección especial en cualquier circunstancia;

c) Preferencia en la atención de los servicios públicos y privados;

d) Prevalencia de sus derechos ante una situación de conflicto con otros derechos e intereses legítimamente protegidos.
La legislación uruguaya

La legislación uruguaya contiene las disposiciones siguientes referentes el tema del “superior” o del “mejor interés” de niños y de adolescentes:

Artículo 6º. (Criterio específico de interpretación e integración: el interés superior del niño y adolescente).- Para la interpretación e integración de este Código se deberá tener en cuenta el interés superior del niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos.
 “Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.”

“… el interés superior del niño y adolescente… consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos.”

Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de la protección integral.

…
En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales que determinen la separación del núcleo familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés superior.

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de crianza, la que será seleccionada atendiendo a su bienestar.

Sólo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un establecimiento público o privado. Se procurará que su estancia en el mismo sea transitoria.

punibilidad criminal y presunción de inocencia

los postulados de beccaria

Tenemos ahora, lector, que introducir un nuevo personaje en este relato. Se trata de Cesare Bonesana, Marqués de Beccaria que, en 1764, escribió un libro en contra de los  malos tratos burocráticos de la anticiudadanía, intitulado De los Delitos y de las Puniciones. Las ideas luminosas expuestas en ese libro de doscientos y cuarenta años son exaltadas por las redes de ciudadanía del Siglo XXI y execradas por las redes de burocracia. En este capítulo, lector, vas a recordar por qué. 

En la Era del Iluminismo (segunda mitad del Siglo XVIII), importantes revisiones históricas han sido hechas en el sentido de libertar el ciudadano común de las mallas, de las telas, de las redes que los poderosos, los arrogantes, los arbitrarios gobernantes lanzaban sobre las personas, con su brutal burocracia, para controlar el pensamiento, la voluntad, la acción familiar y comunitaria de los débiles y desprotegidos.
Beccaria se ocupó del grave problema de los castigos, de las penas, es decir, se ocupó de las puniciones que los arrogantes, poderosos y arbitrarios gobernantes imponían a sus enemigos, desafectos, adversarios. Esa ha sido la época en que se dieran las revoluciones americana (1776) y francesa (1789) y, en el Brasil, con la Conjuración Minera (1789), Tiradentes (1792) fue punido con la horca, en su afán por libertad.
Las tesis beccarianas pasaran a influenciar las neodemocracias que han surgido en todo el mundo. Eran ideas claras y precisas:
· Ninguna autoridad pública podría inventar punición para castigar sus adversarios, desafectos o enemigos. Toda conducta punible debería ser previamente definida en una ley formalmente aprobada por los representantes de la ciudadanía. Y ni esa ley, ni las prácticas de los gobernantes podrían concebir como protección al punido, las puniciones efectivamente aplicadas por los poderosos.

· Las eventuales puniciones deberían ser iguales para todos los ciudadanos, en las mismas circunstancias, y también anteriormente aprobadas por ley. Jamás, por la mera voluntad arbitraria, de pensamiento único, del gobernante o poderoso del momento.  

· La obtención de pruebas y las puniciones no podrían ser deshumanas (deberían ser abolidas las acostumbradas torturas, la confesión forzada, y los usuales castigos infames y degradantes). En la ausencia de pruebas, prevalecería la presunción de inocencia y nunca se debería presumir la culpa del acusado.
· Solamente un juez imparcial, con amplia defensa garantizada al acusado, podría dictar la sentencia, y esta jamás podría pasar de la persona del acusado y sentenciado (la pena impuesta al libertario Tiradentes, en el Brasil, por la tiranía portuguesa de la época, por ejemplo, ha sido extendida a su familia por tres generaciones).   

Los juristas pasaran a resumir esos principios en dos hoy conocidas frases latinas:
· Nullum crimen, nulla poena, sine praevia lege (No hay crimen, in hay punición, sin previa legislación). 
· In dubio pro reo (En la duda, actuase a favor del reo, del acusado y, no, a favor de la voluntad de aquel que se dice representante de la... sociedad).
En 1948, los países reunidos en las Naciones Unidas proclamaran la Declaración de los Derechos Humanos, en el centro de los esfuerzos por la conquista de la dimensión social de la ciudadanía (dimensión social que pasó a se sumar a las anteriores dimensiones civil e política de la ciudadanía). 

En 1959, los mismos países proclamaran la Declaración de los Derechos del Niño, declaración esa que significó el reconocimiento de que niños y niñas también son sujetos de la condición ciudadana (niños y niñas tienen derecho a la atención de las necesidades básicas humanas).
Sin embargo, a pesar de esas conquistas civiles, políticas y sociales, los postulados beccarianos continuaran a ser aplicados (cuando aplicados) solamente para… los adultos. Niños, niñas y adolescentes continuaran a ser públicamente punidos con privación o restricción de su libertad por mera decisión burocrática, muchas veces de forma brutal, y sin que criterios objetivos legales fuesen respetados. 

El argumento era (y continua siendo, de la parte de los “minoristas” de todos los países de Iberoamérica, sin excepción, muchas veces en contra del criterio de la ley de esos países) el de que niños, niñas y adolescentes están excluidos (exclusión social) de los principios generales de Derecho, principios esos válidos solamente para los… adultos, esos sí – en la ideología de los “minoristas” – los únicos… ciudadanos. 

En muchos de nuestros países, la ley no quiere así, pero los agentes públicos, mal capacitados, mal preparados, mal acostumbrados, por inercia ideológica y o burocrática, siguen en su sendero …minorista.
la Convención de la ONU y la inclusión ciudadana
Finalmente, en 1989 (un año después de la pionera Constitución Ciudadana y Republicana brasileña, que anticipó la proclamación universal) las Naciones Unidas extendieran explícitamente a la población infantil-juvenil los postulados de Beccaria, los cuales pasaran a ser obligatorios a todos sus Estados Miembros (países miembros de la ONU).

Vea, lector, el resumen de esas reglas, en el texto de la Convención (la ONU denomina niños a todas las personas con menos de dieciocho años, a no ser que cada país las defina de forma distinta
), reglas esas que componen el conjunto de derechos individuales de niños, niñas y adolescentes, a ser correctamente reglados en las leyes de cada país, y que veremos como lo son, enseguida, en el ámbito de Iberoamérica:
Convención Internacional:

Artículo 37
Los Estados Partes velarán por que: 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.

Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad. 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.
punibilidad y presunción de inocencia en Iberoamérica
Veamos ahora como cada país del continente establece, en el año en que la Declaración de los Derechos Humanos completa sesenta años (2.008), los criterios para la punibilidad y la presunción de inocencia de niños, niñas y adolescentes, en el ámbito de sus respectivos territorios:
En la Argentina:

La Constitución argentina no se refiere directamente a ese tema. Sin embargo, indirectamente, contiene los siguientes principios:
Artículo 75.- Corresponde al Congreso:

1. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

…La Convención sobre los Derechos del Niño: en las condiciones de su vigencia, tiene… jerarquía constitucional, no deroga… artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y debe… entenderse complementaria… de los derechos y garantías por ella reconocidos. Solo podrá… ser denunciada…, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. 

2. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.
Como se ve, la Constitución argentina atribuye al Congreso aprobar la Convención Sobre los Derechos del Niño de 1989. Mas deja claro que tal Convención NO DERROGA artículo alguno de la primera parte de esa misma Constitución y que esa Convención debe ser entendida como COMPLEMENTARIA a los derechos y garantías por ella reconocidos. Entre esos derechos, lector, observar los que constan en el artículo 18 de la misma Constitución:

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.
Claro que los minoristas de turno en la Argentina (como los minoristas iberoamericanos en general) van a decir que esas garantías del artigo 18 no valen para los argentinos hasta los diecisiete años, once meses, veinte y nueve días, veinte y tres horas, cincuenta y nueve minutos, cincuenta y nueve segundos. Y que tales garantías solo valen para los… mayores, los que tienen más de dieciocho años…
Sin embargo, la Convención es clara: Las cláusulas de sus artículos 37 y 40 incluyen niños, niñas y adolescentes en el mundo de las garantías beccarianas, y cabe a la legislación argentina (como la de todos los otros países), regular los detalles de los mecanismos, para la efectividad de esas garantías. Y el artículo 18 de la Constitución argentina, obviamente, asegura tales garantías a todos, ancianos, adultos, adolescentes y niños y niñas.

La legislación infraconstitucional argentina, trata el tema de la siguiente forma:
Ley 22.278  Régimen Penal de la Minoridad     (B.O. 28/08/1980)
Art.1.* (Según ley 22.803 que elevó el límite de la imputabilidad a 16 años) No es punible el menor que no haya cumplido dieciséis años de edad.
Tampoco lo es el que no haya cumplido dieciocho años, respecto de delitos de
acción privada o reprimidos con pena privativa de la libertad que no exceda
de dos años, con multa o con inhabilitación.
Si existiere imputación contra alguno de ellos la autoridad judicial lo
dispondrá provisionalmente, procederá a la comprobación del delito, tomará
conocimiento directo del menor, de sus padres, tutor o guardador y ordenará
los informes y peritaciones conducentes al estudio de su personalidad y de
las condiciones familiares y ambientales en que se encuentre.
En caso necesario pondrá al menor en lugar adecuado para su mejor estudio
durante el tiempo indispensable.

Si de los estudios realizados resultare que el menor se halla abandonado,
falto de asistencia, en peligro material o moral, o presenta problemas de
conducta, el juez dispondrá definitivamente del mismo por auto fundado,
previa audiencia de los padres, tutor o guardador.
Art.2º Es punible el menor de dieciséis a dieciocho años de edad que
incurriere en delito que no fuera de los enunciados en el artículo primero.
En esos casos la autoridad judicial lo someterá al respectivo proceso y
deberá disponerlo provisionalmente durante su tramitación a fin de
posibilitar la aplicación de las facultades conferidas por el artículo 4.
Cualquiera fuese el resultado de la causa, si de los estudios realizados
apareciera que el menor se halla abandonado, falto de asistencia, en peligro
material o moral, o presenta problemas de conducta el juez dispondrá
definitivamente del mismo por auto fundado, previa audiencia de los padres,
tutor o guardador.
Art.3. La disposición determinará:
a) La obligada custodia del menor por parte del juez, para procurar la
adecuada formación de aquél mediante su protección integral. Para alcanzar
tal finalidad el magistrado podrá ordenar las medidas que crea convenientes
respecto del menor, que siempre serán modificables en su beneficio;
b) La consiguiente restricción al ejercicio de la patria potestad o tutela,
dentro de los límites impuestos y cumpliendo las indicaciones impartidas por
la autoridad judicial, sin perjuicio de la vigencia de las obligaciones
inherentes a los padres o al tutor;
c) El discernimiento de la guarda cuando así correspondiere.
La disposición definitiva podrá cesar en cualquier momento por resolución
judicial fundada y concluirá de pleno derecho cuando el menor alcance la
mayoría de edad.
El significado lógico de esos tres artículos, en resumo, es el siguiente: La ley argentina adopta el criterio y la nomenclatura minorista. Niño, niña y adolescente, son etiquetados legalmente como menores. Los que tienen menos de dieciséis, la ley los declara no punibles
.

Es decir, lector, no pueden ser punidos por el Estado, pero la misma ley que declara esa no punibilidad establece reglas para que sean, esos menores, sometidos a la tutela del Estado argentino y ese Estado pasa a tener el poder legal de interferir en las relaciones familiares.
Resulta que la ley pasa, eufemísticamente, a llamar de protección a las interferencias restrictivas sobre la vida del imputado (es decir, del acusado) que son, obviamente punición. Lo más grave, lector: Vulnerando todas las reglas beccarianas, la ley argentina pasa a extender esa punición al ámbito de la familia del adolescente acusado.

Sectores combativos de la sociedad organizada argentina, como la Fundación Sur y otras ONGs vienen trabajando intensamente para el cambio de ese status quo.
En el Brasil:
La constitución brasileña, por primera vez, legisla como materia constitucional las garantías beccarianas a niños, niñas y adolescentes. En los siguientes términos:
Art. 5º:

I – Hombres y mujeres son iguales en derechos y obligaciones, en los términos de esta Constitución;

II – Nadie será obligado a hacer o dejar de hacer alguna cosa sino en virtud de ley;
XXXVII – No habrá juicio o tribunal de excepción;

XXXIX – No hay crimen sin ley anterior que lo defina, ni pena sin previa reserva de ley;
XLIX – Es asegurado a los presos el respeto a la integridad física y moral;

LIII – Nadie será procesado ni sentenciado sino por la autoridad competente;

LIV – Nadie será privado de la libertad o de sus bienes sin el debido proceso legal;

LXI – Nadie será preso sino en flagrante delito o por orden escrita y fundamentada de autoridad judicial competente, salvo en los casos de transgresión militar o crimen propiamente militar, definidos e ley; 

LXVIII – Se concederá “habeas corpus” siempre que alguien sufrir o se hallar amenazado de sufrir violencia o coacción en su libertad de locomoción, por ilegalidad o abuso de poder;

Art. 227. 

§ 3º - El derecho a la protección especial comprende los siguientes aspectos:

IV – garantía de pleno y formal conocimiento de la atribución de acto transgresor, igualdad en la relación procesal y defensa por profesional habilitado, según disponga la legislación tutelar específica
;

V – obediencia a los principios de brevedad, excepcionalidad y respeto a la condición peculiar de persona en desarrollo, cuando de la aplicación de cualquier medida privativa de libertad; 
Art. 228. Son penalmente inimputables los menores
 de dieciocho años, sujetos a las normas de la legislación especial.
La legislación ordinaria brasileña reglamenta esos principios constitucionales de la siguiente manera: 

Estatuto del Niño y del Adolescente, Ley 8.069 de 13.07-1990:

Art. 3º El niño y el adolescente gozan de todos los derechos fundamentales inherentes a la persona humana, sin perjuicio de la protección integral de que trata esta Ley, asegurándoseles, por ley o por otros medios, todas las oportunidades y facilidades, a fin de les facultar el desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social, en condiciones de libertad y de dignidad.
Art. 6º En la interpretación de esta Ley se llevará en cuenta los fines sociales a que ella se dirige, las exigencias del bien común, los derechos y deberes individuales y colectivos, y la condición peculiar del niño y del adolescente, como personas en desarrollo.

Art. 87. Son líneas de acción de la política de atención:

V – protección jurídico-social por entidad de defensa de los derechos del niño y del adolescente;
Art. 88. Son directrices de la política de atención:

I – municipalización de la atención;

V – integración operacional de órganos del Judicial, Ministerio Público, Defensoría, Seguridad Pública y Asistencia Social, preferentemente en un único local, para efecto de agilización de la atención inicial a adolescente a quien se atribuye autoría de acto transgresor.

Art. 103. Se considera acto transgresor la conducta descrita como crímen o contravención. penal.

Art. 104.Son penalmente inimputables los menores
 de dieciocho años, sujetos a las medidas previstas en esta ley.

Párrafo único. Para los efectos de esta Ley, debe ser considerada la edad del adolescente a la fecha del hecho.
Art. 105. Al acto transgresor practicado por niño o niña
, corresponderán las medidas previstas en el artículo 101.

Capítulo II
De los Derechos Individuales
Art. 106. Ningún adolescente será privado de su libertad sino en flagrante de acto transgresor o por orden escrita y fundamentada de la autoridad judicial competente.
Párrafo único. El adolescente tiene derecho a la identificación de los responsables por su aprehensión, debiendo ser informado acerca de sus derechos.

Art. 107. La aprehensión de cualquier adolescente y el local donde se encuentra recogido serán incontinenti comunicados a la autoridad judicial competente y a la familia del aprehendido o a la persona por él indicada.

Párrafo único. Se examinará, desde luego, y bajo pena de responsabilidad, la posibilidad de liberación inmediata.
Art. 108. La internación, antes de la sentencia, puede ser determinada por El plazo máximo de cuarenta y cinco días..

Parágrafo único. A decisão deverá ser fundamentada e basear-se em indícios suficientes de autoria e materialidade, demonstrada a necessidade imperiosa da medida.

Art. 110. Ningún adolescentge será privado de su libertad sin el debido proceso legal.

Art. 111. Son asegurados al adolescente, entre otras, las siguientes garantias:

I - pleno y formal conocimiento de la atribución de acto transgresor, mediante citación o medio equivalente;

II – igualdad en la relación procesal, pudiendo confrontarse con víctimas y testigos y producir todas las pruebas necesarias a su defensa;

III - defensa técnica por abogado;

IV – asistencia judicial gratuita e integral a los necesitados, en la forma de la ley;

V – derecho de ser oído personalmente por la autoridad competente;

VI – derecho de solicitar la presencia de sus padres o responsable en cualquier fase del procedimiento.

Del Abogado
Art. 206. El niño o el adolescente, sus padres o responsables, y cualquier persona que tenga legítimo interés en la solución de la litis podrán intervenir em los procedimientos de que trata esta Ley, a través de abogado, el cual será intimado para todos los actos, personalmente, o por publicación oficial, respetado el secreto de justicia.

Párrafo único. Será prestada asistencia judicial integral y gratuita a los que de ella necesitan.
Art. 207. Ningún adolescente a quien se atribuya la práctica de acto transgresor, aunque ausente o forajido, será procesado sin defensor.

§ 1º Si el adolescente no tuviera defensor, le será nombrado por el juez, reservado el derecho de, a todo tiempo, constituir otro de su preferencia.

§ 2º La ausencia del defensor no determinará la postergación de ningún acto del proceso, debiendo dl juez nombrar sustituto, aunque provisionalmente, o para el solo efecto del acto.
§ 3º Será dispensada la otorga de mandado, cuando se tratar de defensor nombrado o, sido constituido, haber sido indicado por ocasión de acto formal con la presencia de la autoridad judicial.


El significado de ese conjunto de principios y reglas es, en síntesis, el siguiente: Niños, niñas e adolescentes tienen todos los derechos constitucionales (derechos beccarianos) de ciudadanía. Niños, niñas y adolescentes, cuando les fuera imputada atribuida) la práctica de acto criminal, tienen garantizado el derecho de pleno y formal conocimiento de la atribución de ese acto, igualdad en la relación procesal y defensa técnica por profesional habilitado, según disponga la legislación tutelar específica (tutelar de derechos de las personas, no tutelar de personas). 

La Constitución brasileña asegura ese derecho tanto al niño, a la niña, cuanto al adolescente. Esa legislación es el Estatuto del Niño y del Adolescente. Tienen derecho al principio de la brevedad cuando les haya sido atribuida (imputada) una punición privativa de libertad. El Estatuto brasileño, reglamentando esa materia,  no prevé privación de libertad para niños y niñas, solo para adolescentes. Es decir, comenzando a los doce años. 

A la niña, al niño y al adolescente, el Estado brasileño no puede imputar (no puede atribuir) pena, la cual, en el Brasil, es cumplida en el Sistema Penitenciario, específico para adultos. Las medidas punitivas, cuando previstas en el Estatuto (que solo las prevé para adolescentes y no para niños y niñas) serán cumplidas en un sistema propio, adecuado a la edad y a la condición personal del sentenciado. Las garantías (que son amplias y completas) son detalladas en los artículos arriba citados del Estatuto. El sistema brasileño de forma alguna permite confundir medida punitiva con medida de protección.
En Chile:                                      
La Constitución chilena, al excluir niños, niñas y adolescentes de la condición ciudadana, resume a esa norma general excluyente de ciudadanía  el trato con la materia de la punibilidad y de la presunción de inocencia a niños, niñas y adolescentes.

Artículo 13.- Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.

En lo que se refiere a la legislación ordinaria, las reglas chilenas más generales son las siguientes:
LEY NUM. 20.084- ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE LOS

ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Artículo 1º.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la  averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma

de ejecución de éstas.

En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales. Tratándose de faltas, sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4,5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis,495, número 21, y 496, números 5 y 26, del Código Penal y de las tipificadas en la ley Nº 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.

Artículo 2º.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.

En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.  
En Paraguay:
Así se disponen tales reglas en el Paraguay:
DE LAS INFRACCIONES A LA LEY PENAL - TITULO I- DE LAS DISPOSICIONES 
GENERALES

Artículo 192.-  DE LOS INFRACTORES DE LA LEY PENAL.

Las disposiciones de este libro se aplicarán cuando un adolescente cometa una infracción que la legislación ordinaria castigue con una sanción penal.

Para la aplicación de este Código, la condición de adolescente debe darse al tiempo de la realización del hecho, conforme a lo dispuesto en el Artículo 10 del Código Penal.

Artículo 193.-  DE LA APLICACION DE LAS DISPOSICIONES GENERALES.

Las disposiciones generales se aplicarán solo cuando este Código no disponga algo distinto. El Código Penal y el Código Procesal Penal tendrán carácter supletorio.

Artículo 194.- DE LA RESPONSABILIDAD PENAL.

La responsabilidad penal se adquiere con la adolescencia, sin perjuicio de la irreprochabilidad sobre un hecho, emergente del desarrollo psíquico incompleto y demás causas de irreprochabilidad, previstas en el Artículo 23 y concordantes del Código Penal.

Un adolescente es penalmente responsable solo cuando al realizar el hecho tenga madurez sicosocial suficiente para conocer la antijuridicidad del hecho realizado y para determinarse conforme a ese conocimiento.

Con el fin de prestar la protección y el apoyo necesarios a un adolescente que en atención al párrafo anterior no sea penalmente responsable, el Juez podrá ordenar las medidas previstas en el Artículo 34 de este Código.

Artículo 195.- DE LA CLASIFICACION DE LOS HECHOS ANTIJURIDICOS.

Para determinar la calidad de crimen o delito de un hecho antijurídico realizado por un adolescente, se aplica lo dispuesto en el Código Penal.

Artículo 229.- DEL DEFENSOR PUBLICO EN LOS PROCESOS DE LA ADOLESCENCIA.

El Defensor Público deberá velar por el interés del adolescente y tendrá las funciones establecidas en este Código y en el Código de Organización Judicial.

DE LAS REGLAS ESPECIALES

Artículo 231.-  DE LAS NORMAS APLICABLES.

El procesamiento de un adolescente por la realización de un hecho punible será regido por disposiciones del Código Procesal Penal, en cuanto este Código no disponga algo distinto.

Como se ve, la legislación paraguaya adopta integralmente los principios de la punibilidad y de la presunción de inocencia ciudadanas, pues remite  la aplicación de las reglas de procedimiento (atención: reglas de procedimiento) para la aplicación de medidas punitivas a adolescentes, al mismo sistema nacional adoptado para los adultos
. En ningún momento la legislación paraguaya, en esa materia, confunde punición con protección. En ese sentido, el Paraguay dejó hacia atrás, efectivamente, el sistema adoptado anteriormente. En ese tema. Sin embargo, el sistema minorista paraguayo de protección, puede llevar a perder esas conquistas… beccarianas. 

En Uruguay:

Así trata la legislación uruguaya la materia en cuestión
De los adolescentes y las infracciones a la ley penal

Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los efectos de este Código son infracciones a la ley penal: 

	1)
	Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas en calidad de autor o 
coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales especiales.

	2)
	Las acciones u omisiones culposas consumadas, cometidas en calidad de autor,
 coautor, tipificadas por el Código Penal y las leyes penales especiales, cuando 
el Juez reúna los elementos de convicción suficientes, fundados exclusivamente 
en el desarrollo de la personalidad psicosocial del infractor; avalado por un 
equipo técnico, que permita concluir que el adolescente disponía la capacidad 
cognitiva de las posibles consecuencias de su obrar.

	3)
	La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal.

	4)
	La participación en calidad de cómplice en infracciones gravísimas a la ley penal.


Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina adolescente infractor a quien sea declarado responsable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez competente, como autor, coautor o cómplice de acciones u omisiones descritas como infracciones a la ley penal.

Artículo 71. (Relación causal).- Sólo puede ser sometido a proceso especial regulado por este Código el adolescente a quien se le pueda atribuir material y psicológicamente un hecho constitutivo de infracción a la ley penal.

La existencia de la infracción debe ser la consecuencia de su acción u omisión.

CAPÍTULO X 

I - Derechos y garantías del procedimiento

Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los casos en que al adolescente se le impute el haber incurrido en actos que se presumen comportan infracción a la ley penal, deberá asegurarse el cumplimiento estricto de las garantías del debido proceso, especialmente las siguientes:
	A)
	Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente imputado de haber cometido una infracción a la ley penal, será juzgado por los Jueces competentes en conformidad a los procedimientos especiales establecidos por este Código.

	
	  Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales, especialmente la Constitución de la República, la Convención de los Derechos del Niño.

	B)
	Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido a proceso especial, regulado por este Código, el adolescente mayor de trece y menor de dieciocho años de edad, imputado de infracción a la ley penal.

	
	  La responsabilidad del adolescente tendrá lugar a partir de la sentencia definitiva que le atribuya la comisión del hecho constitutivo de infracción a la ley penal.

	
	  Si se encuentran involucrados niños menores de trece años de edad, se procederá de acuerdo a lo preceptuado en el Capítulo XI, artículos 117 y siguientes de este Código.

	C)
	Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser detenido en casos de infracciones flagrantes o existiendo elementos de convicción suficientes sobre la comisión de una infracción. En este último caso, mediante orden escrita de Juez competente comunicada por medios fehacientes. La detención será una medida excepcional.

	D)
	Principio de humanidad.- El adolescente privado de libertad será tratado con la humanidad y respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana.

	
	  Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, ni a experimentos médicos o científicos.

	
	  Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su familia o responsables, salvo en circunstancias especiales.

	E)
	Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma su inocencia. No será obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable.

	F)
	Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene derecho a contar en forma permanente con asistencia jurídica gratuita, especializada, pública o privada, a partir de la detención, durante el proceso y hasta la ejecución completa de las medidas.

	G)
	Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho durante la privación de libertad, de comunicarse libremente y en privado con su defensa, con sus padres, responsables, familiares y asistentes espirituales.

	H)
	Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene derecho de no ser juzgado en su ausencia, so pena de nulidad de todo lo actuado (artículo 21 de la Constitución de la República).

	I)
	Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá derecho a impugnar todas las decisiones judiciales que lo perjudiquen.

	J)
	Principio de duración razonable.- En ningún caso la situación derivada de la formalización del proceso excederá en sus consecuencias al término de duración de la medida que hubiere correspondido.

	K)
	Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente tendrá derecho a contar con la libre asistencia gratuita de un intérprete, si no comprende o no habla el idioma oficial.

	L)
	Principio de oportunidad reglada.- El adolescente tiene derecho a que se prescinda del procedimiento cuando, por la característica del hecho o por la naturaleza del bien jurídico agredido, no se justifica la prosecución de la acción.


II - Régimen procesal

Artículo 75. (Principio general).- En todos los casos en que se investigue la responsabilidad del adolescente, el procedimiento se ajustará a los trámites establecidos por este Código y subsidiariamente por el Código General de Proceso.
La legislación uruguaya manda cumplir, rigurosamente, los principios beccarianos. Sin embargo, con la existencia, en el Uruguay, de un sistema de protección, todavia minorista, El eventual acusado de la práctica criminal puede quedar enredado en las telas de la protección …burocrática.
tráfico humano. malos tratos

Consideraciones preliminares. Las tres vías

Toda persona bien informada, en cualquier de los países modernos que cultivan el sistema de la ciudadanía, sabe que los derechos de uno terminan siempre donde empiezan los derechos de los demás. Los deberes también. En los términos del principio 7º de la Declaración de 1959, en la ONU.
El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obligatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad. 

Sentido de responsabilidad social del niño, de la niña, lector. Hay deberes de los individuos entre sí. Y hay deberes del Estado en la relación a los individuos. E de los individuos en relación al Estado. Las fronteras de los países son, básicamente, locales donde, dadas las circunstancias, los sistemas de la garantía se confrontan. Vamos a verificar, enseguida, como ocurren las principales diferencias del tratamiento de niños, niñas y adolescentes, en algunas de las fronteras de Iberoamérica.

Sin embargo, antes de entrar en el mérito, en el contenido, en el núcleo de los eventuales conflictos existentes entre nuestras fronteras, en este tema, tenemos que recordar algunos aspectos del antiguo paradigma (en que se miraba para niños, niñas y adolescentes y se veían menores) para el nuevo (en que siempre, en las relaciones entre individuos, o entre el Estado y los individuos, se ven… ciudadanos).

Ya mencionamos aquí el hecho, históricamente comprobable, de que, sin los medios, imposible será, para la gente, alcanzar los fines  que persiguen, los fines que consideran un valor a ser logrado. Voy a mencionar ahora, lector, el punto esencial, olvidado o muchas veces desconocido por nuestras autoridades, nuestros agentes públicos, nuestros planes nacionales, nuestro sistema de monitoreo, o control, Tal punto esencial tiene que ver con la problemática de los medios imprescindibles para la garantía de derechos en las relaciones de frontera entre países.

  Pues bien, en la Era del minorismo era común oírse la afirmación de que “a todo derecho corresponde una acción – es decir, corresponde un medio - que asegura ese derecho”. Esa… acción (ese medio) que aseguraba los fines de los derechos declarados era entendida, en el siglo pasado, como una acción… judicial. Todo, por lo tanto, que tenía a ver con menores empezaba por la… Justicia. Donde no había una Justicia especializada, empezaba por una acción …estatal impositiva a los ciudadanos.
Así haciendo, la Justicia y o la acción administrativa estatal dejaba de ser… imparcial y pasaba a se involucrar, como parte (ser parte, obviamente, es el contrario de ser… imparcial) de problemas de tipo… minorista, que muchos juristas llamaban (llaman) de… minoril (¿parece nombre de medicamento, no, lector?: - “…tomó un minoril para su aflictiva dolor de cabeza”). Hoy, dilatando horizontes de la garantía de derechos humanos, el principio correcto, en su enunciación completa, es el siguiente: 

“A todo derecho corresponde una acción social, una acción administrativa, o una acción judicial, que aseguran ese derecho”.

En este siglo, en que se busca desesperadamente por ética, no se entiende más que la única puerta accesible a las acciones de las personas que buscan garantía de derechos sea la puerta del Poder Judicial del Estado. No. El medio, el instrumento, la herramienta del Judicial ahora es… la tercera puerta que el ciudadano puede buscar, en su anhelo por la garantía de los derechos… humanos. 

En cualquier otro ramo del mundo de la ciudadanía, todos ya están convencidos de que el Judicial es la última puerta a ser abierta. Y que siempre se debe buscar otros medios, menos formales, menos complejos, medios no rituales, informales, para la solución de los problemas humanos. En el Poder Judicial moderno, es esencial el rito (la condición ritual).

En el proceso ritual contradictorio (sin el rito, sin el proceso, sin el contradictorio, la Justicia no es imparcial), en el cual alguien acusa, o requiere algo, alguien se defiende, o resiste al pedido, y un tercer imparcial, con Poder de Estado, es el fiel de la balanza. Las puertas, por lo tanto, ahora son tres: 

1. En primer lugar (estamos tratando del problema de la atención a las necesidades básicas del ciudadano), la puerta que da acceso a un profesional calificado – el cual, bajo un código de ética para prevenir imprudencia, negligencia e impericia - le prestará el servicio de que el ciudadano necesita para la atención de sus necesidades básicas. 
Esa es la vía informal, que previne que una autoridad – sea ella, administrativa, o judicial - necesite intervenir para la mera prestación de un servicio que efective el derecho sagrado a la atención de las necesidades básicas de la ciudadanía (salud, educación, seguridad psicológica, jurídica, asistencia social…). 

Niños y sus familias, delante de problemas de frontera, de malos tratos, de explotación, o tráfico, necesitan básicamente de protección jurídico-social. Tal protección, obviamente, en un sistema de garantía, es llevada al efecto por abogado y por trabajador social, profesionales especializados que previenen aquel histórico de la acción de aficionados productores de imprudencia, de negligencia y de impericia.
2. La segunda puerta es la que da acceso a una via administrativa – vía esa garantizada por la ley del Estado, bajo los principios de la legalidad y de la moralidad - de modo que una autoridad administrativa determine o requiera el servicio necesario, cuando ese servicio imprescindible haya sido negado, descuidado o mal hecho. Veremos, enseguida, como se trata ese tema entre, al menos, algunos de los países iberoamericanos.

3. Y, finalmente, tenemos la puerta del Poder Judicial, un poder del Estado, Poder Imparcial, delante de la provocación llevada al efecto por la parte interesada. Tal poderosa intervención se busca delante de la eventual falencia de los dos medios anteriormente intentados (el informal y, cuando fuera el caso, también el administrativo). 
En esta hipótesis, el peticionario quiere que el Poder Judicial determine que, efectivamente, el derecho en cuestión sea, incuestionablemente,… garantizado… efectuado… cumplido. Veremos, también enseguida, como el Poder Judicial es puesto en el movimiento, en países del continente iberoamericano, en tema de niñez. 
Todo eso, lector, a ser dinamizado bajo el manto de la legalidad y de la moralidad, según la organización político-jurídico-administrativa de cada país soberano. Como vimos, en el sistema del minorismo, la primera vía era siempre la judicial, exclusivamente, o conjuntamente con la administrativa. Según la legislación de cada uno de nuestros países, la vía legalmente prevista para la solución de eventuales problemas era siempre:

· O un juez de menores (lo que judicializada el problema, desde el principio).

· O, en muchos casos, un patronato de menores, que era la propia burocracia administrativa del Estado asumiendo la tutela o la guarda de los menores que eran etiquetados como abandonados, delincuentes, vagos, infractores, etc., o discriminados como… menores… en situación irregular.

Ejercicio de la libertad. Ejercicio de la autoridad 
            Le pido paciencia al lector, pues tenemos que extender un poco más estas aburridas consideraciones preliminares. Quién estudia la evolución histórica sabe muy bien que el Estado siempre ha sido identificado con la más que aburrida sumisión de los individuos al ejercicio de la autoridad pública. La conquista de derechos humanos es una lucha para que el Estado y o el Gobierno respeten las libertades individuales y comunitarias de los ciudadanos. 
Incluso, lector y, principalmente, en las hipótesis en que niños, niñas, adolescentes y sus familias se vean envueltos en los problemas de tráfico de personas, a través de las fronteras o no. Y o cuando vengan a ser sometidos a malos tratos, a explotación en el trabajo y o explotación sexual o todo tipo de vulneración de derechos en las situaciones comunes de la vida en las ciudades y los campos. O en las fronteras. 

En la evolución histórica de este comienzo de milenio, tenemos, por lo tanto, que conquistar la organización del Estado-autoridad - se trata, al fin de cuentas, de una conquista – pero un Estado que respete las libertades individuales, en esas hipótesis, al lado de la conquista del Estado-prestador-de-servicios. Trataremos, enseguida, de los varios aspectos en que tales problemas ocurren en nuestras fronteras. Entonces, lector, ese Poder Público prestador-de-servicios debe propiciar profesionales especializados  en la prestación de servicios en las hipótesis de malos tratos, tráfico y de explotación sexual.

Y el burócrata, en su condición de ordenador del bien común, de la seguridad pública y de la justicia, no puede querer someter los ciudadanos libres (libres, en sus derechos civiles, sociales y éticos) a la faz autoritaria del Estado. El oficial del Estado es, al fin y al cabo, asegurador de aquello que, en la condición humana, se pueda, administrativa o judicialmente, llamar… justicia. Todo eso para con ancianos, adultos, adolescentes y niños o niñas, sea en cuestiones de fronteras, sea en las demás situaciones, respetadas las respectivas particularidades personales y sociales.

Entonces, lector, los países que firmaran y ratificaran la Convención sobre los Derecho del Niño de 1989 han asumido el compromiso de construir, en su estructura social, el primer medio que es informal, a ser ejercido por los profesionales especializados, que respetan las libertades individuales, para prevenir negligencia, imprudencia y impericia. Tal compromiso está exactamente expreso a través del principio de que serán adoptadas siempre medidas educativas y sociales
. 

Ser víctima. Ser victimario. Ser victimario y víctima.
Las medidas educativas
 se adoptan para formar personas del pueblo y servidores públicos conscientes de los requisitos de la ciudadanía. Las medidas sociales, para garantizar la participación de comunidades y de organizaciones representativas, 

1. En las decisiones sobre qué hacer y como hacer para la garantía de los derechos y el cumplimiento correcto de los deberes; 

2. En la ejecución de los programas que efectivan los derechos y los deberes; y 

3. En el control de los servicios prestados a la población. 

La necesidad de protección a lo largo de las ciudades que hacen la frontera entre los países, no es diferente de la protección requerida en todos y cualquier situación en que hay necesidad de protección al ciudadano. El ciudadano puede verse en tres situaciones posibles: 

· Ser víctima de ilícito civil, administrativo o criminal; 

· Ser autor de ilícito civil, administrativo o criminal; 

· Ser autor y al mismo tiempo ser víctima de ilícito civil, administrativo o criminal.

El objetivo era (es), siempre que posible, prevenir, en la vía informal, la necesidad de acogerse a una autoridad administrativa para la solución de cualquier problema en el ámbito de la garantía de derechos humanos. Quién necesita de atención a la salud, educación, apoyo jurídico, asistencia social, no necesita, no quiere, no tiene que ser sumiso a una autoridad del Estado, que lo trate como un objeto, sea ella una autoridad administrativa o judicial. No. 
Lo que el ciudadano necesita es de un profesional especializado para orientarlo, para apoyarlo, para acompañarlo (un trabajador o asistente social, o pedagogo, o psicólogo, o abogado, o terapeuta, o médico, y así en adelante). El objetivo es acabar con el minorismo arrogante, inquisidor, autocrático e interventor en la vida privada de la gente. 

El minorismo de los burócratas siempre hizo con que ellos se hallasen (se hallen) en el derecho de querer tutelar la persona de los menores (anulando la natural tutela de los padres
), y de intervenir, arbitrariamente, en el ámbito de la familia de los que ellos llaman de menores, vulnerando los derechos civiles y sociales de esa familia. Para quedar superclaro, repetiremos: 
· Los derechos civiles - pensemos de los derechos civiles de los niños, niñas, o familias, que enfrentan problemas a lo largo de nuestras fronteras - son los que tienen que ver con libertad, igualdad, fraternidad. 
· Los sociales, los que tienen que ver con la atención de las necesidades básicas. 
Si el ciudadano, siendo anciano, adulto, adolescente, o niño, practicar eventual ilícito civil (violar las leyes civiles), administrativo (violar las leyes de la administración pública, como, por ejemplo, cruzar ilegalmente fronteras, dejando de satisfacer las reglas administrativas en esa materia), o criminal (practicar conductas definidas, tipificadas, en ley, como crimen), el caso no es de la protección, sino de eventual corrección, coerción o punición. 

Sin embargo, la persona que viola leyes civiles, administrativas y criminales, puede, también, ser víctima de circunstancias adversas y, también, necesitar de… protección. Tales situaciones diferentes entre si, deben ser tratados, por profesionales capacitados, entrenados, y bajo riguroso código de ética, de maneras… distintas, aplicándose a cada caso y a cada situación, reglas específicas para cada circunstancia. 

Poniendo énfasis en los aspectos éticos de la cuestión, tenemos que entrenar intensamente, nuestros agentes públicos, los cuales son encargados de intervenir en esas circunstancias que son complejas, envuelven diversas gamas de derechos y deberes, y necesitan de profesionalización - para prevenir acción ridícula y despropositada de aficionados - como viene ocurriendo en muchos y desagradables casos.

Entonces, lector, para que alguien sea protegido en sus derechos civiles (libertad, igualdad, fraternidad) y sociales (atención de sus necesidades básicas), sería una incoherencia, en el Estado Democrático de Derecho, una intromisión indebida del Estado en su vida particular. O una eventual exigencia de que esa persona tuviera que quedar institucionalizada, controlada por una burocracia intervencionista, autoritaria, inquisidora, de gobiernos o de burócratas del… Estado. 

Las tres formas de intervención de la autoridad pública
No fue para continuar a mantener interferencias arbitrarias de la autoridad pública que hemos luchado por la garantía de… derechos humanos. No ha sido para eso que luchamos para la garantía de los derechos y de los… deberes humanos, siendo el principal de esos deberes el deber de la burocracia pública de no querer someter a su autoridad aquél que necesita de orientación, apoyo, acompañamiento, para la solución de sus problemas.

En ese sentido, lector, la interferencia de la autoridad estatal, en un Sistema Democrático de Derecho, incluso, evidentemente, en las cuestiones de frontera, solamente es aceptable en tres situaciones
: 

· La primera se da cuando el propio ciudadano busca la autoridad administrativa o la autoridad judicial, no para intervenir autocráticamente con su vida privada, sino para protegerlo, para apoyarlo, para acompañarlo, cuando esas intervenciones sean necesarias
. Se trata aquí de la hipótesis en que el Estado es siervo del ciudadano libre, y no, su… señor.
· La segunda se da cuando la administración pública quiere y debe cumplir su deber de controlar el correcto cumplimiento de las reglas de protección pública a quién necesita de esa protección. Principalmente en las regiones de frontera, pero no sólo en ellas, sino en todos los municipios de cada país. 
Al detectar que los niños, niñas, adolescentes, o familias, están por las vías públicas, o en ciertas circunstancias… públicas
 e, en estas circunstancias, necesitan… protección pública, la administración pública tiene que actuar. A lo largo de este texto vamos a ver como eso se debe hacer según los sistemas de algunos países, lector.

· La tercera se da cuando el ciudadano practica sea un ilícito civil, administrativo o criminal. En esta hipótesis, individuos o el Poder Público, eventualmente perjudicados por tal ilícito administrativo, civil o criminal, busca la autoridad administrativa competente, o la autoridad judicial también competente para, en los términos de la ley vigente, ahí si, intervenir. 
Intervenir - con autoridad – sobre aquél que abusó de sus límites (por negligencia, imprudencia, impericia o dolo) para restituir el equilibrio entre los derechos y los deberes de la ciudadanía, equilibrio ese que había sido vulnerado
. Sin embargo, esa intervención debe, siempre, respetar, también, derechos civiles y sociales. Si no los respeta, no hay equilibrio entre los derechos y los deberes en juego, en la cuestión.

Con la inclusión del niño y del adolescente en el mundo de la ciudadanía, esas consideraciones hechas en este ensayo nos son demostradas por la evolución de la historia reciente, como absolutamente esenciales, sea para con los ancianos y adultos, sea para con los adolescentes y los niños y niñas. 
En el caso, ancianos serán tratados como ancianos, adultos como adulto0s, adolescentes como adolescentes y niños y niñas como niños y niñas, como prevé el principio del respecto “a la condición peculiar de desarrollo personal y social” de cada uno
. Ahora, lector, ya podemos analizar, en líneas generales, el sistema adoptado en algunos de nuestros países.

La legislación de cada país
Al analizar la legislación de los distintos países, en este tema, verificamos que así están dispuestas las normas de los sistemas “de protección”:

Argentina
La Argentina substituyó su vieja y obsoleta burocracia del “patronato”, por un “Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y adolescentes” que es compuesto por órganos, entidades y servicios que definen, planean, coordinan, dirigen, ejecutan y supervisan las políticas de gestión “estatal” y “privadas”, en los ámbitos nacional, provincial y municipal. 
Hay una Secretaría Nacional con participación “de órganos de protección de las niñas, niños y adolescentes y familia existentes o a ser creados en cada una de las provincias y en la ciudad autónoma de Buenos Aires”. 
Hay un “Defensor de los Derechos del Niño y del Adolescente, nacional, cuya función es velar por la “protección y promoción de los derechos”. Cada provincia puede crear sus propios defensores. Municipios, no. Veamos los tópicos fundamentales de la legislación argentina en esa materia:
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Resumen:

DISPOSICIONES GENERALES. OBJETO. PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS. SISTEMA DE PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES. ORGANOS ADMINISTRATIVOS DE PROTECCION DE DERECHOS.

FINANCIAMIENTO. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1° — OBJETO.

Esta ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno,efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte. Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.

La omisión en la observancia de los deberes que por la presente corresponden a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas expeditas y eficaces.

TITULO III

SISTEMA DE PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES

ARTICULO 32. — CONFORMACION.

El Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes está conformado por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional.

La Política de Protección Integral de Derechos de las niñas, niños y adolescentes debe ser

implementada mediante una concertación articulada de acciones de la Nación, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los unicipios.

Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes debe contar con los siguientes medios:

a) Políticas, planes y programas de protección de derechos;

b) Organismos administrativos y judiciales de protección de derechos;

c) Recursos económicos;

d) Procedimientos;

e) Medidas de protección de derechos
f) Medidas de protección excepcional de derechos.

TITULO IV

ORGANOS ADMINISTRATIVOS DE PROTECCION DE DERECHOS

ARTICULO 42. — SISTEMA DE PROTECCION INTEGRAL. NIVELES.

El sistema de protección integral se conforma por los siguientes niveles:

a) NACIONAL: Es el organismo especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional;

b) FEDERAL: Es el órgano de articulación y concertación, para el diseño, planificación y

efectivización de políticas públicas en todo el ámbito del territorio de la República Argentina;

c) PROVINCIAL: Es el órgano de planificación y ejecución de las políticas de la niñez, cuya forma y jerarquía, determinará cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respetando las respectivas autonomías así como las instituciones preexistentes.

Las provincias podrán celebrar convenios dentro del marco jurídico vigente para municipios  y comunas en las jurisdicciones provinciales, como asimismo implementar un organismo de seguimiento de programas de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes en coordinación articulada con las organizaciones no gubernamentales de niñez, adolescencia y familia.

CAPITULO I

SECRETARIA NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTICULO 43. — SECRETARIA NACIONAL.

Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional, la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, organismo especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia, la que funcionará con representación interministerial y de las organizaciones de la sociedad civil. La misma será presidida por un Secretario de Estado designado por el Poder Ejecutivo nacional.

CAPITULO II

CONSEJO FEDERAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTICULO 45. — Créase el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, el que estará integrado por quien ejerza la titularidad de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, quien lo presidirá y por los representantes de los El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia dictará su propio Reglamento de funcionamiento, el cual deberá ser aprobado en la primera reunión.

CAPITULO III

DEFENSOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

ARTICULO 47. — CREACION.

Créase la figura del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, quien tendrá a su cargo velar por la protección y promoción de sus derechos consagrados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño y las leyes nacionales.

ARTICULO 48. — CONTROL.

La defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes ante las instituciones públicas y privadas y la supervisión y auditoría de la aplicación del sistema de protección integral se realizará en dos niveles:

a) Nacional: a través del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes;

b) Provincial: respetando la autonomía de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como las instituciones preexistentes.

Las legislaturas podrán designar defensores en cada una de las jurisdicciones, cuya financiación y funciones serán determinadas por los respectivos cuerpos legislativos.

Brasil
El Brasil introdujo, en su Estatuto, el concepto de organizaciones gubernamentales y no-gubernamentales, entendiendo que ambas (la gubernamental y la no-gubernamental) son dos especies de un mismo género, ambas organizaciones que ejecutan servicios públicos, porque tales servicios deben, obligatoriamente, obedecer principios de Derecho Público, y, nunca, de Derecho… Privado. La Argentina, soberanamente, ha preferido mantener la distinción “público/privado” en esa cuestión,  y describe, con clareza, los medios a ser utilizados para fines que, a final, son, evidentemente,... públicos
. 

El Brasil separa rigurosamente los ámbitos de la Unión (gobierno federal) que debe operar en la coordinación de la descentralización político-administrativa
, cooperando para que municipios cumplen funciones a ser estrictamente organizadas en ámbito municipal. Los Estados miembros de la Unión (equivalentes a las Provincias argentinas) también deben complir el principio de la descentralización para que el principio básico sea el de la municipalización (recursos, decisión, ejecución y control, eminentemente municipales, con la Unión y los Estados debiendo transferir recursos hacia los municipios, en los términos del artículo 261 del Estatuto). En las cuestiones de frontera estas dos formas de organización del sistema de protección al niño y al adolescente - la Argentina y la brasileña - serán cruciales, como será visto a través de este ensayo, para la solución o el agravamiento de eventuales problemas.
El Brasil no tiene – no hay que tener - una burocracia especializada en niños y adolescentes. Cabe a la política pública universal de la Asistencia Social, no burocrática, no interventor,a según doctrina de la protección integral, la protección a ser dada a todos los ciudadanos ancianos, adultos, adolescentes y niños (integral, por lo tanto), cuando esta protección es necesaria. Niño y niña no son - no pueden ser - más, objeto especializado de la intervención arbitraria de burocracias del Estado.  

En esta nueva forma de Asistencia Social, moderna, equitativa, igualitaria, deben ser garantizados todos los derechos civiles (libertad, igualdad, fraternidad) y sociales (atención a las necesidades básicas de los ciudadanos), bajo el principio de la ética ciudadana, pero siempre con… prioridad absoluta a niños, niñas y adolescentes. Esa prioridad absoluta es la llave de oro del nuevo paradigma.

Para que la solución no tenga que exigir la intervención de distantes, lejanos servidores o autoridades federales o estadales, cada municipio debe tener, en el Brasil, un sistema municipal – municipalización de la atención, bien próxima del necesitado, lector –sistema ese de carácter tripartite, conformado por: 

1. Un Consejo deliberativo, participativo, Municipal de los Derechos del Niño y del Adolescente, que es un órgano colegiado formulador de programas; 

2. Un servicio completo de Asistencia Social, cuya característica esencial es ser ejecutor de los programas de protección para garantía de derechos, que han sido deliberados en el órgano colegiado. La ejecución debe ocurrir, siempre, a través de profesionales especializados (trabajadores sociales, psicólogos, pedagogos, abogados…), para evitar negligencia, imprudencia e impericia; y 

3. Un Consejo Tutelar, no ejecutor, sino controlador, regulador, vigilante, corregidor, a través de frenos y contrapesos a amenazas y violaciones de derechos. 

Como se verá a lo largo del texto, el gran problema se da cuando el Consejo Nacional quiere dar órdenes a Estados y municipios, violando la jerarquía de los entes federativos autónomos que son la Unión, cada Estado y cada municipio. Y, también, cuando el propio Consejo Tutelar, u otras autoridades quieren que el Consejo deje de ser controlador, deje de actuar a través de frenos y contrapesos. 

Y quieren, también, que el Consejo Tutelar, usurpando funciones de la Asistencia Social, pase a ser… ejecutor de acciones y de programas. Tales acciones y programas son, constitucionalmente, - artículo 203, I de la Constitución brasileña – privativos de la política pública, profesionalizada – no aficionada – ejecutora, de… Asistencia Social ciudadana. Enseguida van aquí los puntos fundamentales de la legislación brasileña en ese tema:

Título II

Dos Direitos Fundamentais

Art. 13. Os casos de suspeita ou confirmação de maus-tratos contra criança ou adolescente serão obrigatoriamente comunicados ao Conselho Tutelar da respectiva localidade, sem prejuízo de outras providências legais.
Parte Especial

Título I

Da Política de Atendimento

Capítulo I

Disposições Gerais

Art. 86. A política de atendimento dos direitos da criança e do adolescente far-se-á através de um conjunto articulado de ações governamentais e não-governamentais, da União, dos estados, do Distrito Federal e dos municípios.

Art. 87. São linhas de ação da política de atendimento:

I - políticas sociais básicas;

II - políticas e programas de assistência social, em caráter supletivo, para aqueles que deles necessitem;

III - serviços especiais de prevenção e atendimento médico e psicossocial às vítimas de negligência, maus-tratos, exploração, abuso, crueldade e opressão;

IV - serviço de identificação e localização de pais, responsável, crianças e adolescentes desaparecidos;

V - proteção jurídico-social por entidades de defesa dos direitos da criança e do adolescente.

Art. 88. São diretrizes da política de atendimento:

I - municipalização do atendimento;

II - criação de conselhos municipais, estaduais e nacional dos direitos da criança e do adolescente, órgãos deliberativos e controladores das ações em todos os níveis, assegurada a participação popular paritária por meio de organizações representativas, segundo leis federal, estaduais e municipais;

III - criação e manutenção de programas específicos, observada a descentralização político-administrativa;

IV - manutenção de fundos nacional, estaduais e municipais vinculados aos respectivos conselhos dos direitos da criança e do adolescente;

V - integração operacional de órgãos do Judiciário, Ministério Público, Defensoria, Segurança Pública e Assistência Social, preferencialmente em um mesmo local, para efeito de agilização do atendimento inicial a adolescente a quem se atribua autoria de ato infracional;

VI - mobilização da opinião pública no sentido da indispensável participação dos diversos segmentos da sociedade.
Capítulo II

Das Entidades de Atendimento

Seção I

Disposições Gerais

Art. 90. As entidades de atendimento são responsáveis pela manutenção das próprias unidades, assim como pelo planejamento e execução de programas de proteção e sócio-educativos destinados a crianças e adolescentes, em regime de:

I - orientação e apoio sócio-familiar;

II - apoio sócio-educativo em meio aberto;

III - colocação familiar;

IV - Acolhimento institucional;

V - liberdade assistida;

VI - semi-liberdade;

VII - internação.

Parágrafo único. As entidades governamentais e não-governamentais deverão proceder à inscrição de seus programas, especificando os regimes de atendimento, na forma definida neste artigo, junto ao Conselho Municipal dos Direitos da Criança e do Adolescente, o qual manterá registro das inscrições e de suas alterações, do que fará comunicação ao Conselho Tutelar e à autoridade judiciária.

Art. 91. As entidades não-governamentais somente poderão funcionar depois de registradas no Conselho Municipal dos Direitos da Criança e do Adolescente, o qual comunicará o registro ao Conselho Tutelar e à autoridade judiciária da respectiva localidade.

Parágrafo único. Será negado o registro à entidade que:

a) não ofereça instalações físicas em condições adequadas de habitabilidade, higiene, salubridade e segurança;

b) não apresente plano de trabalho compatível com os princípios desta Lei;

c) esteja irregularmente constituída;

d) tenha em seus quadros pessoas inidôneas.
Título V

Do Conselho Tutelar

Capítulo I

Disposições Gerais

Art. 131. O Conselho Tutelar é órgão permanente e autônomo, não jurisdicional, encarregado pela sociedade de zelar pelo cumprimento dos direitos da criança e do adolescente, definidos nesta Lei.

Art. 132. Em cada Município haverá, no mínimo, um Conselho Tutelar composto de cinco membros, escolhidos pela comunidade local para mandato de três anos, permitida uma recondução. (Redação dada pela Lei nº 8.242, de 12.10.1991)
Capítulo II

Das Atribuições do Conselho

Art. 136. São atribuições do Conselho Tutelar:

I - atender as crianças e adolescentes nas hipóteses previstas nos arts. 98 e 105, aplicando as medidas previstas no art. 101, I a VII;

II - atender e aconselhar os pais ou responsável, aplicando as medidas previstas no art. 129, I a VII;

III - promover a execução de suas decisões, podendo para tanto:

a) requisitar serviços públicos nas áreas de saúde, educação, serviço social, previdência, trabalho e segurança;

b) representar junto à autoridade judiciária nos casos de descumprimento injustificado de suas deliberações.

IV - encaminhar ao Ministério Público notícia de fato que constitua infração administrativa ou penal contra os direitos da criança ou adolescente;

V - encaminhar à autoridade judiciária os casos de sua competência;

VI - providenciar a medida estabelecida pela autoridade judiciária, dentre as previstas no art. 101, de I a VI, para o adolescente autor de ato infracional;

VII - expedir notificações;

VIII - requisitar certidões de nascimento e de óbito de criança ou adolescente quando necessário;

IX - assessorar o Poder Executivo local na elaboração da proposta orçamentária para planos e programas de atendimento dos direitos da criança e do adolescente;

X - representar, em nome da pessoa e da família, contra a violação dos direitos previstos no art. 220, § 3º, inciso II, da Constituição Federal;

XI - representar ao Ministério Público, para efeito das ações de perda ou suspensão do pátrio poder.

Art. 137. As decisões do Conselho Tutelar somente poderão ser revistas pela autoridade judiciária a pedido de quem tenha legítimo interesse
Chile
Como sistema paradigmático del minorismo en el Cono Sur, el Chile mantiene intactas la centralización nacional de la atención, a través de una burocracia nacional que delibera, ejecuta y controla sus propias acciones para institucionalizar los menores,  privar de libertad en nombre de la protección al privado de libertad. Según la ley chilena, la privación de libertad de adolescentes mira al interés superior del privado de libertad. Las organizaciones no-gubernamentales son lealmente caracterizadas como colaboradoras del mando oficial. Las normas específicas son las siguientes:
Identificación de la Norma : DL-2465

Fecha de Publicación : 16.01.1979

Fecha de Promulgación : 10.01.1979

Organismo : MINISTERIO DE JUSTICIA

Ultima Modificación : LEY-20032 25.07.2005

CREA EL SERVICIO NACIONAL DE MENORES Y FIJA EL TEXTO

DE SU LEY ORGANICA Núm.2.465.- Santiago, 10 de Enero de 1979.- Visto:

lo dispuesto en los decretos leyes N°s 1 y 128, de 1973; 527, de 1974; 991, y Considerando:

1°.- Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 2° del Acta Constitucional N° 2, la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, correspondiendo al Estado protegerla y propender a su fortalecimiento; 

2°.- Que dicha declaración implica el deber del Estado de auxiliar a los menores de edad integrantes del grupo familiar, especialmente si se encuentran en situaciones que pongan en peligro su desarrollo normal, integral y no puedan ser solucionadas por la persona que tenga la obligación de su tuición;

3°.- Que, aun cuando el Consejo Nacional de Menores fue creado para cumplir esa función, la experiencia ha demostrado que el sistema existente adolece de numerosos vacíos e imperfecciones, que le han restado eficacia en algunos campos e impedido actuar en otros, y

4°.- Que, para corregir esta situación, se considera necesario modificar la actual estructura del Consejo Nacional de Menores, a fin de crear un nuevo organismo con atribuciones operativas que permita la atención, por sí o por otras instituciones, de los menores cuya guarda y defensa se encuentren alteradas o en peligro de estarlo, mediante la aplicación de los diversos sistemas de asistencia, protección y rehabilitación que establezcan las leyes,

La Junta de Gobierno de la República de Chile ha acordado dictar el siguiente Decreto ley:

LEY ORGANICA DEL SERVICIO NACIONAL DE MENORES

Artículo 1°.- Créase el Servicio Nacional de Menores como un organismo dependiente del Ministerio de Justicia, encargado de contribuir a proteger y promover (LEY 20032 los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han (Art. 41 Nº 1) sido vulnerados en el ejercicio de los mismos y a la (D.O. 25.07.2005) reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal, de conformidad al artículo 2º de esta ley. Para dicho efecto, corresponderá especialmente al SENAME diseñar y mantener una oferta de programas especializados destinados a la atención de dichos niños, niñas y adolescentes, así como estimular, orientar, y supervisar técnica y financieramente la labor que desarrollen las instituciones públicas o privadas que tengan la calidad de colaboradores acreditados.

Para los efectos de esta ley, se entiende por (LEY 20032) niño, niña o adolescente toda persona menor de dieciocho (Art. 41 Nº 2) años de edad. Las referencias que en esta ley se hacen a (D.O. 25.07.2005) los menores deben entenderse hechas a los niños, niñas y adolescentes. Ello será sin perjuicio de las disposiciones que establezcan otra edad para efectos determinados.

Artículo 2°.- El SENAME dirigirá especialmente su (LEY 20032) acción: (Art. 41 Nº 3 - D.O. 25.07.2005)

1) A los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, cuando esta situación tenga como causa principal:

a. La falta de una familia u otra persona legalmente responsable que se haga cargo de su cuidado personal;

b. Acciones u omisiones de los padres o de las personas que tengan su cuidado personal;

c. La inhabilidad transitoria o permanente de estas personas para velar por los derechos de aquéllos sin ayuda del Estado, y

d. La propia conducta de los niños, cuando ésta ponga en peligro su vida o integridad física o psíquica.

2) A los adolescentes imputados de haber cometido una infracción a la ley penal, incluyéndose en éstos a aquellos sujetos a una medida privativa o no privativa de libertad decretada por el tribunal competente o a una pena como consecuencia de haberla cometido.

3) A todos los niños, niñas o adolescentes, en relación con la prevención de situaciones de vulneración de sus derechos y promoción de los mismos.

El Reglamento definirá las situaciones que, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso anterior, serán propias de la atención del Servicio. Sin embargo, en lo referente a otras necesidades de atención ajenas al ámbito de competencia del Ministerio de Justicia, éste requerirá la colaboración del Ministerio que corresponda, el que estará obligado a prestarla.

Los menores atendidos por instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores y que estén percibiendo la subvención que les otorga la legislación pertinente, seguirán siendo acreedores a dicho beneficio hasta el 31 de diciembre del año en que cumplan 24 años, cuando se encuentren cursando estudios superiores en alguna Universidad, Instituto Profesional o centro de formación técnica, del Estado o reconocidos por éste, o en un instituto de educación (LEY 20032) media técnico-profesional o de educación media (Art. 41 Nº 4) técnico-profesional de adultos o estudios en algún (D.O. 25.07.2005) establecimiento educacional de enseñanza básica, media,técnico-profesional o práctica, o en escuelas industriales o técnicas, situación que deberá ser apreciada y aprobada por el Servicio Nacional de Menores. La extensión del beneficio, con el mismo límite de edad, podrá ser aplicada a los menores que sean atendidos bajo la modalidad de Deficientes Mentales Profundos.

Artículo 3°.- En especial, al Servicio Nacional de Menores corresponderá:

1.- Aplicar y hacer ejecutar las normas y medidas que imparta el Gobierno en materia de asistencia y protección a los menores indicados en el artículo anterior.

2.- Proponer al Ministerio de Justicia planes y programas destinados a prevenir y remediar las situaciones que afectan a dichos menores, con el fin de obtener su desarrollo integral, sugiriendo metas y prioridades de acuerdo con las necesidades nacionales y regionales.

3.- Atender en forma preferente, por sí mismo o a través de las instituciones reconocidas como colaboradoras, a los menores enviados por los Tribunales de Menores, con el fin de cumplir las medidas que éstos hayan decidido aplicarles, y asesorar en materias técnicas a estos mismos tribunales cuando lo soliciten.

4.- Crear centros de internación provisoria y (LEY 20032) centros de rehabilitación conductual para administrarlos (Art. 41 Nº 5) directamente. En casos calificados, y con autorización (D.O. 25.07.2005) del Ministerio de Justicia, podrá crear y administrar directamente OPD, centros, programas y equipos de diagnóstico correspondientes a las líneas de acción desarrolladas por sus colaboradores acreditados con subvención estatal. Se entenderá por casos calificados aquellos en que los colaboradores no se interesen en asumir esas líneas de acción, una vez llamados a presentar propuestas, o bien, cuando la demanda de atención supere la oferta.

5.- Desarrollar y llevar a la práctica, por sí o a través de las instituciones reconocidas como sus colaboradoras, los sistemas asistenciales que señale la ley o sean establecidos por el Ministerio de Justicia.

6.- Estimular la creación y funcionamiento de entidades y establecimientos privados que presten atención y asistencia a los menores de que trata esta ley.

7.- Proporcionar, cuando procediere, ayuda técnica, material o financiera a las instituciones públicas y privadas que coadyuven al cumplimiento de los objetivos del Servicio.

8.- Impartir instrucciones generales sobre asistencia y protección de menores a las entidades coadyuvantes y supervigilar su cumplimiento.

9.- Efectuar la coordinación técnico-operativa de las acciones que, en favor de los menores de que trata esta ley, ejecuten las instituciones públicas y privadas.

10.- Asumir la administración provisional de las instituciones reconocidas como colaboradoras, cuando lo autorice el respectivo Juez de Menores.

11.- Informar, cuando lo disponga el Ministerio de Justicia, sobre la procedencia o conveniencia de conceder o cancelar la personalidad jurídica, o de modificar los estatutos, de las entidades de asistencia o protección de los menores a que se refiere el artículo 1°.

12.- Auspiciar y organizar cursos permanentes o temporales, sobre materias de su competencia, para capacitar a padres de familia, Juntas de Vecinos u otras organizaciones comunitarias y a personal de establecimientos públicos y privados, como asimismo congresos y seminarios a nivel regional, nacional o internacional. En el caso de congresos y seminarios de carácter internacional, deberá contar con la autorización previa del Ministerio de Justicia.

13.- Propiciar y realizar permanentemente estudios e investigaciones relacionados con los problemas del menor, en materias de su competencia.

14.- Recopilar y procesar la información y estadística que fueren necesarias sobre menores, sistemas asistenciales que se les aplican e instituciones que los atienden.

Paraguay
El sistema Paraguayao, como el brasileño, es municipalizado, pero solamente en ciertos aspectos, mientras que el sistema brasileño lo es por completo. Como la Argentina, el Paraguay creó una Secretaría Nacional del Niño y del Adolescente, un Consejo Nacional, Consejos Municipales y Departamentales (estes, correspondentes a los Estaduales brasileños y a los Provinciales argentinos). Y creó “Consejerías Municipales por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente”. La redacción adoptada por la Ley paraguaya nos hace suponer que tales consejerías  han sido concebidas a semejanza de los consejos tutelares brasileños, pero ellas están lejos de las funciones de estos.
El Consejo Tutelar brasileño es un órgano autónomo en sus… decisiones y se constituye en una autoridad municipal, no para ejecutar acciones de protección, acciones esas que, en el Brasil, son destinadas a una política totalmente descentralizada, municipal, de… Asistencia Social a todos, ancianos, adultos, adolescentes y niños, con prioridad absoluta para niños y adolescentes. El Consejo Tutelar brasileño impone frenos y contrapesos a los órganos de ejecución, quando estes amenazan o violan derechos de niños, niñas y adolescentes. Las consejerías paraguayas… ejecutan acciones de protección.
Otra diferencia fundamental es que, aquello que le toca al consejo tutelar brasileño – aplicar (es decir, determinar o requerir) medidas de protección, cuando órganos gubernamentales o no-gubernamentales fallan, dejan de servir, al atender a niños o adolescentes, en el Paraguay es incumbencia del juzgado de la niñez y adolescencia. Es decir, el Paraguay mantiene, judicializadas, esas acciones que, en el Brasil, ya son ejecutadas por un órgano administrativo, autónomo en sus decisiones (el consejo  tutelar), para evitar que sea necesario ir a las puertas de la justicia, cuando una vía administrativa (no judicial) puede se encargar de la cuestión. 

Como demostraremos más al frente, estas diferencias son decisivas en la atención de los casos en los cuales los niños y los adolescentes vienen ser víctimas de circunstancias que ocurren a lo largo de la frontera entre los dos países. Las reglas paraguayas, en es ámbito, así se constituyen:
PODER  LEGISLATIVO

LEY  N° 1680 – Código de la Niñez y la Adolescencia

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1°.-  DEL OBJETO DE ESTE CODIGO.

Este Código establece y regula los derechos, garantías y deberes del niño y del adolescente, conforme a lo dispuesto en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, los instrumentos internacionales sobre la protección de los derechos humanos aprobados y ratificados por el Paraguay, y las leyes.

LIBRO II

DE LAS POLITICAS DE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA

TITULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCION  Y PROMOCION

DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ 

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 37°.- DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL.


Créase el Sistema Nacional de Protección y Promoción Integral a la Niñez y Adolescencia, en adelante "El Sistema", competente para preparar y supervisar la ejecución de la política nacional destinada a garantizar la plena vigencia de los derechos del niño y del adolescente.

El Sistema regulará e integrará los programas y acciones a nivel nacional, departamental y municipal.

Artículo 38.- DE LOS RECURSOS.

El Sistema será financiado con recursos previstos en el Presupuesto General de la Nación y en los respectivos Presupuestos Departamentales y Municipales.

Artículo 39.- DE LA CREACIÓN DE LA SECRETARÍA NACIONAL DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA.

Créase la Secretaría Nacional de la Niñez y la Adolescencia, en adelante "La Secretaría", con rango ministerial, dependiente del Poder Ejecutivo.

La Secretaría Nacional de la Niñez estará a cargo de un Secretario Ejecutivo, de comprobada experiencia en la materia, el cual será nombrado por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 40.- DE LAS ATRIBUCIONES DEL SECRETARIO EJECUTIVO.

El Secretario Ejecutivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) presidir el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia;

b) contratar, previa autorización del Presidente de la República y, en su caso, con aprobación de ambas Cámaras del Congreso, préstamos con entidades nacionales o extranjeras, con las formalidades y limitaciones establecidas en la legislación vigente;

c) administrar los bienes y recursos de la Secretaría, así como los provenientes de los convenios que celebre la Secretaría, aplicándolos al cumplimiento de los programas específicos de dichos convenios;

d) contratar y despedir al personal;

e) conferir competencias específicas a funcionarios de la Institución, en el marco de los fines de la Secretaría;

f) dictar todas las resoluciones que sean necesarias para la consecución de los fines de la Secretaría, pudiendo establecer los reglamentos internos necesarios para su funcionamiento; y,

g) elaborar el anteproyecto de presupuesto anual de la Secretaría.

Artículo 41.- DE LAS FUNCIONES DE LA SECRETARIA.

Son funciones de la Secretaría:

a) cumplir con las políticas elaboradas por el Sistema;


b) poner en ejecución los planes y programas preparados por la Secretaría;

c) conformar el Consejo Nacional e impulsar la de los consejos departamentales y municipales de la niñez y la adolescencia;

d) facilitar el relacionamiento y la coordinación entre los distintos consejos que integrarán el Sistema; 

e) gestionar asistencia técnica y financiera de instituciones nacionales, extranjeras e internacionales;

f) autorizar, registrar y fiscalizar el funcionamiento de las entidades de abrigo; y,

g) registrar los organismos no gubernamentales dedicados a la problemática de la niñez y la adolescencia.

CAPÍTULO II

DEL CONSEJO NACIONAL DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

Artículo 42.- DE SU CONSTITUCIÓN E INTEGRACION.

El Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, en adelante "el Consejo Nacional", será convocado por el Secretario Ejecutivo y estará integrado por un representante de:

a) la Secretaría Nacional de la Niñez y Adolescencia;

b) el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social;

c) el Ministerio de Educación y Cultura;

d) los organismos no gubernamentales de bien público y sin fines de lucro de cobertura nacional; 

e) el Ministerio de Justicia y Trabajo;

f) el Ministerio Público;

g) el Ministerio de la Defensa Pública; y,

h) los Consejos Departamentales.

Los integrantes del Consejo Nacional no percibirán remuneración alguna por el ejercicio de esta función.

El Consejo Nacional fijará su domicilio en la ciudad de Asunción.

Artículo 43.-  DE SUS FUNCIONES.

El Consejo Nacional ejercerá las siguientes funciones:

a) formular políticas para la promoción, atención y protección de los derechos  del Niño y Adolescente; 

b) aprobar y supervisar los planes y programas específicos elaborados por la Secretaría; y,

c) dictar su reglamento interno.

CAPITULO III

DE LOS CONSEJOS DEPARTAMENTALES DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

Artículo 44.-  DE SU CONSTITUCIÓN E INTEGRACION.

El Consejo Departamental de la Niñez y Adolescencia estará integrado en cada Departamento por un representante de:


a) el Gobernador;


b) la junta departamental;


c) los respectivos Secretarios Departamentales de Salud y Educación;

d) las organizaciones no gubernamentales de bien público y sin fines de lucro del departamento,  que realicen acciones dirigidas a los sujetos de este Código;

e) las organizaciones de niños del departamento; y,

f) los Consejos Municipales.

Los integrantes del Consejo Departamental no percibirán remuneración alguna por el ejercicio de esta función y se reunirán cuando el Gobernador lo convoque.

Fijará su domicilio en la Capital del departamento.

Artículo 45.- DE SUS FUNCIONES.

El Consejo departamental tendrá las siguientes funciones:

a) aprobar los planes y programas para el departamento y apoyar la ejecución de los mismos; 

b) apoyar a las municipalidades del Departamento para la ejecución de los programas respectivos; y,

c) dictar su reglamento.

CAPITULO IV - DEL CONSEJO MUNICIPAL DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA

Artículo 46.- DE SU CONSTITUCION E INTEGRACIÓN.

El Consejo Municipal de la Niñez y Adolescencia estará integrado en cada Municipio por un representante de:


a) el Intendente;


b) la junta municipal;


c) las organizaciones no gubernamentales de bien público y sin fines de lucro del municipio, que realicen acciones dirigidas a los sujetos de este Código;


d) las comisiones vecinales o comisiones de fomento del municipio; y,


e) las organizaciones de niños.

Los integrantes del Consejo Municipal no percibirán remuneración alguna por el ejercicio de esta función y se reunirán cuando el Intendente lo convoque.

Fijarán su domicilio dentro del radio del municipio.

Artículo 47.- DE SUS FUNCIONES.

El Consejo Municipal de la Niñez y Adolescencia tendrá las siguientes funciones:

a) orientar prioritariamente sus gestiones al desarrollo de programas de atención directa  y de promoción integral de los derechos del niño y adolescente en su municipio;

b) coordinar los programas y acciones emprendidas por las instituciones públicas y con las instituciones privadas orientadas a los niños y adolescentes;

c) proponer a la municipalidad el presupuesto anual de los programas de la oficina dirigidos a la niñez y la adolescencia; y,

d) dictar su reglamento interno.

CAPITULO V - DE LAS CONSEJERIAS MUNICIPALES POR LOS DERECHOS DEL NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE 

Artículo 48.- DE SUS FINES.

Corresponderá a la Consejería Municipal por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI) prestar servicio permanente y gratuito de protección, promoción y defensa de los derechos del niño y del adolescente. No tendrá carácter jurisdiccional.

Artículo 49.- DE SU INTEGRACIÓN.

La Consejería Municipal por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI) estará a cargo de un Director y se integrará con profesionales abogados, psicólogos, trabajadores sociales y de otras disciplinas y personas del lugar,  de reconocida trayectoria en la prestación de servicios a su comunidad.

Las municipalidades determinarán la creación de estas oficinas según sus necesidades y la disponibilidad de sus recursos humanos y materiales.

En los municipios en donde no estén creadas estas oficinas, la intendencia cumplirá las funciones establecidas en el Artículo 50 incisos c) y e) y el Artículo 57 de este Código.

Artículo 50.-  DE SUS ATRIBUCIONES.


Serán atribuciones de la Consejería Municipal por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI):

a) intervenir preventivamente en caso de amenaza a transgresión de los derechos del niño o adolescente, siempre que no exista intervención jurisdiccional, brindando una alternativa de resolución de conflictos;

b) brindar orientación especializada a la familia para prevenir situaciones críticas;

c) habilitar a entidades públicas y privadas dedicadas a  desarrollar programas de abrigo, y clausurarlas en casos justificados;

d) derivar a la autoridad judicial los casos de su competencia;

e) llevar un registro del niño y el adolescente que realizan actividades económicas, a fin de impulsar programas de protección y apoyo a las familias;

f) apoyar la ejecución de medidas alternativas a la privación de libertad;

g) coordinar con las entidades de formación profesional programas de capacitación de los adolescentes trabajadores; y,

h) proveer servicios de salas maternales, guarderías y jardines de infantes para la atención del niño cuyo padre o madre trabaje fuera del hogar.

De la Jurisdicción Especializada

TITULO I - DE LA INTEGRACION Y COMPETENCIA

CAPITULO I - DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

Artículo 158.- DE LA COMPOSICIÓN DE LA JUSTICIA DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA.

La Corte Suprema de Justicia y los Tribunales, Juzgados y la defensoría especializados creados por esta Ley, así como sus auxiliares, entenderán en todas las cuestiones que se relacionen con los derechos del niño y del adolescente. 

A tal efecto, en cada circunscripción judicial se crearán tribunales y juzgados especializados y sus correspondientes defensorías.

Artículo 159.- DE LOS REQUISITOS.

Además de los requisitos que la ley exige para la designación de jueces y miembros de tribunales ordinarios, para integrar esta jurisdicción se exigirán requisitos de idoneidad apropiados para la función que han de desempeñar.

Artículo 160.- DE LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL. 

El Tribunal de Apelación  de la Niñez y la  Adolescencia conocerá sobre: 

a) los recursos concedidos contra las resoluciones de los Jueces de Primera Instancia de la Niñez y la Adolescencia; 


b) las quejas por retardo o denegación de justicia; 


c) las recusaciones o inhibiciones de los Jueces de la Niñez y la Adolescencia; y,


d) las contiendas de competencia entre jueces de la Niñez y la Adolescencia.

Artículo 161.- DE LA COMPETENCIA DEL JUZGADO.

El Juzgado de la Niñez y la Adolescencia conocerá sobre: 


a) lo relacionado a las acciones de filiación; 


b) el ejercicio, suspensión o pérdida de la patria potestad sobre los hijos;


c) la designación o remoción de los tutores;


d) las reclamaciones de ayuda prenatal y  protección a la maternidad;


e) los pedidos de fijación de cuota alimentaria;


f) los casos de guarda, abrigo y convivencia familiar;

g) las demandas por incumplimiento de las disposiciones relativas a salud, educación y trabajo de niños y adolescentes;

h) los casos  derivados por la Consejería Municipal por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI);

i) los casos de maltrato de niños o adolescentes que no constituyan hechos

 punibles;


j) las venias judiciales;


k) la adopción de niños o adolescentes; 

l) las medidas para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos del niño o adolescente; y,

m) las demás medidas establecidas por este Código.

CAPITULO II - DE LA DEFENSORÍA ESPECIALIZADA

Artículo 162.-  DE LA DEFENSORÍA DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA.


Créase la Defensoría de la Niñez y la  Adolescencia, dependiente del Ministerio de la Defensa Pública.

Será  parte esencial  y legítima en  los juicios de patria potestad, tutela y de adopción. En los demás procesos judiciales en que hubiese que precautelar intereses del niño o adolescente, deberá intervenir cuando éste  no tuviese defensor particular.

Artículo 163.- DE LAS FUNCIONES DEL DEFENSOR DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA.

Serán funciones del Defensor de la Niñez y la Adolescencia:

a) recibir denuncias de transgresiones  a los derechos del niño o adolescente y promover las acciones correspondientes;

b) representar al niño o adolescente en juicio, a pedido de éste, sus padres, tutores  o responsables;

c) velar por los derechos del niño o adolescente, de oficio o a petición de parte, asumiendo su representación  ante las autoridades judiciales y requiriendo las medidas de protección que considere necesarias para el mejor cumplimiento de su cometido; y,

d) requerir el cumplimiento de los plazos y términos legales en la substanciación de los casos sometidos a la jurisdicción y, ante la inobservancia reiterada de los juzgados y tribunales, denunciar las transgresiones a la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 164.- DE LAS ATRIBUCIONES.

El Defensor de la Niñez y la Adolescencia está facultado a:

a) solicitar informes, peritajes y documentos a las autoridades nacionales, departamentales y municipales, así como requerir inspecciones y otras diligencias necesarias a sus investigaciones;


b) requerir, por vía del Juzgado,  informes y documentos a instituciones privadas o a     

                  particulares; y,

c) requerir el concurso de los auxiliares especializados; y,

d) acceder en cualquier momento a locales donde se encuentren niños o adolescentes que requieran su asistencia. Cuando se trate de residencias u oficinas particulares, el acceso requerirá autorización judicial previa.

Capítulo III - DE LOS AUXILIARES ESPECIALIZADOS

Artículo 165.- DEL EQUIPO ASESOR DE LA JUSTICIA.

Los auxiliares especializados serán profesionales: médicos, pedagogos, sicólogos, sociólogos y trabajadores sociales, entre otros, que conformarán un equipo multidisciplinario con la finalidad de asesorar  a  la justicia de la Niñez y la Adolescencia. 

Artículo 166.- DE SUS ATRIBUCIONES.

Serán atribuciones de los auxiliares especializados:

a) emitir los informes escritos o verbales que le requiera el tribunal, el Juez o el defensor;

b) realizar el seguimiento de las medidas ordenadas por el Juez, emitiendo el dictamen técnico para la evaluación correspondiente, así como las recomendaciones para la toma de las medidas pertinentes; y,


c) las demás que señale este Código.

TITULO II - DEL PROCEDIMIENTO EN LA JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA

Capítulo I - DEL PROCEDIMIENTO GENERAL EN LA JURISDICCIÓN DE LA NIÑEZ

Y LA ADOLESCENCIA
Artículo 167.-  DEL CARÁCTER DEL PROCEDIMIENTO.

El procedimiento tendrá carácter sumario y gratuito, respetando los principios de concentración, inmediación y bilateralidad.

Podrá ser iniciado a instancia del niño o adolescente, sus padres, tutores o responsables, la Defensoría de la Niñez o Adolescencia, el Ministerio Público o quienes tengan interés legítimo. Podrá igualmente ser iniciado de oficio por el Juez.

El Juez, para resolver las cuestiones, escuchará previamente la opinión del niño o adolescente en función de su edad y grado de madurez.

Las sentencias del Juez serán fundadas y no tendrán carácter de definitivas, pudiendo ser modificadas y aun dejadas sin efecto, de oficio o a instancia de parte, toda vez que cesen las condiciones que las motivaron.

Artículo  168.- DE LAS PARTES EN EL PROCEDIMIENTO.

Serán partes en el procedimiento el niño o adolescente, sus padres, los tutores, los Defensores, y el Ministerio Público, en los casos en que así lo establezcan las leyes respectivas, sin perjuicio de los casos de adopción, pérdida de la patria potestad y maltrato, en los que los Defensores y el Ministerio Público tendrán necesaria intervención.

Uruguay

Ley Nº 17.823 - CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 

DECRETAN:

CAPÍTULO XI 

I - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los niños y adolescentes y
situaciones especiales

Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los derechos reconocidos a los niños y adolescentes en este Código sean amenazados o vulnerados, se aplicarán las medidas que dispone este título.

De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de terceros.

Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño o adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo anterior, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas, debiéndose proceder a continuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Código General del Proceso.

Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, en presencia del defensor que se le proveerá en el acto y de sus padres o responsables, si los tuviere, y recabará los informes técnicos correspondientes.

El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de tres días.

Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres o responsables.

El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los niños o adolescentes, para los padres o responsables, las siguientes medidas:
	A)
	Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza o violación de los derechos de los hijos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las obligaciones que le corresponden en la protección de los derechos afectados.

	B)
	Orientación, apoyo y seguimiento temporario socio-familiar prestado por programas públicos o privados reconocidos.

	C)
	Obligación de inscribir al niño o adolescente en un centro de enseñanza o programas educativos o de capacitación y observar su asistencia o aprendizaje.

	D)
	Derivación a un programa público o privado de protección a la familia.


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes medidas:
	A)
	Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección a sus derechos a través del sistema de atención integral diurno. Al mismo servicio podrá recurrirse respecto a los institutos privados especializados, que así lo acepten.

	B)
	Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico o psiquiátrico a instituciones públicas o privadas.

	
	  El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o aplicar directamente estas medidas, cuando su intervención haya sido requerida por el niño, padres o responsables o terceros interesados.


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez solamente podrá ordenar la internación compulsiva en los siguientes casos:
	A)
	Niño o adolescente con patología psiquiátrica.

	B)
	Niño o adolescente que curse episodios agudos vinculados al consumo de drogas.

	C)
	Niño o adolescente necesitado de urgente tratamiento médico destinado a protegerlo de grave riesgo a su vida o su salud.


En todos los casos deberá existir prescripción médica. El plazo máximo de la internación será de treinta días prorrogables por períodos de igual duración mediando indicación médica hasta el alta de internación.

El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar directamente estas medidas mediando indicación médica y cuando su intervención obedezca a la situación de un niño o adolescente que pone en riesgo inminente su vida o la integridad física de otras personas, de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de Familia de Urgencia.

Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol).- El Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adolescentes en centros residenciales especializados de atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en régimen de tiempo completo, ambulatorio o semiambulatorio.

Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en caso de niños será necesario el consentimiento de sus padres o responsables y se oirá previamente al niño.

En todos los casos se deberá proporcionar defensor al niño o adolescente, tomar declaración salvo imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Público, tomar declaración a los padres o responsables, y recabar los informes técnicos correspondientes.

Artículo 123. (Derivación a centros de atención permanente para niños y adolescentes).- El Juez podrá disponer la derivación de un niño o adolescente a un centro de atención permanente como medida de último recurso, cuando se encuentre gravemente amenazado su derecho a la vida o integridad física.

Esta medida no podrá implicar en caso alguno privación de libertad y durará el menor tiempo posible, promoviéndose la superación de la amenaza de sus derechos para favorecer su egreso.

En estos establecimientos se procurará mantener los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 de este Código y la incorporación del niño o adolescente al sistema educativo que corresponda, según sea su edad.

Artículo 124. (Programas de atención integral).- El Estado deberá garantizar a todos los niños y adolescentes el derecho a acceder voluntariamente a programas de atención integral, cuidados y alojamiento. Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá preceptivamente al niño, quien será asistido por su defensor.

Si a la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen sus padres o responsables, sin perjuicio de la inmediata protección del niño o adolescente, la situación se pondrá en el más breve plazo posible en conocimiento del Juzgado de Familia de Urgencia.

El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el interés superior.

Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- El Juez podrá entregar al niño o adolescente gravemente amenazado en su derecho a la vida o integridad física o privado de su medio familiar, al cuidado de una persona o matrimonio seleccionado por el Instituto Nacional del Menor, que se comprometa a brindarle protección integral.

Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes serán supervisados por medio de equipos especializados.

Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando la autoridad policial tome conocimiento que un niño o adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de inmediato a presencia del Juez competente, el que notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del Menor.

Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la debida atención.

Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se configuraren elementos de convicción suficientes como para atribuir responsabilidad penal a los padres, responsables o terceros, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, que corresponda.

Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin perjuicio del seguimiento y control que el Juez interviniente considere adecuado efectuar.

Artículo 129. (Competencia).- Los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior de la República tendrán igual competencia que la asignada a los Jueces de Familia (artículo 71 de la Ley Nº 15.750, de 24 de junio de 1985).

II - Del maltrato y abuso del niño o adolescente

Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este título entiéndese por maltrato y abuso del niño o adolescente las siguientes situaciones, no necesariamente taxativas: maltrato físico, maltrato psíquico-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso sexual y abuso psíquico o físico.

Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia escrita o verbal por la realización de cualquiera de las conductas mencionadas en el artículo anterior, la autoridad receptora deberá comunicar el hecho de forma fehaciente e inmediata al Juzgado competente. En todo caso el principio orientador será prevenir la victimización secundaria.

CAPÍTULO XVII 

CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO DE LOS
DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 

Artículo 211. (Creación).- Créase el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente que se integrará con dos representantes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidirá-, uno del Instituto Nacional del Menor, uno del Poder Judicial, uno de la Administración Nacional de Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, uno del Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no gubernamentales de promoción y atención a la niñez y adolescencia.

En caso de empate, el Presidente tendrá doble voto.

La representación del Poder Ejecutivo coordinará directamente con los Ministerios de Deporte y Juventud, Trabajo y Seguridad Social, Educación y Cultura, Salud Pública e Interior.

Artículo 212. (Integración).- Los representantes de los organismos públicos deberán ser funcionarios de las más altas jerarquías.

Los representantes de las organizaciones no gubernamentales serán designados por la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales (ANONG).

Artículo 213. (Convocatorias especiales).- El Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias consultivas a representantes de los Ministerios y organismos públicos. Asimismo podrá convocar a representantes de las organizaciones no gubernamentales y organizaciones privadas de promoción y atención a la niñez y adolescencia.

Artículo 214. (Competencia).- El Consejo que se crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines serán:

	1)
	Promover la coordinación e integración de las políticas sectoriales de atención a la niñez y adolescencia, diseñadas por parte de las diferentes entidades públicas vinculadas al tema.

	2)
	Elaborar un documento anual que contemple lo establecido en el numeral anterior.

	3)
	Ser oído preceptivamente en la elaboración del informe que el Estado debe elevar al Comité sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (artículo 44 de la Constitución de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño).

	4)
	Opinar, a requerimiento expreso, sobre las leyes de presupuesto, rendición de cuentas y demás normas y programas que tengan relación con la niñez y adolescencia.


Artículo 215. (Recursos).- El Ministerio de Educación y Cultura asignará los recursos necesarios para su funcionamiento y proveerá la infraestructura para realizar las reuniones del Consejo.

Artículo 216. (Atribuciones).- El Consejo podrá crear Comisiones Departamentales o Regionales, reglamentando su integración y funcionamiento.

Dicha reglamentación podrá hacerse de manera tal, que se integren a las mismas los miembros y competencias de las Comisiones previstas por el artículo 37 de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995.

Artículo 217. (Funcionamiento).- El Consejo dictará su reglamento interno de funcionamiento dentro del plazo de sesenta días a partir de su instalación.

CAPÍTULO XVIII - REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Artículo 218. (Sistema de datos).- El Instituto Nacional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia, que deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su cargo y las instituciones que lo atienden.

Artículo 219. (Seguimiento).- El Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá generar datos que permitan un adecuado seguimiento de la atención del niño o adolescente y de la evolución de la misma, así como generar la información necesaria para la formulación de las políticas de niñez y adolescencia.

Artículo 220. (Colaboración).-
	1)
	Los distintos Poderes y reparticiones del Estado, instituciones privadas y organismos no gubernamentales, deberán aportar los datos e información pertinentes al Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia, sin perjuicio de la autonomía y competencia específica de cada institución pública o privada.

	2)
	La Suprema Corte de Justicia, a través de sus órganos competentes, desarrollará un sistema de información sobre niños y adolescentes atendido tanto por la judicatura de adolescentes como de familia.

	
	  Los datos manejados por este Sistema Judicial de Información tendrán igual régimen y tratamiento que el establecido por los artículos 221 y 222 de este Código.


Artículo 221. (Reserva).- El Instituto Nacional del Menor será el custodio de la información contenida en el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso reservado y confidencial de los datos correspondientes a cada niño o adolescente, en concordancia con su interés superior y en cumplimiento del derecho a la privacidad de su historia personal, como único propietario de la misma.

Artículo 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para el rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad.

Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños o adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley se deberán destruir en forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese de la medida.

CAPÍTULO XIX 

Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de la promulgación de este Código, el Instituto Nacional del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), manteniendo su carácter de servicio descentralizado a todos sus efectos y competencias.

Desde la publicación oficial de este Código, se incluirá en el texto la denominación del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU).

Síntesis del Sistema de Protección Integral a lo largo de las fronteras
De todo lo exhaustivamente expuesto hasta ahora, lector, podemos concluir que la atención a niños, niñas y adolescentes, a lo largo de las fronteras (o aparte de ellas) no puede prescindir del cuidado en respetar los aspectos civiles (libertad, igualdad, fraternidad), sociales (atención a las necesidades básicas de las personas), administrativos (respeto a las reglas públicas de organización social) y criminales (responder cada uno por las conductas definidas como crimen, en cada país, y sumisión a las sanciones correspondientes).

En ese sentido, cada país debe hacer valer su poder legítimo de intervención sobre las personas que violan los aspectos administrativos y criminales, mas siempre respetando los derechos humanos en juego, sean infractores los ancianos y adultos, o adolescentes y niños o niñas. Ancianos serán tratados – según las reglas específicas – como ancianos, adultos como adultos, adolescentes como adolescentes, niños como niños
.
En todas las circunstancias en que niños, niñas y adolescentes necesiten de orientación y apoyo, deben ser atendidos – no por una burocracia interventora -, sino siempre a través de profesionales especializados, profesionales esos (trabajador social, médico, psicólogo, pedagogo, abogado, etc.) que atenderán a las necesidades de su cliente, sin pretender ejercer autoridad sobre el atendido. Sea a través de programas gubernamentales, o no-gubernamentales. 

No estamos más en la era latinoamericana de países subdesarrollados, característica del siglo XX, países que se lamentaban de sus males, sintiendo pena de si mismos por, alegadamente, no tener condiciones de garantizar profesionales especializados a los que tienen necesidades de garantizar sus derechos humanos. No. 

En el siglo XXI, todos países iberoamericanos forman trabajadores sociales, sicólogos, pedagogos, abogados, para tal necesidad. Y tienen condiciones de cumplir con su deber, en sus planes nacionales y en su sistema de monitoreo (control) de las acciones, de garantizar la mejor calidad de atención hacia la eficiencia, a la eficacia, la efectividad de los compromisos internacionales asumidos.
Autoridad sobre las personas, lector (disculpe, mas es necesario ser redundante, pleonástico, repetitivo, para compensar el incesante irrespeto a esos principios) es ejercida, exclusivamente, cuando normas administrativas o criminales son violadas. Violadas, lector, sea por ancianos, adultos, adolescentes o niños y niñas. Recordando, otra vez, que a cada uno de ellos, serán respetadas sus peculiares condiciones de desarrollo personal y social, porque esa peculiaridad no se extingue cuando la persona cumple… dieciocho años, u otra edad convencional cualquiera. Toda persona está siempre en peculiar condición de desarrollo personal y social.
Entonces, los órganos administrativos a lo largo del continente, no pueden querer intervenir autocráticamente sobre la vida privada de los necesitados, jamás les siendo permitido restringir o privar de libertad las personas, bajo el obsoleto y irrespetuoso argumento de que esas restricciones mirarían a la protección del atendido, porque eso sería una violación de los derechos civiles universales.
En el caso específico del Brasil (primero país a implantar criterios para tales exigencias, y, por lo tanto, con más ejemplos de aciertos y errores), se separan las funciones:

· De un lado, la función de orientación y de apoyo (Estado-prestador-de-servicio-por-profesional-especializado) y 
· De otro lado, la función de ejercicio de autoridad pública (Servicio-Público-Autoridad).

Son, por lo tanto, funciones separadas, autónomas, entre si.  Así es, de modo que no haya conflicto de intereses entre el garantizar protección, prestando los servicios necesarios (derechos sociales) y el garantizar derechos civiles (igualdad, libertad, fraternidad). 
· En el Brasil, la política pública de Asistencia Social debe garantizar no una burocracia, sino un profesional – como primera puerta …puerta informal – para prestar servicios necesarios
. Es decir: Si la persona no sabe como, o no tiene recursos para accesar el profesional especializado, hay un profesional, también especializado para la identificación de recursos y la adopción de providencias sociales necesarias, hacia la orientación y el apoyo al necesitado (apoyar, incluso, cuando necesario, bajo la forma de acompañamiento, pues acompañar es una forma de apoyo social.

· Y el Consejo Tutelar, debe ejercer autoridad pública – cuando viene a ser correctamente accionado, como segunda puerta – la puerta administrativa – sin querer intervenir en los derechos civiles de las personas. Consejo Tutelar existe para determinar, cuando necesario, y o requerir servicios que deben – los servicios – ser ejercidos siempre por profesionales especializados y, nunca, por consejeros aficionados o no.

Diciendo lo mismo de otro modo: La función de dar protección es hecha bajo la forma de providencias profesionales especializadas para encaminar la garantía social – servicio social – del derecho a la atención de las necesidades básicas de educación, salud, seguridad, psicológica, terapia… Esa función es mandada por la Constitución Federal brasileña (artículo 203, I) como siendo un deber de la política pública de …Asistencia Social (servicio social profesional especializado)
. Y, no, del Consejo Tutelar.

Vea, lector, que son distintas las funciones, si razonamos en términos de Derecho Internacional Comparado
:

· el Conselho Tutelar brasileño es el Servicio Público-Autoridad actuando para imponer frenos y contrapesos, para ejercer la función de corregidor, como órgano que hace enmendar el errado producido en servicios públicos por la burocracia oficial.

· Las Consejerías paraguayas son el Estado-Prestador-de-Servicios, actuando a través de profesionales especializados – lo que no puede ser hecho por aficionados, nunca, lo que no puede ser hecho con eventual negligencia, imprudencia e impericia- hacia la garantía de que las necesidades básicas de niños, niñas y adolescentes sean correctamente atendidas.
Por lo tanto, en el Paraguay, las Consejerías son prestación de servicio especializado. En el Brasil, el Consejo Tutelar es la autoridad pública actuando sobre la administración pública para que, quien debe dar protección, dé la protección especializada debida. 

En el caso argentino, la ley prevé que las Provincias (equivalentges a los Estados brasileños y Departamentos paraguayos) se entiendan con los municipios para crear órganos locales para esa protección. El cuidado a tomar, en ese caso, es de, igualmente, no confundir la función prestadora de servicios, de la función interventora sobre la libertad, la fraternidad, la igualdad, en relación a las familias y sus miembros:

Las provincias podrán celebrar convenios dentro del marco jurídico vigente para municipios  y comunas en las jurisdicciones provinciales, como asimismo implementar un organismo de seguimiento de programas de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes en coordinación articulada con las organizaciones no gubernamentales de niñez, adolescencia y familia.
En lo que toca al Chile
 y el Uruguay, hay que notarse que, en ambos, la existencia de una burocracia centralizada, la cual, en el Uruguay, se dice descentralizada (pero, de hecho, es solamente desconcentrada
, pues se trata, al fin, del ejercicio de funciones de protección por el mismo órgano nacional, en cualquier parte del país). Esa burocracia centralizada uruguaya ...cambió de nombre, pero mantiene sus antiguas funciones dichas …protectivas (tuitivas, en el decir de los juristas menoristas):       

Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de la promulgación de este Código, el Instituto Nacional del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), manteniendo su carácter de servicio descentralizado a todos sus efectos y competencias.Desde la publicación oficial de este Código, se incluirá en el texto la denominación del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU).

Hay también una diferencia fundamental entre el sistema del Brasil y el de los demás países: el Brasil radicalizó en lo que se refiere a la desjudicialización del antiguo sistema minorista sacó del Judicial toda función que pueda ser ejercida en la primera vía informal (de prestación de servicios por profesionales especializados).

Y ha retirado, de la misma forma, del Judicial, todo que puede y debe ser resuelto en la segunda vía, la vía administrativa (en que una autoridad administrativa es accionada para garantizar que al Judicial – Poder congestionado de problemas en los complejos días que vivimos – solamente se lleven conflictos a ser, necesariamente, resueltos en el ritual del proceso contradictorio. En el proceso contradictorio el juez funciona, exclusivamente, como …fiel de la balanza.
El Brasil, radicalmente, también descentralizó las funciones, manteniendo ejecución de programas protectivos, exclusivamente, en la instancia municipal. Quedan reservadas para las instancias estadales (Provinciales en Argentina, Departamentales en Chile, Paraguay y Uruguay) y nacional, funciones de coordinación de la descentralización. 
Sin embargo, las burocracias nacional y estadales, en el Brasil, muchas veces todavía quieren intervenir, inconstitucionalmente, sobre las prerrogativas de los municipios (por encima de la autonomía constitucional de los municipios) lo que debe ser enérgicamente repelido, si es el caso, en la vía ...Judicial. Uruguay, Paraguay, Chile y Argentina mantienen el Judicial intervenido, en las cuestiones asistenciales, protectivas y prestadora de servicios.
Aunque existan esas múltiples peculiaridades entre Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, todos nuestros países tienen el deber de separar las funciones de ejercicio de autoridad administrativa, en los casos en que hay necesidad de protección, de las funciones de garantizar profesionales especialistas que prestan servicios especializados.
La primera atención a los niños, niñas y adolescentes víctimas del tráfico de personas, de la explotación sexual y del trabajo inadecuado, así como víctimas de malos tratos
, debe ser prestado – bajo la forma de orientación y de apoyo – por profesional especializado, con competencia técnica y legal de identificar los recursos necesarios a la solución del problema. Ese profesional es siempre un asistente social (en el Brasil) o un trabajador social (en Argentina, en el Chile, en el Paraguay y en el Uruguay). Primera puerta de atención al necesitado. 
Delante de cualquier problema subsiguiente, que venga a posibilitar la interferencia de la autoridad del Poder Público, hay que haber la posibilidad de acceso del necesitado, o de órganos e servicios destinados a las garantías de derechos, a la segunda puerta de atención. Esa vía administrativa debe funcionar como órgano de control que, administrativamente, bajo el Poder de la Leu, hace determinaciones con fuerza de ley, o requisiciones de servicios, también con fuerza de ley. En el Brasil, esa segunda puerta es el Consejo Tutelar.
Finalmente, fallando las dos primeras vías, hay que ser accionada la tercera puerta – la del Poder coercitivo del Estado, que opera según el principio del debido proceso legal, con una autoridad poderosa para hacer valer derechos, que es el juez, autoridad imparcial – para que no se caracterice el inconstitucional juez de excepción
. La característica esencial de la autoridad imparcial es ser, en el sistema de justicia, el …fiel de la balanza. 

       a guisa de conclusión
Como se ve, lector, hay un enorme espacio para que los países Iberoamericanos discutan los métodos, las técnicas, las herramientas, los sistemas de organización para que se complete el paso de la doctrina del minorismo hacia la de la ciudadanía, en todo que tiene que ver con garantía de derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes.
Podemos dividir en dos partes nuestras dificultades comunes: La primera tiene que ver con la absoluta y urgente necesidad de capacitación de recursos humanos, sea de las filas gubernamentales (servidores de nuestros Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial), sea de los estratos  no-gubernamentales de la sociedad (profesionales como abogados, trabajadores sociales, psicólogos, médicos y para-médicos, pedagogos y todos los de la esfera educacional, además de los voluntarios que operan en el ámbito de las ONGs).
La segunda se refiere al perfeccionamiento de los sistemas de garantía de derechos. Garantía, con énfasis en el abandono del viejo paradigma en que el Estado asumía, de forma totalitaria, la guarda, la tutela de seres humanos, en vez de garantizar, cuando sea el caso (sean esas personas ancianas, adultas, adolescentes o niños y niñas), los derechos humanos de las personas. Derechos que, básicamente, consisten en disponer de la atención de un guardián, o de un tutor personal (no burocrático). Eso, para que los cuidados indispensables y los derechos debidos sean criteriosamente efectuados. 
Al lado de esas dos vertientes que tienden a la efectividad de los derechos humanos, nuestros países necesitan discutir, profundamente, la correcta aplicación de dos principios:
· El de la capacidad comprobable del niño, niña o adolescente (para que abandonemos la práctica de tratarlos como seres absolutamente incapaces). 
· El del respeto al mejor interés, o del superior interés – de la ciudadanía. En él, el interés de cada individuo es, siempre, equilibrado con el interés del todo social, del bien común, de la peculiar condición ética de desarrollo de la sociedad en que vivimos, en este inicio del Siglo XXI.
                      
Rio de Janeiro, diciembre de 2.008, enero y septiembre de 2.009
� Como es ampliamente consabido, hecho es todo que ocurre en la naturaleza. Acto es todo hecho producido por la acción humana. Conducta es todo acto cargado, caracterizado por un valor (acto bueno, sancionable por aprobación, alabanza, premio, o acto malo, sancionable por reprobación, censura, condena). La Historia viene demostrando que la garantía de derechos (que son deberes) humanos implica en permanente monitoreo por los individuos, por las comunidades, por la sociedad organizada, de la ética de las conductas buenas que sirven, y de las malas, que desirven  a la ciudadanía


� En la tradición europea, la percepción, el concepto, el principio del minorismo está entrañado en una cierta… tradición del mundo del Derecho (el mundo de los derechos y de los deberes). Europa es un continente... minorista. La ausencia del niño, de la niña y del adolescente en el mundo europeo como eventual protagónico social es, a la larga, conocida. En ese mundo, llega-se a aceptar la conducción de niños y niñas en collares (he visto eso, lector, con mis propios ojos, los cuales, espero, la tierra no venga a comer), como se fueran perros. 


El Derecho que trata de las relaciones entre particulares, llamado Derecho Civil europeo, estratificó la idea de que niños, niñas y adolescentes no pasan de seres incapaces de formular juicios propios válidos y, por lo tanto, como perros, incapaces de… consentir o de disentir en un mundo de valores, incapaces de ser llevados en serio en el mundo de las relaciones humanas de su tiempo. De ahí a la creación del concepto de situación irregular de los… menores en la América Latina, ha sido un mínimo paso. En ese obsoleto concepto, niños, niñas y adolescentes es que estaban (están, en ciertas prácticas de nuestros países) en situación irregular (han sustituido, lector, la expresión situación irregular por una nueva etiqueta, también discriminadora: situación de… riezgo), y no los adultos, y no la organización social, cuando, eventualmente, las niñas, los niños y los adolescentes hayan sido, en el pasado, o vengan a ser, en el presente, o víctimas, o victimarios. 


Solamente ahora, bajo las necesidades éticas del fin del Siglo XX e inicios del Siglo XXI, la reflexión acerca del tema va a permitir la inclusión de niños, niñas y adolescentes en el mundo de la ciudadanía. Esta discusión, por lo tanto, va más allá de las fronteras de… Iberoamérica, y alcanza amplias realidades del mundo globalizado de nuestra Era.


� Luis Agote era un médico y diputado argentino que ha instituido, por primera vez en la América del Sur, el paradigma legal (previsto en ley) del minorismo. A partir de ahí los países iberoamericanos pasaran a ser invadidos por leyes… minoristas.


� Hemos tenido en el Brasil, dos códigos de menores: El de 1927, autocrático, todo él pensado y estructurado a lo largo de un gobierno bajo estado de sitio, el de Arthur Bernardes, entre 1922 y 1926. Y el de 1979, concebido y promulgado bajo una dictadura militar.


� La Historia nos viene enseñando que la lista de deberes de un niño, una niña, es exactamente la lista de sus derechos. La lista de derechos que una persona puede esperar o exigir sean respetados por otras personas es exactamente la misma lista de sus deberes para con los demás ciudadanos. Como vamos a ver en este estudio, la formación ciudadana de un niño o una niña ocurre como un ininterrumpido aprendizaje, por el niño o niña (aprendizaje constante, permanente, a lo largo de la vida de niños, niñas, adolescentes, adultos y ancianos), de que él o ella debe a los demás, según la peculiar condición de desarrollo de cada uno, lo que él, ella, tiene el derecho de esperar, o mismo de exigir, de los con quién se relaciona. 


Ejemplo: El niño y la niña deben ser formados en la convicción de que, de la misma forma que tiene el derecho de no tener su bicicleta robada por su vecino, tiene el deber de no robar la bicicleta del vecino, porque el vecino también tiene el mismo derecho de no tener sus bienes personales sustraídos. 


No puede uno, por lo tanto, decir a una niña, niño o adolescente que ellos solamente van a adquirir esa capacidad de comprender la relación derechos/deberes… después del segundo mágico que precede una cierta edad… sea cual sea esa edad. Sea esa edad, la de dieciocho años, sea ella rebasada para dieciséis, catorce o doce años… 


� Irregular, porque la regularidad de la ciudadanía sólo tenia inicio a los dieciocho años (o otra edad, cualquiera, convenida en la ley de cada país). Para esa extravagante doctrina, hasta esa edad mágica, aquél ser - que un día vendría a ser alguna cosa solamente en el futuro - estaba en situación… irregular. Voy a repetir: la mayoría de los países iberoamericanos aún no han ajustado su sistema al nuevo paradigma, como será demostrado a lo largo de este ensayo.


�  Protección... integral (a la ciudadanía, lector), porque en el sistema de la ciudadanía de este inicio de milenio, al lado de los demás individuos de la sociedad de que hace parte, cada persona es tenida componiendo un todo social, todo ese que se organiza en Estado (el Estado es la propia sociedad administrativa, jurídica y éticamente organizada – un artista podría hasta decir: sociedad creativa, heurística y estéticamente organizada -, es decir, organizada para cumplir… principios éticos de derechos humanos, en que la ética, es una forma estética de moralidad).


Ese Estado existe o debe existir para – a un sólo tiempo – dar protección al todo social, como conjunto, Y a cada individuo, cada ciudadano (el ciudadano anciano, o adulto, o adolescente, o niño y niña), garantizando derechos humanos inalienables, a cada uno y a todos. Garantizando, por lo tanto, ...protección integral. Protección a la integridad del todo social y del todo individual. 


� ¿Por que, riguroso, lector?  La razón del rigor es que el eventual subjetivismo en aplicar, o no, principios de acción, nos lleva al arbitrio de aquellos que, irrespetando derechos humanos, acaban inventando principios para sus propias prácticas. Podemos notar, a nuestro alrededor, a lo largo de la experiencia histórica que, en el ejercicio de todas las formas de pragmatismo (es decir, en las distintas formas de… oportunismo, de burla) de su eventual invención, los oportunistas, y pragmáticos, acaban imponiendo o queriendo imponer arbitrio sobre los demás, al revés de se los tratar como sus… iguales. 


La conquista de los derechos civiles en el siglo XVIII ha sido exactamente la conquista (en contra de los poderosos, los arrogantes, los arbitrarios, que mandaban y exigían ser obedecidos) de la igualdad, al lado de la fraternidad y de la libertad entre las personas que componen las sociedades modernas.  Para los pragmáticos/oportunistas es... idealismo, es... candidez, es… utopía lo que estoy ahora afirmando.


� Ese criterio transformador ha sido adoptado por los países que firmaran la Convención de los Derechos del Niño de 1989, en su artículo 12 (notar, lector, que Convenciones, Pactos, Tratados son mandos a ser obedecidos por los que los firman. Los antiguos romanos decían, con razón: pacta sunt servanda, que significa: Quien pacta se torna servo del compromiso asumido).


El artículo 12 de la Convención, pues, manda (nosotros, sus signatarios nos tornamos servos de ese mando): “1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño”. Es decir, si hay capacidad real, concreta, efectiva, la niña, el niño, pasan a ser concebidos, tenidos, respetados en su condición de un sujeto autónomo, individualizado, una persona, dotada de las cualificaciones de aquellos que, llevándose en cuenta la edad y el grado efectivo de madurez – son capaces de pensar, querer, consentir o disentir, actuar, y manifestarse libremente.    


En la ley “civil”, cada país puede “convenir” (pasa a ser una “convención”, es decir, una “invención” pactada para asegurar intereses patrimoniales) que, con menos de tal o cual edad, un sujeto (aunque peculiarmente capaz de formarse juicios propios), no pueda asumir compromisos, contratos, alienaciones de herencias o bienes medidos en la escala “del vil metal” capitalista. Sin embargo, eso nada tiene con la “capacidad” telúrica, visceral, intrínseca, subjetiva de aquél que tiene “menos” que tal o cual edad medida en “años” del calendario también convenido en que vivimos. Cosa, lector, del capitalismo patrimonialista.


En el mundo del “$” (mundo del vil metal), la “convención” es que “consentir” o “disentir”, en un contrato, es cosa sólo para... adultos. En ese mundo (como dice Riobaldo Tatarana en la novela Grande Sertão: Veredas de Guimarães Rosa)... vivir es muy peligroso. Las crisis financieras internacionales de 1929 y 2008 que lo digan el cuanto de peligro hay en los meandros de las convenciones humanas. El mundo de los ángeles, de los arcángeles, querubines, serafines, tal vez no lo sea, pero el mundo de los humanos realmente… es muy peligroso.


�  Esos tiempos pueden ser los que se resumen en el tiempo de vida del individuo, o los tiempos, a través de las sucesivas generaciones, que se extienden a lo largo de las infinitas posibilidades del Universo en que somos destinados o… condenados a vivir.


� Hoy, la experiencia demuestra que son “incapaces” solamente los ancianos, los adultos, adolescentes, niñas y niños, los cuales, efectivamente, no tienen capacidad real, efectiva, concreta de discernimiento. Tal ausencia de los atributos personales para “formular o formarse juicios propios” traduce algún grado de deficiencia, de sensatez y prudencia para actuar, delante de las circunstancias de la vida. La prudencia y la sensatez, atributos de lo que se puede decir razonable, se desarrollan a lo largo de la historia de vida de cada uno de nosotros. Tales atributos no nacen de sopetón  un segundo antes de los… dieciocho años. 


Notar que la presunción de “incapacidad” ha sido sustituida por la de capacidad “comprobable”, real, vivenciada y efectiva de la persona que “se desarrolla” en sensatez, prudencia y discernimiento, segundo a segundo, minuto a minuto, hora a hora, día a día, mes a mes, año a año, incesantemente. Sin ficción creada por juristas autócratas o meramente… patrimonialistas. La peculiar condición de persona en desarrollo acompaña el ser humano hasta el día de su… muerte. No termina, como aparece en juzgados del Brasil, Paraguay, Argentina, Perú o México, a los… dieciocho años. 


� La percepción de un nuevo patrón de ciudadanía induce la idea de que tal modo de encarar los atributos humanos tiene una extensión que va más allá de fronteras entre países, pues todos los países del mundo, menos uno (los EUA, que no ratificó, aún, la Convención de 1989) adoptan el criterio internacional de que niños, niñas y adolescentes deben ser percibidos y concebidos en sus capacidades y, no, bajo el antiguo vicio de la presumida incapacidad absoluta. 


� Los romanos antiguos – cuyas tradiciones generaran las culturas occidentales modernas – concebían como sui juris, apenas los pater familias (los patriarcas de familia). Los restantes – las mujeres, los servos, los esclavos, los agregados…, las niñas y los niños -, eran alieni juris (estaban alienados de la libertad – y de la igualdad, y de la fraternidad -, pues estaban bajo la autoridad del pater familias). Es en el siglo XXI que vamos a trabajar para imponer una “pala de cal” en esa autocracia histórica, libertando los enlaces de la antigua cadena de la no-ciudadanía. 


Eso, si tenemos competencia técnica, jurídica, ética – con planes nacionales correctos y adecuadas formas de monitoreo local - para imponer la efectividad de los instrumentos internacionales – mencionados enseguida, en este ensayo – instrumentos esos que se siguieran a la madre de la ciudadanía que es la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 (que completa sesenta años exactamente cuando se ha iniciado la reunión de dados para este ensayo).





� Necesidad urgente, lector, aún hoy, en el caso del ámbito de todas las Américas y de toda la redondez del planeta.


� Es decir, lector: Los horrores de los maltratos sufridos por niños, niñas y adolescentes a lo largo de la primera mitad del siglo XX, percibidos por personas altamente sensibles al sufrimiento ajeno (porque estamos tratando de los maltratos, de la tragedia, del sufrimiento de personas victimizadas) no han resultado en percepción generalizada. El sentido común de individuos aislados o del conjunto de los burócratas estatales continuó insensible a la visibilidad infantil-juvenil. La lectura que se hacía de las “declaraciones” de derechos era que “derechos” eran prerrogativas de los “adultos” y que niños, niñas, debían, de hecho, continuar a ser “ciudadanos del futuro”, hasta aquél sopetón insensato del segundo mágico que precedía a los dieciocho años. 


Si el lector observar atentamente a su alrededor, a lo largo de las fronteras y en el interior de los países del Cono Sur – en los demás países, cada uno puede extender esa observación a su propia realidad – tal percepción degradante sobre la infancia continúa a vigorar con toda su fuerza. Sea en el interior de las familias, sea en los círculos de vecindad, en las escuelas, en las calles y principalmente en las burocracias institucionalizadas y institucionalizadoras que tratan a niños, niñas y adolescentes como meros objetos. Objetos a ser manipulados, con inducción expresa de las leyes del Estado, sea individualmente, por personas… comunes, sea por los agentes de los Estados: los burócratas. 


Ahí entran los jueces que, en sus juzgados, deciden y continúan a afirmar públicamente (como un juez de la “Coordenadoria da Infância e Juventude do Tribunal de Justiça do Estado de São Paulo” declaró a la “Folha de São Paulo”, en el día primero de diciembre de 2008) que niños y niñas no tienen… capacidad de consentir. De ahí, lector, la necesidad que nosotros tenemos de reafirmar, continua, reiterada, redundante, pleonásticamente, esas… obviedades…


� ¿Ser “objeto” es el contrario de ser “sujeto”, no es verdad, lector?


� La pregunta que sigue y que se impone en ese razonamiento ponderado por la ética de los derechos humanos, lector, es la siguiente: ¿Y cuales son entonces los… incapaces? La respuesta que nos dan la genética, la fisiología, la sicología, la antropología, la sociología y, lógicamente, el nuevo… Derecho, es que los incapaces, sean ellos ancianos, adultos, adolescentes, o niños y niñas, bajo constatación, son los que NO tienen condiciones genéticas, fisiológicas, sicológicas, o sociológicas, de formular juicios propios. 


Tal criterio es adoptado en la letra de los Tratados asumidos por todos los países que firmaran la Declaración de los Derechos Humanos de 1948, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 y, específicamente, el artículo 12 de la Convención Sobre los Derechos del Niño de 1989. Sin embargo, lector, entre firmar el Tratado y asumir las prácticas del pactado curre una larga historia. 


En nuestras vecindades, nuestras comunidades, nuestros municipios (de todos nuestros países), continuamos a asistir algunos que lograran la etapa de las buenas prácticas en esa materia, y ellos deben ser enaltecidos, apoyados, incentivados. Y asistimos a muchos países que continúan en la etapa de las malas prácticas en esa materia, y ellos deben ser orientados, corregidos, estimulados a cambiar, perfeccionar,  actualizar su patrón ético de conducta. 


� Insisto porque discutí ese tema con legisladores de todos los países iberoamericanos y discutí ampliamente con los sectores de ejecución de las políticas públicas, en esos países, y no veo mucha perspectiva de comprensión que no sea a través de la repetitividad, de la redundancia, del pleonasmo. Hay que haber persistencia, tenacidad, combate constante, lector, contra la anti-ciudadanía.  


� La burocracia brasileña, lector, inventó, así (con tal neologismo) un sorprendente oxímoron: El principio de que no se gobierna con… principio (o con su plural… principios). Hay, en el Brasil, hasta jueces que se niegan a respetar principios constitucionales y quieren imponer, libremente (es decir… arbitrariamente), su visión personal de mundo, en rebeldía a lo que dispone la ley mayor de su país. 


Hay una cierta burocracia brasileña que quiere gobernar bajo el principio de que no se gobierna con principio, o principios. Y jueces (evidentemente, más burócratas que jueces, contrariando los verdaderos jueces imparciales, fieles de la balanza de la justicia) que no quieren decidir, judicialmente, con… principios. El excelente Ministerio Público brasilero tiene, por lo tanto, la amplia misión de imponer frenos y contrapesos a esa autocracia judicial, cuando ella, eventualmente, existe, pues el Judicial brasilero es republicano, aunque algunos jueces insistan en ser… minoristas. 


Solo la ética de un nuevo siglo, de un nuevo milenio puede, entonces, lector, poner las cosas en los debidos lugares, sea a lo largo del territorio brasilero, o de sus vecinos. Y, si fuera el caso, en algún otro, o muchos otros sitios. Para que., lector… ninguna persona encuentre terreno fértil para… violar derechos de ciudadanía.








�   Otro de los aspectos importantes del paso del minorismo a la doctrina de la ciudadanía consiste en la circunstancia de que, antes, se aceptaba que el Estado tutelase niños y niñas – obviamente a través de sus burócratas, porque el Estado, en si mismo, es una abstracción –, cuando los verdaderos tutores, los padres, fallasen o estuvieran ausentes. Y ahora (en la ciudadanía) no se acepta que, a través de su materialización en burocracia, el Estado tutele personas, sean ellas ancianas, adultas, adolescentes o niños y niñas. 


Pregona-se que el Estado garantiera, cuando venga a ser el caso, a través de sus medios correctamente programados y organizados, que esa eventual y necesaria tutela, o guarda, sea ejercida por una persona, un individuo – oficialmente capacitado y jurídicamente apoderado - personalmente responsable por aquél que deba tener un guardián, o deba ser tutelado. 


Y ese tutor o guardián personal, en el caso del niño, de la niña – por necesidad de las circunstancias - aunque instituido… provisionalmente, va a criarlo, criarla y educarla en cuanto haya esa necesidad. Es decir, principalmente, o aunque de forma… provisional, cuando la necesidad fáctica así lo exija. La construcción endógena de la ciudadanía (aquella en la cual cada individuo se auto-configura, a lo largo de su historia personal de vida) no puede ser interrumpida por intervenciones estatales sobre la vida del individuo. 


La construcción endógena del sujeto tiene que ser secuencial, ininterrumpida, permanente (siendo tutor o guardián, el padre y la madre, o siendo tutor o guardián personal un sustituto del padre y o de la madre, no el… Estado). El Estado, en la dimensión ética de la ciudadanía, no tutela, ni es guardián de las personas.  Para la obtención de consistentes resultados satisfactorios, la Historia viene siendo insistente en demostrar, lector, que una autoridad del Estado puede instituir un tutor o guardián personal, mas, nunca (por más bien intencionada que sea), ejercer la tutela o guarda, en cuanto autoridad del Estado. 


La lucha por derechos civiles ha sido (es) exactamente la lucha para impedir que el Estado invada las esferas de la dignidad y del respeto a la vida privada de los individuos. La experiencia histórica ya nos ha demostrado que solamente el Estado totalitario (a través del totalitarismo fascista, comunista, nazista, y tal) tiene la pretensión de tutelar ciudadanos, maniatándoles los derechos civiles. El Estado democrático moderno tutela el derecho que las personas tienen de, cuando necesario, tener un guardián, o un tutor personal, individualizado, no burocrático, mas, si, un… humanista. 


Personas no pueden, para su protección, ser físicamente institucionalizadas, es decir, no pueden ser metidas en instituciones privativas o restrictivas de la libertad individual, sean esas personas ancianas, adultas, adolescentes o… niños y niñas. Y hay legislaciones, lector, modernas, que aceptan, que imponen, esa institucionalización forzada. Esa práctica constituye evidente violación de los… derechos humanos.


Entonces – en el sistema humanitario en el cual los humanistas quieren vivir – se sustituye el antiguo burócrata del Estado (o en nombre del Estado) por una persona que ejerce  un “munus”, un deber de ser personalmente responsable por alguien. Es decir, humanizase una relación que, en el pasado, se aceptaba ser burocrática, institucionalizadora y colectivizante. Notar, lector, que aún hoy una de las peores prácticas de los países de Iberoamérica - y de otras partes – es la de, hasta mismo creando leyes que mandan hacer eso, aceptar tranquilamente (violando los pactos internacionales) que niños, niñas y adolescentes puedan y deban ser… institucionalizados. 


Los civilistas, autores del Código Civil brasileño de 2.002, agreden violentamente el Estatuto del Niño y del Adolescente del Brasil. En su artículo 1.734 mandan hacer eso. Se trata, lector, de gente que afirma que, para proteger, hay que se institucionalizar. Un horror. La regla hoy es: Hay que darles protección a los niños, niñas y adolescentes, cuando necesario, siempre respetando el principio de que la protección debe ser ejercida en convivencia familiar y comunitaria. Nunca, de forma alguna… institucionalizando personas. 


Se decía antes que se institucionalizaba el niño y la niña para… estudiar lo que debe ser hecho con ese niño o niña. Ahora, la regla es mantener el niño o niña en su propia familia, o bajo tutela o guarda individual, no burocrática, aunque haya necesidad de decidir algo.  No se puede institucionalizar, ni para… decidir qué hacer. Aunque haya necesidad de definir, eventualmente, cual la decisión a tomar, se garantiza algún tipo de convivencia familiar, sea bajo tutela, o guarda, …siempre. 


Hay técnicas especializadas para eso. El Estatuto brasileño garantiza guarda personal, individualizada, siempre, en el párrafo único de su artículo 92: “el dirigente del programa de acolhimento institucional es equiparado al guardián para todos los efectos de derecho”. Vamos a detallar aspectos de esa cuestión a lo largo del texto. Principalmente, veremos la forma correcta de nunca institucionalizar niños, niñas y adolescentes.


� Padres pegaban a sus hijos, en nombre del interés superior del hijo. – “Yo pegué (es decir, yo agredí, maltraté)… por amor”, decían (dicen) ellos. Jueces arrestaban (arrestan) niños, niñas y adolescentes, diciendo que lo estaban están)… protegiendo. Escuelas torturaban (torturan) alumnos bajo el argumento de que estaban (están)… disciplinando. Es infinita la escala de horrores practicados en nombre de la interpretación equivocada al respecto.


� Según su capacidad de formular juicios propios, como prevé el artículo 12 de la Convención de 1989. 


� Los derechos humanos bien comprendidos, por lo tanto, se caracterizan como una integración entre la protección al bien común por un lado y la protección a los derechos individuales por otro. A eso se da el nombre de protección integral, denominación también adoptada para la nueva doctrina de la ciudadanía que sustituyó la antigua doctrina del menorismo también denominada doctrina de la situación irregular.


� El principio de la legalidad es aquél que dice: Nadie será obligado a hacer, o dejar de hacer cosa alguna, sino en virtud… de ley. En este Siglo de la dimensión ética de la ciudadanía, el principio de la legalidad es acompañado (desde que haya ética) por el principio de la moralidad. Legalidad y moralidad forman el duo indisociable de lo que sea la ciudadanía moderna. Ciudadanía de prácticas buenas, de buenos usos, buenos hábitos, buenas costumbres, buenos… principios.


� Es decir, lector, tenemos aquí el reconocimiento legal de la capacidad que el niño, la niña y el adolescente tienen de… disentir (contra los menoristas que niegan tal… capacidad).


� Salir del subjetivismo de los particulares y también del subjetivismo de los agentes del Estado - los burócratas. Incluso y, principalmente, evitar el subjetivismo de los antiguos jueces… de menores, los cuales, más allá de ser jueces eran meros burócratas interventores sobre la vida de los ciudadanos. Juez es un ser humano que – en los límites de su humanidad imperfecta - como tercer imparcial, repito,  en los límites de su búsqueda por imparcialidad. Actúa en una relación entre partes, que defienden intereses opuestos en un proceso que, por definición, es… contradictorio. Es decir, el tercer imparcial actúa como el fiel de la balanza entre partes que son contradictorias en sus postulaciones.


� No consta, porque, de la definición de un concepto, la única palabra que no puede constar de la definición es la que es usada para referirse a ese concepto. Ejemplo: Para definir “naranja”, yo no puedo decir que naranja es una… naranja…”. Entonces, la definición brasileña sobre como se practica el principio del superior interés, consiste en una regla de conducta (del artículo cuarto del Estatuto) que dice que  hay que dar prioridad absoluta (el superior interés es caracterizado por esa prioridad absoluta) a todo que se refiere al conjunto de derechos y deberes.


Ese conjunto es formado a través de los derechos y deberes del niño, de la niña y del adolescente, como parte del todo más amplio de los derechos humanos de todos. Es decir, además de los niños y de los adolescentes, también los derechos y deberes de adultos y ancianos. Eso, lector, para que haya el balance entre la paz social y el bien común del todo social con la garantía de derechos …individuales. La evolució0n de los tiempos nos viene demostrando que es así que se forma, se compone, se construye la histórica – y ni siempre bien comprendida - dialéctica social.


Eso, desde que obedecidos (como dice el artículo sexto del Estatuto) los fines sociales a que el principio  de derechos humanos se destina, además de las exigencias del bien común y también al conjunto de derechos y deberes individuales y colectivos en juego, en la cuestión, asegurada la percepción de la peculiar condición de desarrollo de la persona (anciano debe ser tratado como anciano, adulto como adulto, adolescente como adolescente, niño y niña como niño o niña).


�  Al fin y al cabo, de todos los países de Iberoamérica que tuvieran dictaduras en el siglo XX, esperamos que no las vengan a tener más, y que aprendan a aplicar los principios de la ciudadanía de todos. Con prioridad absoluta para  niños, niñas y adolescentes, debido al hecho de que esas dos etapas de la vida humana (la infancia y la adolescencia) se muestran como las más creativas y más fundamentales para la construcción de buenas prácticas, buenos usos y buenas costumbres.


� Sin embargo, lector, la práctica de los que dicen que no se gobierna… con principios, está haciendo que, en el Brasil, en vez del principio de la descentralización, la burocracia termine por inventar la práctica de la centralización político-administrativa, a través de la cual los burócratas federales brasileños quieren tutelar Estados y Municipios, tratándolos como… menores. ¿Es o no es, lector, un auténtico intento de retorno a las prácticas de la dictadura?


� También aquí, con programas federales conocidos por sus siglas – burócrata es loco por siglas – como CRIS, CRAS, CRES o CROS – en la ejecución de programas de protección a niños, niñas y adolescentes, la burocracia brasileña genera paralelismos a los programas locales, con indebida intervención federal, cercenando la participación auténtica de las comunidades y produciendo pulverización, desperdicio de recursos y, eventualmente,… corrupción.  


Notar, lector, que estoy haciendo la crítica de ciertas actitudes, métodos y prácticas que deturpan la aplicación de derechos humanos en el Brasil, en tal esfera de los planes naciones y del monitoreo de ejecución, para que nuestros hermanos iberoamericanos los eviten y hagan la prevención de sus propias eventuales equivocaciones. 


� Un nuevo continuum, lector, no en la estructura de la burocracia oficial, sino por medio de la continua construcción de nuevas prácticas, a través de programas gubernamentales y no-gubernamentales organizados en la propia estructura de los usos, hábitos y costumbres en las familias, vecindarios y comunidades …locales.


� Por obvio, no se niega aquí la importancia y necesidad de la teoría como búsqueda incesante de las explicaciones correctas de la realidad, como base para correctas opciones de acción.


� El Brasil contó con la colaboración de todos los países hermanos de Iberoamérica para la discusión de ese primer conjunto de reglas que incorporan los principios de la ciudadanía. Ha sido una obra de conocimiento y acción interdisciplinaria e interregional.


� Aquella regla que dice que, de esa legislación, no se hará interpretación subjetiva de lo que sea el mejor interés en juego, pero, sí, se llevarán en cuenta cinco factores objetivos: 


1. Las exigencias del bien común; 


2. Los fines sociales de ciudadanía de que trata esa legislación; 


3. Los derechos presentes en la situación concreta; 


4. No apenas los derechos, sino también los deberes de todos (ancianos, adultos, adolescentes y niños o niñas) en cuestión; 


5. La condición peculiar del desarrollo de cada persona.


� Evidentemente, no se está diciendo, como nos recuerda siempre (en otro pero pertinente ámbito) el doctor Emilio García Méndez, eminente parlamentario y presidente de la Fundación Sur, de Argentina, que niños, niñas y adolescentes no eran vistos, físicamente, por las personas, sino que se está refiriendo aquí a la invisibilidad en el campo de la ciudadanía.


� Tomemos dos ejemplos de dos países iberoamericanos: 


En el caso brasileño, los frenos y contrapesos para las situaciones más significativamente graves son concretamente garantizados a través del mando del artículo 206 del Estatuto: “El niño o adolescente, sus padres o responsable, y cualquier persona que tenga legítimo interés en la solución de la litis podrán intervenir en los procedimientos de que trata esta Ley, a través de abogado, el cual será intimado para todos los actos, personalmente o por publicación oficial, respetado el secreto de justicia. Párrafo único: Será prestada asistencia judiciaria integral y gratuita a los que de ella necesiten.


En el caso argentino: Ley 26.061: “Art. 27: Los Organismos del Estado deberán garantizar a las niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte, además de todos aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías: c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine”.  


� Identificación de la Norma: DL-2465 - Fecha de Publicación: - 16.01.1979 - Fecha de Promulgación: 10.01.1979 - Organismo: Ministerio de Justicia - Ultima Modificación: Ley 20.032 de 25.07.2005 – Crea el Servicio Nacional de Menores y fija el texto de su Ley Orgánica.


� Los artículos de la Convención de 1989 que tratan de la efectividad de los derechos de niños, niñas y adolescentes (es decir, laborar para que no apenas sean declarados, sino realmente cumplidos, tornados efectivos, tales derechos, son los de números 4, 7, 9, 19, 27, 28, 29, 32, 33, 35, 38, 39, 40, 42, 44, 45.


� Los planes nacionales y las reglas de monitoreo de tales planes y de las acciones locales, si quieren decirse a si mismos como garantes de los compromisos internaciones de cada uno de nuestros países, tienen el deber de garantizar el pactado: Tratar de las providencias educativas (educativas de todos, ancianos, adultos, adolescentes y niños, niñas), las sociales, las administrativas y las legislativas (llevándose en cuenta la jerarquía de las leyes al nivel nacional, regional y local, asegurándose el principio de pensar globalmente y actuar localmente (actuar deliberando, ejecutando y controlando localmente). Al respeto de tal principio, leer, del autor, en � HYPERLINK "http://www.edsonseda.com.br" ��www.edsonseda.com.br�, A CRIANÇA: DIREITOS HUMANOS E ACOLHIMENTO NO MUNICÍPIO.


� Como mencionado en la “presentación” de este ensayo, lector, la evolución histórica nos ha enseñado insistentemente que, “sin los medios, no es posible alcanzar los fines”. Nuestros países de Iberoamérica se beneficiarían mutuamente se profundizasen la discusión sobre como, en sus prácticas, vienen construyendo medios educativos, sociales, administrativos y legislativos (en los varios niveles de la jerarquía de las leyes), para alcanzar los fines de la ciudadanía de niños, niñas y adolescentes. 


� Para que no haya subjetivismo, el Estatuto brasileño detalla como será usado el criterio de la prioridad absoluta:


                        Art.4º. - Párrafo único. La garantía de prioridad comprende:


a) primacía de recibir protección y socorro en cualquier circunstancia;


b) precedencia de atención en los servicios públicos o de relevancia pública;


c) preferencia en la formulación y ejecución de las políticas públicas;


         d) destinación privilegiada de recursos públicos en las áreas relacionadas  


                                         con la protección a la infancia y a la juventud.


� Ley 26.061 de 28-sep-2005 – Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes - Publicada en el Boletín Oficial del 26-oct-2005 - Número: 30767


� Este texto hace parte de mi libro el Niño y las Redes Sociales – en el cual hago paralelos entre la red de burocracia y la red de ciudadanía -, escrito en 2.006. Hago constar de este ensayo sobre la niñez en Iberoamérica, porque la información allí contenida puede ser útil para la comprensión del tema de la punibilidad y de la presunción de inocencia del niño, de la niña, del adolescente, en el mundo de la ciudadanía.


� Hablemos de tres de los países iberoamericanos, al respeto del tema, tomándolos como ejemplo:


La Argentina sigue integralmente el criterio de la Convención de 1989. 


El Chile, singularmente, a través de su ley 20.032 de 2.005, mezclando los conceptos de adolescente y niño, en un todo único, dice: “Para los efectos de esta ley, se entiende por niño, niña o adolescente toda persona menor de dieciocho años de edad”; 


La ley 1.680 del Paraguay, aunque no define niño y adolescente, establece presunciones: “En caso de duda sobre la edad de una persona, se presumirá cuanto sigue: “En caso de duda sobre la edad de una persona, se presumirá cuanto sigue: a) entre niño o adolescente, la condición de niño; y b) entre adolescente y adulto, la condición de adolescente. Se entenderá por adulto la persona que haya cumplido dieciocho años y hasta alcanzar la mayoría de edad”.


� En el Brasil, son no punibles solamente los que tienen menos de… doce años.


� Comprendiendo aquí que esa norma brasileña se refiere a tutela de derechos y no, tutela... de persona.


� La voz “menores” aquí tiene el sentido de “tener menos” de dieciocho años. Es un adjetivo, y no, un “sustantivo” de carácter minorista con la significación de ser “incapaz”. 


� Aquí, la ley brasileña repite la norma constitucional. 


� Niño o niña, en el Brasil, son los ciudadanos con menos de doce años.


� “El procesamiento de un adolescente por la realización de un hecho punible será regido por disposiciones del Código Procesal Penal, en cuanto este Código no disponga algo distinto”.





� Además, lector, de aquellas otras dos providencias, ya mencionadas en este ensayo, previstas por la Convención de 1989: Las providencias administrativas (actuar con competencia, para evitar negligencia, imprudencia e impericia) y las legislativas (producir leyes correctas, modernas, adecuadas y… éticas, bajo el principio de la moralidad).


Vamos notar, en este texto, enseguida, como esas providencias legislativas vienen siendo construidas en los países iberoamericanos, y cuales las consecuencias de esa legislación en el trato con el problema del tráfico y de los malos tratos, en las fronteras.


� Educativas no solo de niños, niñas y adolescentes, sino, principalmente, de ancianos y adultos.


� En el Brasil eso es evidente cuando consejeros tutelares mal capacitados, en vez de ejercer tutela administrativa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, pasan a querer tutelar la persona del niño, de la niña o del adolescente. Tutela de derechos, lector, es una cosa. Tutela de la persona es otra cosa, muy diferente. En los demás países, lo mismo viene ocurriendo cuando funcionarios también se juzgan agentes de tutela administrativa o estatal sobre aquellos que deben… proteger.  


� Enseñar a los agentes gubernamentales o no-gubernamentales tales aspectos son fundamentales en la capacitación de recursos humanos en esa esfera de acción pública, en la elaboración de planes nacionales complementados por planes locales (tratar cada parte del sistema siguiendo sus peculiaridades, sin pérdida de la perspectiva de todo social), y en el monitoreo (control) de la política pública garante de derechos y de deberes humanos.


� Ese es el caso en que padres procuran, eventualmente, el consejo tutelar, en los términos del artigo 136, II del Estatuto brasileño, para ser aconsejados y no para ser sometidos a la autoridad del consejo tutelar.


� Pues el Estado tiene el deber de no interferir en la intimidad, en la dignidad de las familias o de la vida privada de los ciudadanos. El Código Civil brasileño, por ejemplo, en su artículo 1.513, lector, prohíbe tal intervención.


� El minorismo había se esmerado en mezclar ejercicio de la autoridad pública sobre individuos, con protección de los individuos. Todos los países de Iberoamérica tienen un formidable débito para con el principio de la eliminación del ejercicio de la autoridad pública sobre el protegido. En el Estado Democrático de Derecho, el Estado ejerce autoridad sobre aquél que amenaza, aquél que vulnera los derechos humanos, y no, sobre las víctimas de amenaza o de violación.


� No olvidando, lector, que para los minoristas, la “peculiar condición de desarrollo personal y social” es un atributo apenas de los menores, atributo ese que – en el mundo minorista de la exclusión social – excluye niños, niñas y adolescentes del mundo de la… ciudadanía. Todos tenemos nuestra “peculiar condición personal y social de desarrollo”, cómo ancianos, adultos, adolescentes o niños y niñas.


�   Cierta vez, en el municipio de Santos, en el Brasil, fui llamado a intervenir, a favor del Derecho Público, en una disputa en que un condominio particular quería prohibir niños de jugaren en sus dominios, argumentando, injustamente, que era una entidad privada donde no se aplicaban los principios públicos de garantía de derechos. Claro que hicimos imponer la regla que garantiza el derecho de jugar, naturalmente con los límites para garantizar el equilibrio de los juegos, con el bien común de todos los condóminos. Cuestión de… principio, lector.


� El Brasil ha abolido un antiguo “Consejo Nacional del Bien estar del Menor”, creado por la ley dictatorial 4.513 de la dictadura, que tenía por función trazar directrices (es decir, mandar, dar órdenes para los municipios) de forma centralizada. El nuevo consejo, meramente  coordinador, no puede más querer trazar directrices en esa materia, pues todas las directrices están legisladas, según el principio de la legalidad, en normas generales. La Constitución – artículo 24 – dice que la Unión sólo puede operar con normas generales legisladas – principio de la legalidad – y nunca, detallando funciones que son atribuciones, competencia de cada municipio – según el principio de la municipalización. Esas normas generales están en el artículo 88 del Estatuto,  


� Por increíble que parezca, decir esa trivialidad es necesaria, lector, porque hay países que juzgan y condenan niños y adolescentes… como adultos, en ciertas circunstancias.


� Esa puerta, en el Brasil, es prevista para ser abierta a quien necesita, en los términos de un principio constante del artículo 203, I de la Constitución Federal.  La ley que reglamenta ese principio es la LOAS – Ley Orgánica de la Asistencia Social - ley esa que manda, en su artículo 23, que, en la asistencia social brasileña, la prioridad absoluta a niños y adolescentes sea descentralizada, con participación de la población, a través de organizaciones representativas, bajo las reglas del Estatuto del Niño y del Adolescente.


� La función de servicio social especializado, para la adopción de providencias de garantía de derechos de las personas es mandada, en el Brasil, por la ley  8.662-93, que define las competencias del profesional especializado denominado …asistente social (trabajador social en muchos países iberoamericanos) . Son funciones legales de ese profesional definidas en el artigo quinto de esa ley brasileña, que aquí reproducimos, para conocimiento general):


Artículo 4º -


III – encaminar providencias, y prestar orientación social a individuos, grupos


        Y a la población;


  V – Orientar individuos y grupos de distintos segmentos sociales en el sentido de


        Identificar recursos y de hacer uso de los mismos en la atención y en la defensa


        De sus derechos;


Artículo 5º


IV –Realizar inspecciones, pericias técnicas, dictámenes periciales, informaciones y opiniones


      Sobre la materia de servicio social.


Uno de los graves problemas brasileños, en esa esfera, se da cuando autoridades administrativas y mismo, autoridades judiciales minoristas insisten, inducen, obligan al Consejo Tutelar a usurpar funciones de la Asistencia Social, y consejeros a practicar el ejercicio ilegal de la profesión de …Asistente Social.


� El autor está comparando, aquí, en este capítulo, solamente la condición de los países del Cono Sur (Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay) por falta de tiempo para exponer este ensayo, al público, vía electrónica, antes del XX Congreso del IIN en Lima, en Septiembre de 2.009).


� El Chile mantiene El antiguo SENAME (Servicio Nacional de Menores), como burocracia nacional especializada en esa materia.


� Desconcentración es el propio poder centralizado ejerciendo sus funciones en la periferia del sistema. Descentralización es otra cosa bien distinta. Es pérdida de poder político-administrativo para una instancia local.


� Malos-tratos, en el Brasil es un crímen específicamente tipificado (artículo 136 del Código Penal), consistiendo en “poner en peligro la vida o la salud de álguien bajo su guarda, autoridad o vigilancia”. el Estatuto brasilero en su artículo 13, manda la regla de que la asistencia social, en esos casos, dé protección a través de profesional especializado a la víctima, la policía persiga el eventual victimario, quiere  reprimiéndolo, quiere investigando para apurar la autoría del crímen. Y el Consejo Tutelar – como autoridad pública, operando sobre la burocracia y, nunca, sobre los necesitados – cela (artículo 131) para que protección a la víctima y persecución al eventual vcitimador (artículo 136, III, “a”) sean ejecutadas por profesionales (para tanto, el consejo tutelar puede requisitar servicios de la asistencia social y de la seguridad pública), y, nunca, con consejeros aficionados usurpando funciones sea de la policía, sea de la asistencia social como órgano, sea del asistente social como profesional especializado.


� Os obsoletos juízes de menores eram típicos juízes de exceção. Agiam, autocraticamente, impondo a seu talante uma forma subjetiva e autoritária do princípio – mal concebido – do superior interesse do menor. E sem meios para que os cidadãos submetidos à autoridade de exceção pudessem fazer valer seus direitos... de cidadania.
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